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CAPITULO I 

PROLEGOU:NOS. 

a} Concepto de Banca .. - Definir a la banca implica 

defjnir un complejo sistema financiero que conlleva una serie de 

figuras independientes con sendas normas. 

Bnncn neta y lógicamente proviene de Banco, y es por 

todos conocido que el Banco forma parte de nuestra vida diaria ya 

qu~ de una u otra forma hace posible que el peculio familiar sea 

administrado por dicha inst.itución; esa administración se lleva 

mediante la guarda y custodia del capital. traducido este en 

bl.cncs de capital, bajo las figuras de ahorro, f'ideicomiso y 

administración de bienes inmuebles y muebles, cajas de seguridad, 

inversiones en diferentes plazos y de~5s survicios conocidos. 

Sin aharcar el cur.ipo histórico, es importnnte precisar 

que el origen de la banca deviene de la intensa actividad 

comercial que se generó en la Ednd Media, en mayor medida en el 
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país de Italia, en especial en las ciudades de Florencia, Venecia 

y Nápoles, donde se organizaban las grandes ferias en las cuales 

nace con mayor solemnidad la figura mercantil perfeccionada del 

crédito bajo la letra de cambio, aquéllos comerciantes 

conocidos como "banqueros" por el simple hecho de que acudían a 

las ferias su ''banco'' y ''silla'', que cuando se veían 

imposibilitados para pagar, los jueces ordenaban de manera 

infamante, se quebrara públicamente la silla sobre la mesa del 

''banquero'', surgiendo de ahi la costumbre expresiva de ''quiebra y 

bancarrota". 

Joaquín Rodríguez Rodríguez define a la materia 

bancaria como la actividad que incide ''hasta los últimos rincones 

de la vida social, desde la economía doméstica hasta la economía 

del Estado; desde el ahorro familiar hasta el íinanciamicnto de 

las grandes empresas'' citando a Greco, el mismo autor sostiene 

que "los problemas monetarios, el curso de los cambios 1 la 

ejecución de pagos, las diversas operaciones de crédito, la 

recogida de capitales, en las más diversas fuentes, y su 

distribución, St!gÚn las más variadas necesidades, es tan 

intimamente conectados con la actividad bancnria.'' (1) 

Como un mero intento por definir la actividad 

bancaria diremos que es el comercio que principalmente consiste 

en operaciones de giro, cambio y descuentos¡ en abrir créditos y 

llevar cuentas corrientes y en comprar y vender efe~tos públicos 

especialmente en comisión; co=crcio este que se lleva a cabo por 

medio de instituciones a las que se denomina comúnmente büncos, 

que a ve= se entienden como 

crédito constituidos en sociedades 

establecimientos públicos de 

por acciones, bajo la figura 

legal de ''Sociedades Nacionales de Crédito''. En slntcsis y como 

1.- Joa.-µin Rodríguez ROOríguez, r:crcct-o &rcario, lntro.:.Uccién, P.--d'tc G....~...l. cr..er-er.i~ 

Pasivas. p. l. 
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lo preveé la Ley Reglamentaria <lel Ser ... :icio Público de '13anca y 

Crédito podemos afirmar que la mater'iu bancaria en México, es 

aquella actividad reservada exclusivamente al Estado, por la que 

una Sociedad Nacionul de Crédito se dedica a la captación de 

recursos del público en el mercado nacional, y su colocación 

rento.ble en el público, mediante la realí:z.ación habitual por 

cuenta propia o ajenri, de actos causantes de pnsivo directo o 

contingente, quedando obligada esa Soclcdad Nacional de Cr6dito a 

cubrir el principal y en su caso, occcsorios 'financieros de los 

recursos captados. 

Así la actividad bancaria es aquella que comprende en 

todas sus :formas actos tendi~ntcs 

crédito. 

la interrncdiaci6n en el 

b) Concepción de Derecho Público y Privado del Derecho 

Bancario .. - Tomando en consideración le pr-cmisa sentada por el 

maestro Fernando Cantellanos Tena, en el sentido de que el 

Dcrechc. intcgt'a un !-,odo armónico, cuya misión única es la de 

proporcionar n1!nimum de certeza y seguridnd en la vida 

~:~·cgaría, y que sólo ra::anBs prácticas son las que han motiva.do 

su división. sin que exista una dif'ercncia esencial entre sus 

diversas partes(2), y partiendo do la base del discutido tema de 

distin.?,uir ;..ispct'tos diferentes en las normas que integran el 

Der~cbo pt)sitivo de un país. sur~ido oinl a.ntiquisimo principio 

~entado por Ulpiano en ~l Dcr-echo romano "PUBLICUM. !US EST QUOD 

AD STATUM REI ROMANAE SPECTAT, PR!VATUM QUOD AD SINGULARUM 

UTIL!T1\TEM FERT!rJE'f; SUNT EXIM QUAEDAM PUBLICE UTILIA, QUAOEAM 

PR!V4TUM'' a ln que en concepto del maestro Villoro Toronzo se ha 
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dado una equivocada interpretación, porque en ese pasaje se ha 

pretendido hallar una oposición entre el interés público y el 

privado como si el bien público pudiera divorcinrse del bien 

individual en las normas jurídicas, porque no sería Derecho una 

norma que atendiera al bien común, y porque el Estado protege 

intereses particulares, porque tiene dicha protección un interés 

público, con fines exclusivamente de mejor comprensión, 

abordaremos tanto la clasi:ficación dicotómica como tricotómica 

del Derecho, para ubicar al Derecho Bancario. 

Lógicamente el Derecho Bancario se ubica dentro del 

Derecho Mercantil en sus orígenes, pero no en la actualidad si 

tomamos en cuenta la nacionalización bancaria. Después del gran 

desarrollo mercantil que se dió en la Edad Media, atendiendo a 

que era más importante la naturaleza de la relación comercial que 

el sujeto comerciante, se empieza a ''codificar'' y aplicar ciertas 

normas jurídicas que se objetivaron en Ordenanzas que fueron el 

principio de los verdaderos Códigos mercantiles. 

En México las Ordenanzas más conocidas lo fueron las de 

Comercio y Marítimas de los años de 1673 y 1682, que rigieron en 

nustro pais haSta antes de la Independencia. El Código de 

Napoleón fué la fuente de donde se inspiraron, y este contenía 

una serie de leyes especiales mercantiles que tuvieron aplicación 

en México hasta el año de 1889, sin dejar de apreciar que las 

Ordenanzas de Bilbao dieron lugar al famoso Código Mercantil 

denominado Código Lares. La Constitución de 1857 bajo un régimen 

confuso, implícitamente 

entidades :fed~~ativas y 

reservó la materia mercantil 

algunas de estas llegaron tener 

las 

propio Código{3). El 14 de Diciembre de 1853 se reformó la 

fracción X del Artículo 72 de la Constitución de 1857, dándole el 

3.- Ello se explicu si ta:atm m o..ertn Q.I:! al ~ esa fra:cién ro se SJSCi tD 0000.te 

alg¡ro "" el ~ D:nsti b.\)'mte de 1BS7. 
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carácter federal la lacultad de legislar en materia de 

comercio. 

En concepto. el Derecho Mercantil se ha definido sobre 

actos de comercio e·n el conjunto de normas que rigen a los 

comerciantes, tr3ducido también al desarrollo de la Sociedad en 

el derecho de empresa, considerado también de economía. En 

criterio existen múltiples definiciones de derecho mercantil, 

siendo la más adecuada a nuestro juicio la considerada por el Dr. 

Cervantes Ahumada quien afirma que "el Derecho Mercantil es un 

conjunto coordinado de construcciones ideales, pertenecientes al 

ordenamiento jurídico general y destinadas a realizarse 

actualizarse p~incipalmente en la actividad de la producci6n o de 

la intermediación en el cambio de bienes o servicios destinados 

al mercado general''.(4) 

Los actos de comercio propiamente han nacido de 

operaciones entre personas, que surgieron de la necesidad de 

intercambio, que fueron regulándose hasta crear normas por el uso 

cotidiano de esas operaciones, emergió el derecho Mercantil 

como una rama autónoma que tuvo su origen en el derecho priva­

do. 

Dentro del Derecho Mercantil existen diversas ramas que 

realmente ya se han vuelto autónomas dada su especialidad; así, 

podemos señalar la de los títulos y operaciones de crédito, la de 

seguros, la de fianzas y desde luego entre otras la que 

ocupa: la del derecho bancario. 

Al Derecho Bancario hay quienes lo consideran de 

derecho Privado, remen tándose a orígenes como lo son el que 

nace del Derecho Mercantil, que a su vez surge del Derecho Civil 1 

4.- Cervantes .Ahum:h Paúl, Dcrech:> Mcrca-Ttil Prirrer a..trso, p. 21. 
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porque en primer término las relaciones contractuales de los 

bancos con su clientela se regulaban por el Derecho Privado, 

porque esas relaciones se mantenían bajo el principio de la 

autonomía de la voluntad. Dado que en México la autonomía de la 

voluntad no opera en runción de que las partes bajo el régimen de 

concesión de la banca como servicio público, no podían fijar los 

plazos, las tasas de interés, los instrumentos de captación del 

ahorro públ leo, y los contratos en su mayor parte se encuentran 

preelaborados por las propias instituciones bancarias, desde 1941 

y actualmente en mayor medida por la nacionalización bancaria de 

1982 por la que el Estado reserva para sí la prestación 

exclusiva de ese servicio, esta teoría no resulta aplicable. 

La Ley Orgánica del Banco de México precisa en su artículo 14 que 

"las tasas de interés. comisiones, premios, descuentos u otros conceptos 

análogos, montos, plazos y demás características de las operaciones activas, 

pasivas y de servicios, que realicen las instituciones de crédito. con 

residentes en el país y en el extranjero, se ajustarán a las disposiciones que 

dicte el Banco de México. 

Estos disposiciones tendrán carácter general, pero podrán 

aplicarse a determinado tipo de instituciones o a ciertas clases de 

operaciones".• 

Por tanto, existen teorías que af'irman que el Derecho 

Bancario tiene una doble naturaleza pública y privada. 

La natural~za p~blica se observa la creciente in-

• Esta dispcGi.cién tmbién re encuentra ccntarplada m la Ley Reglarentari.a. del Servicio Plblloo 

de Barra y crelito de 1!<35. La aitlgw Ley Ga-eral de Jnstitu:icre; de Crédito y ~iars 

Auxiliares en el primer pámúo del artículo 107 bis detennina eµ> 1re préstan:xs y crédi- así 

o::no los cEp5sitos a plaz.o y aq.iellos o:n previo aviso cpe las institu::.icnes de crédito p.Jedan 

recibir cx:nf'orme a esta ley, se ajl.5t::arán, ccnfome a su tasa de interés, m:nto, ténnim y ó:nés 

característicns a las nglas que dicte el Ban:::o de !oOOco. 
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fluencia del Estado en la actividad económica del País. que llevó 

a la nacionalización bancaria de 1982, y por la que el Estado 

reserva de manera exclusiva la prestación del servicio público de 

bance y crédito, de donde se desprende que los particulares no 

pueden modificar mediante la autonomía de voluntad las 

condiciones en la p:cstación del servicio público de banca y 

crédito impuestas por el t;stado, y de lo que se colige que los 

contratos que celebran con el público las instituciones bancarias 

surgen como lo que Salleiles denomina "contratos de adhesi6n" 1 y 

el Maestro Ernesto Gutierrez. y González llama "guiones 

administrativos"(5), así como muchos otros factores, entre ellos 

considerados la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y 

Crédito, La Ley General de Instituciones de Crédito y 

Organizaciones Auxiliares y la Ley Orgánica del Banco de México, 

todas ellas reglamentarias del artículo 28 constitucional. 

Por lo que respecta a la naturaleza privada, sobre este 

punto, se tiene que reconocer que todavía hay normas del Código 

de Comercio y del Código Civil que se aplican a la actividad 

bancaria; como lo corrobora el articulo 5° de la Ley 

Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito; y que se 

observa en la práctica jurídica incluso de primera instancia, 

como lo es que en Juzgados del Fuero Común en materia Civil, se 

ventilen muchas de las discrepancias entre las Sociedades 

Nacionales de Crédito y los usuarios del servicio público de 

banca y crédito. 

En síntesis la legislación de Derecho público, que en 

principio regula la actividad bancaria prestada exclusivamente 

por el Estado. remite a norrnas de Derecho privado a falta de 

disposiciones expresas. 

s.- Ern:sto G.rt:ierrez y G::nzál.ez, Den;x:h:> de las O:tl.i,ga::ia'l; p. 326 y ss. 
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Podríamos concluir en primera instancia que esta teoría 

es adecuada a las condiciones que imperan en el sistema bancario 

actualmente. Resulta fácil darse cuenta que el Derecho bancario, 

es dinámico y tiene relación con las diversas ramas del derecho 

cuanto especialidad; así el derecho bancario tiene 

relaciones con el Derecho Adr.iinistrati .. o, Civil. Mercantil. del 

Trabajo, Penal, ~te. 

Sostenemos que el Derecho Bancario tiene una triple 

naturaleza; la que resulta de su carácter privado, público y 

social. Ello si consideramos que tiene estrecha relación con el 

Derecho Económico, al que se le ha dado el carácter de Derecho 

social. 

Pero ¿Qúe es el derecho económico? Al electo, Farjat, 

a~~rma que el Derecho Económico es ''una realidad jurídica que se 

encuentra en todas las sociedades industriales contemporáneas, 

as1 como también en las que aspiran a convertirse en tales y que 

por tal razón debe ser considerado como el Derecho del 

Desarrollo''; como un concepto inicial importantP, Farjat se 

ref"iere al "orden público económico como un conjunto de medidas 

tomadas por los poderes públicos y tendientes a organizar las 

relaciones económicas, oponiéndolo al 'orden privado económico' y 

al 'orden mixto' que se integra con la economía concertnda." 

Añade después que debido la dualidad del orden público 

económico se pueden distinguir dos grandes categorías de normas 

que integraran la política económica de conjunto que apliquen los 

poderes públicos: 

''l.- Las que se proponen contribuir a una cierta 

organización de la economía nacional, eliminando de los contratos 

privados todo lo que contaría aquella y que pueden llamarse de 

dirección; y 

2.- Las que pueden llamarse de protección y que tienden 

a proteger a ciertos contratantes modiCicando las obligaciones 
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que contraen, en beneficio de algunos de ellos''. 

Dice el autor en consulta que "la creación de empresas 

públicas no es fruto del azar, sino que las nacionalizaciones se 

hicieron en sectores clave de la economí.a: transportes. energía, 

instituciones financieras. El propósito es evidente y es el de 

permitir que el Estado refuerce todas sus posibilidades de acción 

sobre la economía''.{6) 

Estamos de acuerdo con el maestro Arturo Pueblita 

Pelisio quien afirma que "una sociedad como la nuestra, se rige 

por fenómenos económicos sujetos por marco de Derecho, 

situación que obliga a integrar un Derecho Económico vigente, tan 

dinámico como se vayan sucediendo los cambios sociales, y tan 

formal, que impida el desconcierto entre los titulares de 

derechos subjetivos pOblicos''.(71 

Al establecerse en el articulo 28 de nuestra Carta 

Magna que no constituirá monopolio la prestaci6n del servicio 

público de banca y crédito en virtud de que este servicio será 

prestado exclusivamente por el Estado a través de instituciones 

en los términos que establezca la correspondiente ley 

reglamentaria, es lógico que ''constituye un medio socioecon6mico 

de intervención del Estado en la economía, que consiste en 

disponer, normar y encauzar la actividad económica hacia el 

derrotero del desenvolvimiento. Se justifica desde el momento que 

va a proteger el inter6s social por encima del privado''.(8) 

Si; ''el articulo 28 Constitucional precisa la idea de 

6.- Farjat Germ"d, Dt'oit Eccn::rniq.;e; 443 W·, ~ reso13 biblic.gráfica de Ja-ccl e.cuto ~. m 

Revista de la Facultad de Dered1o ~ J'.é<ico, Taro XXVIII, n.m. 100, W• 'Zl2 a ax5. 

7.- Pueblita Pelisio Arturo, Elar.:::ntro Ea:ri'mi.CC'S en las Ccnstitu::icnes de México; p. 13. 

8.- Ibidsn; ¡p. 1Z7 y la!. 
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justicia social y conserva un contenido eminentemente económico, 

·y de los principios fundamentales insertos en su texto coadyuvan 

en la normatividad de la vida económica del pais. Sin duda alguna 

los preceptos consagrados en el articulo 28 de nuestra ley 

fundamental, conforman una muy importante sección o capítulo de 

regula~ión económica del pais, evidenciando y reiterando la 

consolidación y el formato al aparato productivo de la industria 

mexicana. 

Asi el acto monopolistico del Estado, el monopolio 

legal y en general la intervención politica deben tener como 

móvil el bienestar general y el d~sarrollo económico del país, 

sacrificando ~l interés económico particular por el interés 

nacional".(9) 

De esta forma visto el Derecho Bancario, como un 

derecho regulador del principio 

conlleva normas de carácter público 

explicados, 

~nteccden. 

social cuanto 

Las actividades públicas 

c ons ti tuc ion al analizado, 

privado en los términos ya 

las consideraciones que 

privadas se cruzan 

interpcnetro.n de tal suerte que el Estado actúa continuaJnente 

bajo la~ técnicas de Derecho privado, en tanto que los 

particula1'es ven aplicando, cada día más, reglas 

tradicionalmente consideradas de Derecho Público¡ como 

afirma el r.aestro Alfonso Nava Negrete "el Derecho ha sufrido 

cambios importantes. Entre otros el preciado binomio Derecho 

Público-Derecho Privado 1 hr. perdido totalmente su validez para 

dar pa.so a un Derecho Económico del Estado, que por igual asocia 

normas jurídicas de las dos ramas tradicionales del Derecho, 

püblicas y p~iv3das''. Precisa~ente el Estado empresario es quien 

9.- lbiOO:i; ¡:ri. 124 a 128. 
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rompe con esa clasificación, porque para ser empresario, el 

Estado tuvo y tiene que someterse a las normas juridicas propias 

de toda empresa; utilizar su po~testad como ente soberano, 

justificnr su par'ticipación en la economía, a f'in de satisfacer 

el interés colectivo. 

Por último, diremos que la intervención del Estado 

moderno la actividad económica, ha contribuido la 

privatización de su actividad y a la publicidad de la de los 

particulares, por lo qu.: en nuestros días es dificil establecer 

un criterio válido de diferenciación del Derecho; de ahi que 

consideramos acertada la afirmación del maestro Castellanos Tena. 

e) Derecho Penal Bancario.- Es de anotarse, que el 

Derecho Penal es el conjunto de normas juridicas de Derecho 

Público interno que definen los delitos y señalan las penas o 

medidas de seguridad aplicables para lograr la permanencia del 

Orden Social; que Sebastián Soler llama Derecho Penal "a la 

parte del Derecho• que refiere al delito y a las consecuencias 

que este acarrea, ello es, generalmente a la pena"(lO) ¡ y que 

~l titular del Derecho Penal es únicamente el Estado en razón 

de su soberanía que dicta las normas creadoras de los delitos y 

las penas o medidas de seguridad aplicables, tal lo 

establece Celestino P~rte Pctit en sus apuntamientos de la Parte 

General del Dt:rccho Penal. que por sus características como lo 

establece Francisco Pavón Vasconcelos es Público, Sancionador, 

Valorativo, Fir.alista Personalísimo. M~zger afirma que la 

naturaleza jurídica pública del Derecho Penal se da en virtud 

de normar ~elaciones entre ~l individuo y la colectividad; 
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y como se ha visto el Derecho Público es el conjunto de normas 

que regula las relaciones entre el Estado en el cual éste inter­

viene como entidad soberana, perteneciendo a esta rama el Derecho 

Penal. 

Hemos expuesto líneas arriba, que el Derecho Bancario 

es dinámico en cuanto mantiene relaciones con las diversas ramas 

del derecho, y que ese derecho es social, en este caso, es válido 

citar lo que afirma Farjat, en et sentido de que en las normas de 

dirección de un desarrollo económico, "existen algunos medios de 

coacción que incluso pueden hasta contar con sanciones penales 

para asegurar la realización de los objetivos del Plan".(11) {De 

desarrollo econ6mico). 

Precisa entonces, sentar desde este momento, que en un 

principio el Derecho Bancario se auxilia de muchas otras ramas 

del derecho, como lo es el derecho Penal; y que debido a la 

especializaci5n de los delitos contemplados tanto en la Ley Re­

glamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, como en la 

Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Cré­

dito, hablamos de un Derecho Penal Bancario, sin intentar atri­

buirle el carácter de social al Derecho Penal, que es público por 

naturaleza, por conf'luir al Derecho Bancario. Se habla entonces 

de un Derecho Pen:1J. Especial. 

En el orden jurídico vigente, observamos un f'en6meno 

contrario al principio de concentración jurídica e codirlcaci611, 

porque cada rama del Derecho tiene sus características que le 

diferencian, de acuerdo a las circunstancias que inciden durante 

el proceso de su elaboración. 

Estamos situados rrente al problema de que se estable-

u.- Farjat Gerord, U:x:. Cit. p.zn. 



PROLEGOMENOS 18 

ceo verdaderos tipos delictivos luera de la legislación penal 

común, en cuanto a su colocación, más no de fondo, por lo que a 

veces se ha llegado a designar Derecho Penal Fiscal, 

Administrativo, Bancario, etc. 

En cuanto al f'ondo, esos tipos delictivos previstos en 

leyes diversas al Código Penal, ef'ectivamente se rigen por los 

principios de la dogmática jurídico Pennl, pues conservan 

elementos y características propias de un delito, como los que 

preveé el Código Punitivo. 

El Derecho Penal ha trascendido sus f'ronteras y se ve 

inmerso en materias espccificns, que si bien es cierto que 

concurran en un momento dado a tutelar un mismo bien jurídico, 

los tipos previstos por otras ramas del Derecho lo tutelan de una 

manera más técnica; específica. 



CAPITULO Il 

ANTECEDENTES HISTDRICOS 

DE LA BANCA. 

a) Extranjeros.- Epoca antigua. Esta época comprende 

las culturas de los pueblos babilonio, hebreo, egipcio y romano. 

De las tres primeras civilizaciones nombradas, pocos datos hay 

sobre la banca y el eré di to y éstos se presentan en un estado 

elemental. Es así como en ellos juegan un papel importante los 

templos y palacios en el depósito de granos. 

En Grecia encontramos que algunas personas se dedicaban 

a la banca con cierta especialización. Así, el trapezita ·recibía 

dinero de los particulares; el daneíta se encargaba de colocarlo 

ante los interesados y el krematista y kolibista se dedicaban al 

cambio de moneda. Por lo anterior, se afirma una diferencia entre 

los banqueros y los cambistas. 

Por lo que respecta a Roma, los cambistas reciben el 

nombre d~ argentarii y lc5 banquc~os ~e numulnrii. En ~l control 

que ejercía el praefectus urbi sobre la actividad bancaria, 

fundamenta el carácter público de ésta y en la asignación de un 

lugar para la actividad de los cambistas, el origen de la 
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concesión. Como pueblo en el cual el derecho ocupa un lugar 

importante, tenemos que varias leyes regían las operaciones de 

crédito, prohibiendo los altos intereses (Ley de las Doce Ta­

blas), prohibiendo los préstamos con intereses {Ley Gcnucia), se­

ñalando un porcentaje máximo de intereses (Ley Onciarum Foenus). 

Edad Media. En esta época destacan en materia bancaria 

los florentinos, vieneses, lombardos, templarios y toscanos. En 

la edad media los numularii romanos son conocidos con el nombre 

de capsores; surgen importantes empresas comerciales que realizan 

actividades bancarias como un complemento de sus negocios¡ luego 

surgen los bancos como empresas especializadas. En esta época los 

banqueros realizaban importantes negocios con monarcas y papas, 

desterrados, encarcelados y disueltos por estos. 

El origen de los bancos medievales surge de las ferias. 

Por eso cuando habla del origen de la palabra banco, se 

mencionan el banco y la mesa que ocupaban en las ferias los 

jugadores los cuales si les iba mal en sus negocios rompían su 

banco. También hay otro punto de vista sobre el origen de la 

palabra banco:se dice que deriva de bank que traducido significa 

monte; nombre con el que se conoció al banco más antiguo de 

Venecia. 

Epoca moderna. En 1694 se funda el Banco de Inglaterra 

con el nombre de El Gobernador y Compañía del Banco de 

Inglaterra, con recursos de los comerciantes y del gobierno. Este 

banco ha ido a la vanguardia en relación a la utilizaci6n del 

cheque, notas de caja, pagarés, obligaciones, billetes de banco. 

En 1884 se transforma en el primer banco central¡ como tal, 

destacan entre sus funciones la emisión de billetes de banco, el 

control de la moneda circulante y del crédito. 
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b) Nacionales.- La legislación española que continuó 

rigiendo en México aún cuando éste ya había logrado su 

independencia, comprendía algunas disposiciones sobre ''bancos 

públicos 11 los que consideraba como ''un oficio público 

consistente en un género de ca~bios a quien se le da la moneda 

guarda, segón les ordenaren los que se las dieren''; este tipo de 

empresas debían recabar para ejercicio el perniso de la 

autoridad competente y el rcconocir.1iento de la solvencia de 

quienes lo efectuaran; esa actividad no podía ser monopolizada 

pues debía quedar sujeta a la concurrencia en una misma plaza y 

sólo podía realizarse cuando estuviese forr.iada por dos o más 

personas obligadas ''in solidum'': quedaba excluida para los 

extranjeros y requeria de una especialización que limitaba las 

operaciones a efectuar' restringiéndolas 

genero de cambios. 

las propias de ese 

Sin perjuicio de lo anterior, los nismos ordenamientos 

españoles establecían amplia libertad a los particulares para que 

real izaran funciones inherentes los "bances públicosº, sin 

detentar ese carácter, y así recibieran depósitos irregulares de 

numerario documentándolos mediante vales, aún al portador, y 

colocaran capitales a rédito siempre que el monto de tal no 

excediera de ciertos límites, para no 

restrictivas de la usura. 

en las prohibiciones 

En cuanto a instituciones organizadas se refiere, el 

único antecedente colonial, que ieneció en los alb~res del México 

Independiente, lo fué el Banco de Avío y Minas que fue!"a creado 

por Carlos ¡¡¡ en <!:i. siglo X".lllI, con el objct;;,. ci~ prt,mvver' la 

minería; ''durante el siglo XVIII, la minería novohispánica sufrió 

una larga dcpresi6n, pero el siglo XVIII le e~a de nuevo 

favorable' 1 (12). L3s principales operaciones que ese banco efectu~ 
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ba, eran las de el préstamo refnccionario, la admisión de 

capitales a rédito y la atenci6n de las cuentas del Tribunal. 

Otro intento fallido cuanto instituciones de 

crédito fué el Banco de Avío, cuya idea de fundaci6n se atribuye 

a Lucaa Alamán, por sus conocidas ideas de desarrollo industrial. 

Ese Banco de Avío fué creado por decreto del entonces Presidente 

Anastacio Bustamante, y sus funciones consistieron en la compra y 

distribución de maquinaria para el fomento de la industria así 

como el suministro de capitales suficientes a las compañías y 

particulares que se dedicaran fundamentalmente a la industrial 

textil. A ca"usa de su exiguo capital, este banco apenas cumplió 

infimamente su cometido por lo que desapareció el 23 de 

Septiembre de 1842, por decreto del Presidente López de Santa 

Anna. 

Las instituciones mencionadas, son de gran 

relevancia en el tema que nos ocupa; pues al ser Bancos "de 

clase••, es decir orientados a cierto sector del pfiblico no dejan 

de ser más que compañias orientadas a fomentar determinada 

actividad industrial. 

"El agiotismo bloqueaba muchos capitales, que mejor 

hubieran ido a la industria o al comercio. A este respecto, la 

Iglesia, prestando al 4.5% constituía un punto luminoso. A su 

lado, ricos laicos estaban realizando operaciones crediticias con 

el gobierno, por tasas -visibles y ocultas- absolutamente 

escandalosas, mientras que los Montes de Piedad estaban 

explotando a las clases proletarias'1 .(13) 

Ese régimen fué modificado por el primer Código de 

Comercio Mexicano: La Ley Lares de 1854 que tuvo una eiímera 

13.- Ibidan. p. 139. 
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vigencia toda la República. La legislación colonial 

experimentó aún más otros cambios respecto o su aplicabilidad en 

México, surgidos por la expedición de Códigos de Comercio locales 

que siguieron los lineamientos de la Ley Lares, no 

distinguiéndose l~ actividad bancaria del ejercicio general del 

comercio. 

La Constitución Pólitica de 1857, sólo facultó al 

Congreso de la Unión a establecer en toda la República, las bases 

de la legislación mercantil, lo que acarreó la duda sobre si las 

legislaturas locales estaban facultadas para expedir leyes de 

conercio. El ré6imen fué confuso y algunas legislaturas locales 

se abstuvieron de legislar sobre el particular y mantuvieron en 

vigor las normas emo.nadas de la legislación española sobre todo 

las de las Ordenánzas de Bilbao. 

Hasta la primera mitad del siglo XIX el país careció de 

bancos propiamente dichos, pues como hemos apuntado, ciertas 

operaciones actualmente consideradas bancarias se llevaron a cabo 

con carácter accesorio a las actividades inherentes a su giro 

comercial por casas de comercio y otras empresas mercantiles. 

Ello sin perjuicio de que existieron paralelamente instituciones 

que recibieron el nombre de bancos por realizar en di!"erentes 

grados de periodicidad ciertas actividades financieras, aunque no 

ejercieron funciones de intermcdiaci6n en el crédito, realizadas 

masivamente con el público; ejemplos de ellas fueron Gregario 

Mier y Terán, Drusena y Compañia y Casa Jecker. 

El 22 de J'...lnio de 18ú4, se constituyó en l.::i Ciudad de 

México el primer banco comercial: originalmente llamado London 

Bank of' Mexico and South-America Limited que manejó en su etapa 

inicial un capital suscrito de $ 1.5 millones y cuyos fundadores 

se acogieron a las disposiciones de Código Lares de 1854 que 

merced a su establecimiento por la Regencia del Segundo Imperio, 
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recobr6 su vigencia perdida en 1855, que fatalmente perdería en 

1867 en el período de la República restaurada 1 durante el cual se 

aplic6 de nueva cuenta la legislación -colonial que regía en 1821. 

Se conutituia ese banco como una sucursal de la matriz 

que operaba desde Londres con un capital de cinco millones de 

libras esterlinas. Se sabe que en 1855 tenia diez agencias 

foráneas en las ciudades de Veracruz, Tampico, Guanajuato, 

Zacatecas, San Luis Potosí, Morelia, Matamoros, Puebla, Calima y 

Durango, y otras dos en la Habano. y en la capital de Colombia 

Británica. 

Se considera generalizadamente que tuvo el mérito de 

introducir en el país el uso del billete de banco, difundir 

ventajas de la organización del crédito a través de instituciones 

especializadas y demostrar a los capitales nacionales la forma de 

dirigir la banca. 

Con el triunfo de la República sobre Maximiliano 1 

estuvo a punto de perder la autorización para operar. pero logr6 

acogerse a la ley de 20 de Agosto de 1667, que revalidó las 

actuaciones judiciales del período imperial. 

Fué hasta la década de 1860 cuando se establcci6 la 

directriz que fijara el rCgimen a que se sujetaría de manera 

uniforme y general la actividad bancaria en México. El desarrollo 

económico iniciado años atras en ciertas regiones y el incremento 

del mercado de dinero implantado por las concesiones 

ferrocarrileras otorgadas en ese tiempo, crearon un clima más 

propicio para el establecimiento de nuevas empresas bancarias, 

las cuales empezaron a const~tuirse y operar de nancra creciente. 

Los interesados en la creación de estas empresas 

buscando una mayor seguridad jurídica celebraron con el gobierno 
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federal con los gobiernos estatales según el lugar del 

domicilio de los bancos y el ámbito territorial al que pensaban 

enfocar sus operaciones, contratos-concesión para hacer funcionar 

las instituciones respectivas, actos que las legislaturas 

sancionaban dándoles el carácter de ley. Ello originó una 

inconveniente diversidad de rcgimenes establecidos forma 

individual para cada uno de lon bancos que fueron existiendo. 

En 1883 se reformó la fracción X del artículo 72 de la 

Constitución de 1857 estableciéndose la facultad del Congreso de 

la Unión "para expedir códigos obligatorios en toda la República, 

de mlncr ía comercio, comprendiendo este último las 

instituciones bancarias''. 

Con fundamento en disposición constitucional se 

expidieron los Códigos de Comercio de 1884 y 1889. El primero en 

sus artículos del 954 al 995 estableció un régimen particular 

para la banca; en la práctica tuvo aplicnc ión pues poco 

después fué suspendido, quedando años más tarde abrogado por el 

Código de 1889, debido las objeciones que suscitó 

principalmente a causa de que confería, de hecho, el monopolio de 

la banca a una institución de carácter privado: el Banco de 

México S.A. 

El 21 de Agosto de 1889. se le otorgaba el carácter 

exclusivo de banco de cm1si6n y se ~Ancionaba supuesto 

traspaso de la sucursal del London Bank of Mexico and 

South-América a una nueva sociedad nacional que desde entonces se 

denominar.in Banco de Londres y México, con lo cual dejó de ser 

una sucursal extranjera y se convirtió en banco mexicano. 

El nuevo Código de 1BB9 si&uiendo y perfeccionando al 

de 1BB4 1 estableció en su articulo 640 que ''las instituciones de 

crédito se regirían por una ley especial mientras ésta se 
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expidiese, ninguna de dichas instituciones podría establecerse en 

la República sin previa autorización de la Secretaria de Hacienda 

y Crédito Público y sin e! contrato respectivo aprobado, en cada 

caso, por el Congreso de la Unión''· 

Para 1897 se expide la Ley General de Instituciones de 

Crédito que estructuró la activid:ld bancaria en un sistema. Tal 

ordenamiento siguió como criterios generales la especialización 

de funciones distinguendo tres tipos de empresas bancarias: de 

emisión, hipotecarias y refaccionarias, sometiendo sus funciones 

a la vigilancia de la Secretaria de Hacienda, y la pluralidad de 

bancos emisores de billetes, entonces títulos de crédito. 

En 1908 se reformó esa ley para resolver principalmente 

los problemas relacionados la falta de liquidez de las 

instituciones bancarias, reforma que no pudo ser apreciada 

convenientemente por la modificación drástica de condiciones que 

experimentó el país con motivo de la Revolución. 

La Constitución de 1917 en su artículo 28, al reservar 

al Estado de manera exclusiva el monopolio de expedición de 

billetes a través de un banco ce11tral controlado por el gobierno 

federal, cambió radicalmente el sistema seguido años atrás. En su 

artículo 73 fracción X mantuvo ese ordenamiento la facultad del 

Congreso de la Unión para legislar en toda la república sobre 

"comercio e instituciones de crédito .. , afirmando con ello el 

requisito de que estas últimas quedaran reguladas por un 

ordenamiento especibl.~ 

Lo anterior dio pauta a un amplio y continuo proceso 

legislativo que a través de diversos ordenamientos crea el Banco 

• Desgro::iad:rrent.e m el C'..crgreso O:::nst:ib..{{mt.e, ro se ruscitó debate alglro respecto a esta 

ftaccié.n. 
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de México y lo configura gradualmente como banco central de la 

nación; reestructura al sistema bancario mexicano para adecuarlo 

n los cambiantes requerimientos del país. y procura su evolución 

fortalecimiento. 

Este proceso tuvo lugar, básicamente, a través de las 

eycs bancarias de 1924, 1926, 1932 1941 todas ellas con 

diversas reformas, siendo las más destacadas las introducidas en 

el último de los ordenamientos mencionados, durante el lapso 

comprendido entre los años de 1975 1978, pues modificaron 

gradualmente al sistema para pasar de la banca especializada a la 

banca múltiple o general. Asimismo se complementa y fortalece con 

las layes orgánicas del Banco de México, que se expidieron en los 

años de 1925, 1936 y 1941, también con diversas reformas, entre 

las que, por su importancia, se distingue la de 1932, que orienta 

ya a dicha insti tuc i6n como banco central del país 1 lo cual se 

afirma y consolida en la Ley Orgánica de 1936. 

Al expropiarse, el 1° de Septiembre de 1982, la casi 

totalidad de las instituciones de crédito privadas, el orden 

normativo aplicable a la banca presentaba las características 

siguientes: sujeción de la actividad bancaria a un régimen de 

servicio público concesionable a los particulares: amplia 

regulación de tal servicio por la~ autoridades financieras; 

sistema estructurado primordialmente bajo el criterio, ya no de 

banca especializadc:i, sino de banca múltiple; prevenciones que 

permitían la coexistencia de empresas bancarias tanto del sector 

público como del privado; amplias atribuciones de ln.s citadas 

autoridades financieras para adecuar los términos de la 

intermediaci6n en el crédito a las diversas coyunturas que fuera 

presentando el desempeño de la economía, y la existencia de 

disposiciones que aseguraban razonablemente la necesaria 

solvencia y liquidez. de la banca par"a la debida protección de 

quienes le confían sus ahorros y el adecuado empleo de éstos en 
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apoyo a los diferentes sectores económicos. 

No obstante lo anterior, ese orden normativo adolecía 

de ciertas deficiencias tanto en su estructuraºformal, como en el 

régimen de distribución de competencias entre las autoridades 

financieras y en la correlación de algunos preceptos referidos a 

materias comunes estrechamente vinculadas entre si. Tal 

situación se originaba en gran medida por las múltiples reformas 

y adiciones hechas a la Ley Bancaria de 1941 1 a lo largo de más 

de cuatro décadas, las cuales habían venido modificando en 

diversos aspectos la estructura general del sistema, como lo fué 

la transformación de éste para pasar de la banca especializada a 

la múltiple o general. Era necesario expedir un nuevo 

ordenamiento que estructurase con mayor claridad y congruencia al 

sistema bancario mexicano, atendiendo a las características que 

presentaba su operación y a los requerimientos previsibles en 

cuanto a su mejor desarrollo futuro. 



CAPITULO III 

BREVE CONSIDERACION DE LA 

NACIONALIZACION BANCARIA 

EN KEXICO 

El 1° de Septiembre de 1982, el entonces Presidente de 

la República Don José López Portillo, al rendir su sexto y último 

Informe de Gobierno, tal como lo establece la Constit11ción 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, expresa en ln parte que 

él mismo considera como la más importante: "que ha expedido dos 

decretos uno que nacionaliza a los bancos privados; y otro, que 

establece el control generali%ado de cambios''. 

El decr~to que establece la nacionalización de la 

banca, no señala que se adquieren las acciones, se concreta a 

nacionalizar la banca privada a través de la expropiación del 

pntrimonio de las instituciones de crédito, mediante el pago de 

una indemnización a sus accionistas la toma de posesión inmediata 

de las instituciones y de sus bienes, y la sustitución de los 

órganos de administración. 

De acuerdo con lo anterior, podemos señala:" que la 

nacionalización de la banca fué producto de un "decreto-ley"; en 

el que sin intervención, el Poder Legislativo no tuvo lu deli­

beración necesaria, de igual manera como sucedió en los países de 

Costa Rica, Repóblica de el Salvador, Nicara~ua, Austria, etc. 
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La -nacionalización de la banca en México signific6 un 

paso trascendental para su historia. Se han suscitado dudas 

relación si es nacionalización, si es estatización, si es 

expropiación etc. Sin embargo nos adherimos a cor::siderarla como 

nacionalización. 

Ello porque la nacionalización es una institución 

jurídica que tiende a transformar en propiedad colectiva empresas 

que están en poder de los particulares~ a fin de que sea el 

Estado directamente o a través de sus entidades especiales, el 

que se haga cargo de su gestión. Ahora que además, es un hecho 

muy significativo si nosotros recorremos brevemente el panorama 

donde se han realizado nacionalizaciones de la banco., que no se 

señala que sean estatificaciones, expropiaciones, estatizaciones, 

etc., se dice en ~odas las leyes nacionalización de la banca. 

Aunque nntes de la nacionalización, el Estado mexicano 

ya tenía un papel decisivo en el sistema financiero y bancario 

como lo eran una serie de regulaciones que desbordaron en mucho a 

las normas del derecho común y de los simples poderes de policía, 

esa nacionalización constituye uno de los más enérgicos y 

profundos ejemplos d~ ln intervención del Estado en la actividad 

econ6mica de los particulares, dando dicho régimen legal un 

carácter restrictivo muy especial que lo describe típicamente 

como de derecho público. 

En efecto, la nacionalizaci6n de la banca modific6 

sustancialrr".cn:c las condiciones del sister.1a bancario, intentando 

da1· este una nueva estructuración jurídica en cuanto .:i.l 

carácter de servicio público correspondiente, la naturaleza de 

sus prestatarios, los tipos de instituciones que deben integrar 

el sistema, la forma en que sus integrantes participen en la 

plancación nacional del desarrollo, su ubicaci6n dentro del orden 

normativo general aplicable al si~te~a financiero del pnis y las 
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modalidades con que la banca quedase incluida dentro del ámbito 

correspondiente a la administración pública Iedcral. 

Asimismo. la mencionada nacionalización incide en las 

características de la rectoria del Estado en materia económica -a 

la que fortalece-. y en las condiciones en que opera el régimen 

de economía mixta, dentro del cual, la banca pasa, de aquellas 

permitidas a los particulares, a las reservadas al sector público 

federal. 

Para hacer frente los requerimientos inmediatos 

originados por dicha nacionalización, expidió en diciembre del 

propio año de 1982, la Ley Reglamentaria del Servicio Público de 

Banca y Crédito. 

Este 

establecer la 

ordenamiento 

naturaleza 

se ocupa 

jurídica de 

fundamentalmente de 

las instituciones, 

conf'igurándolas con el carácter de Sociedades Nacionales de 

Crédito. como nuevas personas de derecho público con 

características particulares. Por otra parte, consignó un régimen 

que reguló la expedita trnnsíormación de las antiguas sociedades 

anónimas en las referidas insti tu e iones Sociedades Nacionales de 

Crédito, facilitando por otra parte, la f'usi6n de empresas 

bancarias para dar al sistema una estructura más equilibrada y 

congruente con sus condiciones actuales. 

Las normas aplicable:s a la operación de la banca se 

mantuvieron sin cambios mayores; continuaron vigentes en esta 

materia las disposiciones que contenía sobre la banca múltiple, 

la Ley General de Instituciones de Crédito y Organizaciones 

Auxiliares de 1941, que, cono se hn ~eñalado, ha sido objeto de 

múltiples rerormas. 

Entre otras razones para proceder a la nacionalización, 
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en el Sexto Informe de Gobierno se adujo ~l ~anejo de una banca 

concesionada sin solidaridad nacional y altamente especulativa; 

el de una banca que estaba. ere.ando fenómenos monopólicos con 

dinero aportado por el público; el de una banca por la que no 

llegaban a la población sus criditos; la crisis económica 

nacional etcétera. 

La medida que adoptó el gobierno federal tuvo por 

objeto el :facilitar salir de la crisis ec9nómica por la que 

atravesaba la nación y sobre todo para asegurar un desarrollo y 

equidad y alcanzar las metas señaladas en los planes de 

desarrollo. 

En conclusión, podemos establecer que la 

nacionalización de los bancos en México, no fué por razones 

ideológicas: fué producto del estado económico en que se 

encontraba la nación y el abuso de los bancos en sus concesio-

nes. 

Dieciseis días después de la nacionalización bancaria, 

el Ejecutivo Federal presentó al Congreso de la Unión una 

iniciativa para modificar el Código Fundamental. Ello, con los 

propósitos de elevar al rango constitucional la nacionalización 

de la banca y adecuar a ese principio ciertas disposiciones de la 

ley Suprema afines al mismo, estableciendo así la necesaria 

correlación en el texto de tal ordenamiento, y en cierta medidn 

también, para aminorar el inminente problema surgido con motivo 

de la demanda de 22 de Septiembre de 1982, por la que 

representantes de 21 de las 54 instituciones bancarias 

nacionalizadas solicitaron el Amparo y Protección de la Justicia 

federal, aduciéndo que esa nacionaliz.ación les violaba derechos 

constitucionales; demanda que se consideró un principio 

procedente por el entonces Juez Segundo de Distrito en Materia 

Administrativa David Delgadillo Guerrero , porque tal decreto de 
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nacionalización no había sido conforme con la Constituci6n 

Política de la Nación.• 

El proceso legislativo puesto en marcha culminó por lo 

que modificaciones constitucionales se refiere, el 18 de 

Noviembre de 1982; fecha en la que entraron en vigor: Una adición 

con el párrafo quinto al articulo 28; reformas al texto del 

articulo 73 fracción X; y una adición al articulo 123, apartado 

B, con la fracción XIII bis. 

La adición al articulo 28 corresponde al principio de 

nacionalización de la banca. Las otras modificaciones se refieren 

materias afines a este principio estrechamente 

correlacionadas con el. 

También se reformó el texto del articulo 73, en su 

fracción XVIII respecto al régimen para determinar el valor de la 

moneda extranjera, modi f icac i 6n que, por no estar re.feri da 

directamente al tema del presente trabajo, se dejará sin 

comentarios. 

Meses más tarde, el 4 de febrero de 1983, fueron 

incorporadas al texto constitucional prevenciones concernientes a 

la rectoría del Estado y al régimen de economía mixta, mediante 

la modificación de los artículos del 25 al 28 del mencionado 

ordenamiento. 

Dado que el ámbito de aplicación correspondiente a les 

modif'icaciones mencionadas en primer término se encuentra 

comprendido en la materia de carácter general a que las segundas 

se ref'icren, la determinación y alcance de aquéllas debe 

• Scbre el particular, vétlse: Presicllci.a de la Rtµ'.iblica, lhiWd 00 la O:énica PrcsicXn:::ial 1 tas 

Pazcnes y lns Cbras, Gd:>lem> de Ml¡¡µel de la fu:lrld, pp. 45 y "6. 
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considerarse analizando ambas en su conjunto. Con ello se procura 

una interpretación que dé la debida congruencia al derecho 

económico que la Constitución fundamenta. 

El régimen juridico establecido en nuestro código 

fundamental para configurar la actividad bancaria presenta como 

características las siguientes: 

1.- Reconoce a la prestación del servicio público de 

banca y de crédito el carácter de actividad monopólica. 

2.- Sujeta el ejercicio de la banca a un régimen de 

servicio público cuya prestación corresponde exclusivamente al 

Estado. 

Estas características se encuentran señaladas de manera 

expresa en el párrafo quinto del artículo 28 Constitucional. 

Dicho párrafo preveé además que el Estado realizará la referida 

prestación través de instituciones, en los términos que 

establezca la correspondiente ley reglamentaria, reiterando que 

el servicio público de banca 

concesión a particulares. 

crédito ••no ser~ objeto de 

La prevenci6n constitucional en el sentido de que el 

servicio pQblico de banca y crédito ••seri prestado exclusivamente 

por el Estado a través de instituciones", no obliga 

necesariamente a que éstas sean de la absoluta propiedad del 

gobierno federal, ya que, como más adelante se señala, la 

actividad bancnria queda incluida en las áreas prioritarias y no 

en las estratégicas, siendo sólo para estas últimas que la 

Constitución, en su articulo 25, párrafo cuarto, establece el 

régimen de propiedad señalado. 

3.- Deja a la legislación secundaria determinar los el~ 
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mentas definitorios del servicio público de banca y crédito. Ello 

se infiere del párrafo quinto del articulo 28 que refiere a su 

ley reglamentaria los términos en que deba prestarse ese 

servicio, reserva a tal ordenamiento, señalar el ámbito que 

corresponda. Para tal efecto, la Ley Reglamentaria del servicio 

público de Banca Crédito de 15 de Enero establece en sus 

artic~los 62 y 1'16, que "sólo las sociedades nacionales de 

crédito podrán dedicarse a la captación de rccursus del público 

en el mercado nacional y su colocación rentable en el público 

mediante la realización habitual, por cuenta propia o ajena, de 

actos causantes de pasivo directo o contingente, quedando el 

intermediario obligado a cubrir el principal y, en su caso, 

accesorios financieros de los recursos captados". La 

determinación de esos elementos definitorios mejora 

considerablemente la con'tenida con anterioridad en la Ley 

General de Instituciones de Crédito y Organizaciones Auxiliares, 

que refería la actividad bancaria. a "la realización de actos de 

intermediación habitual mercados financieros, medientc los 

cuales quienes los efectúen obtengan recursos del público 

destinados a su colocación lucrativa, yo. sea por cuenta propia o 

ajena. 

Esta connotación era. en su texto, excesivamente amplia 

y no corrcspondia a las características propias de la banca, ya 

que nl referirse en términos genéricos, a cualquier acta de 

intermediación habitual en mercados financieros, incluí.a en ella 

a diversos agentes distintos de la banca, como compañías de 

seguros y de fianzati, caso:: de bolsa y arrendadoras financieras. 

Esa redacción no suscitó mayores problemas debido que la 

distinción entre la banca y otros agentes financieros se hacía en 

las leyes especiales que regían a estos últimos • 

.a. - Ubica la actividad bancaria dentro de aquellas 

correspondientes a las áreas prioritarias del desarrollo. 
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5.- Señala que la Ley Reglamentaria del Servicio 

Ptiblico de Banca y Crédito debe determinar las garantí.as que 

protejan los intereses del público. 

6.- Orienta el financiamiento de la banca, de lorma que 

apoye a las políticas de desarrollo nncicnal. 

7.- Incluye a los empleados bancarios en el régimen 

constitucional n.plicnblet en materia laboral, a las trabajadores 

al servicio del Estado. 



CAPITULO IV 

a) Autoridades que ejercen atribuciones en materia de 

banca en M6xico.- Miguel Acosta Romero, define al sistema 

bi:1ncnrio como "aqu€1 que está formado por las instituciones de 

créáito, y por las autoridades de vigilanciaº, y señala que así 

considerado. "está constituido por la Secretaría de Hacienda y 

Cr6dito Público, el Banco de México, la Comisión Nacional 

Bancaria y de Seguros, la Comisión Nacional de Valores y los 

Bancos Sociedades Nacionales de Crédito, de Desarrollo Banco 

Obrero S.A. y Citybank". (14) 

Podemos distinguir entre los entes que conforman el 

~i!=-terna bancario, aqui'illos de inspección y vigilancia, los que 

realizan funciones de intcr~ediación en el crédito (los bancos 

14.- h:osta Rcrrcro Miguel, Derecho &n:=!o, p. 35. 
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propiamente dichos), y las organizaciones auxiliares del crédito. 

En la parte que nos interesa, la de banca y crédito, dos son los 

organismos que realizan funciones de inspección y vigilancia 

específicamente en materia bancaria : la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público y la Comisión Nacional Bancaria y de Seguros. 

Es nece:::.:ario definir lo que se entiende por 

''autoridad''. El vocablo ''autoridad'', deriva del latín auctoritas, 

sinónimo de poder. Según el Diccionario de la Real Academia 

Espafiola, autoridad significa ''poder que tiene una persona sobre 

otra, que le está subordinada", potestad que en cada pueblo ha 

establecido en su constitución para que le rija y gobierne, ya 

dictando leyes, ya haciéndolas observar, ya administrando 

justicia". 

Cotidianamente, se llega a la utilización del vocablo 

••autoridad'', para designar al órgano o poder público del Estado. 

El Estado es una comunidad asentada en un territorio, 

con un gobierno soberano. De lo anterior se desprende que tal 

concepto está formado por tres elementos a saber: el grupo 

humano, el territorio y el poder del Estado. Toda colectividad u 

organización de los hombres requiere necesariamente para su 

existencia y desarrollo, así como para la conservación de los 

fines que se proponga,-·una voluntad directriz, que, lógicamente, 

debe ser superior a las voluntades de sus miembros. Esta voluntad 

superior que ha de cuidar de los fines comúnes de la asociación y 

que ha de dirigir la ejecución de sus determinaciones, constituye 

precisamente el poder de la agrupación, el cual es diferente al 

poder de cada uno de sus integrantes. 

La doctrina ha distinguido en su evolución, dos tipos 

de poder: ''poder dominante•• y ''poder no dominante''• El no 

dominante, se caracteriza porque las 6rdencs que da a sus 
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miembros no tienen la fuerza suficiente para obligarlos a cumplir 

con ellos¡ porque los miembros en ···l momento en que lo estimen 

pertinente, pueden abandonar la asociación, en virtud de que ese 

poder no dominante 1 no es lo suficientemente fuerte para obligar 

o constreñir a sus miembros de modo dominante. En cambio, el 

poder dominante, es un poder autoritario, posee la fuerza y los 

medios suficientes para obligar al cumplimiento de sus órdenes; 

dispone de todo 

permiten constreñir 

sistema de principios jurídicos que ·le 

miembros a que cumplan con 

mandatos; sobre la voluntad individual, permanece el imperium de 

la organización llamada Estado. 

Este poder de dominación del Estado, se resuelve en la 

voluntad que ha de vigilar y proveer sus propios fines y como no 

puede actuar permanentemente mediante órdenes particulares. 

precisa, como fundamento de su actividad, de actos permanentes de 

voluntad que se traducen en reglas fijas de orden jurídico. 

Esa facultad del Estado de autodeterminarsc, de 

gobernarse a sí mismo, con exclusión absoluta de cualquier otra 

voluntad, es lo que se conoce como ''soberanía del Estado''. Lo que 

quiere decir que un Estado soberano posee una potestad que no 

depende de ninguna otra autoridad, que es libre para 

autodeterminarse, que es superior a los elementos que lo integran 

e igual a otros Estados semejantes. 

De los elementos expuestos, pode!!las concluir que 

"autoridad" objetivamente entendida, es el conjunto de acciones 

efectuadas por un órgano del poder público que expresamente 

legitimado, tiende a in:ferir al particular la realización de 

determinada conducta necesaria para que el Estado cumpla sus 

f'ines. El modo de ejecutar esas acciones, constituye una función 

misma que se manifiesta a través del órgano del Estado que 

competente para realizarla. Subjetivamente, autoridad la 
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f'acultad o privilegio que tiene el órgano del Estado, en virtud 

del cual el particular le debe respeto y cumplimiento de las 

medidas que le sean aplicables. 

En nuestro país, existen tres tipos de f'unciones 

representadas en sendos poderes~ a) administrativa representada 

por el Poder Ejecutivo; b) judicial representada por el Poder 

Judicial; y e) legislativa representada por el Poder Legislativo. 

En la parte que nos interesa, el Poder Ejecutivo se 

encuentra representado por el Presidente de la República, quien 

para el cumplimiento de las múltiples !'unciones que desempeña. 

fundamentalmente las de administración, se auxilia por órganos 

que le están subordinados, denominados Secretarías de Estado. 

b) La Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

(Facultad exclusiva de querella).- Por Secretaria de Estado 

entendemos, -según lo enseña el maestro Acosta Romero-, aquél 

"Órgano superior administrativo que auxilia al Presidente de la 

República en el despacho de los asuntos de una rama de la 

actividad del Estado". (15) Por su parte, Andrés Serra Rojas la 

define como "cada una de las ramas de la administración pública 

constituida por el conjunto de servicios y demás actividades 

confiadas a las dependencias, que bajo la autoridad inmediata y 

suprema del Presidente de la República. aseguran la acción del 

gobierno en la ejecución de la ley''. (16) 

''La Scc~c~ar!a de ¡¡~ciencia y Crédito Público rué creada 

el 4 de Octubre de 1821 raíz de la consu~ación de la 

15.- kosta Rarero Miguel, Teoría General del Derecho Adninistrativo; p. OO. 

16.- Serra R.:>j<lS An±-és, Der'cc:h:l A.:t.-d..n.istrativo. Toro ll, p. 525. 
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Independencia; su deriominación cambió posteriormente por la de 

Secretaria de Hacienda y Crédito Público y Comercio; la Ultima 

palabra fué suprimida con posterioridad y desde fines del siglo 

pasado se le conoce con el nombre de Secretaría de Hacienda y 

Cr6dito P6blico 11
• 

"La Secretaría de Hacienda y Crédito Público es el 

órgano más importante del Gobierno Federal en materia de banca y 

crédito; a ella corresponde aplicar, ejecutar e interpretar a 

efectos administrativos los diferentes ordenamientos que sobre la 

materia existcn''.''Asimismo, le corresponde dar ln orientación de 

la política financiera y crediticia a todas las instituciones y 

or-ganizaciones auxiliares. acorde con las lineamientos que en 

esas materias se~ale el Ejecutivo Federal''.(17) 

»Internamente, cadu Secretaria est5 estructurada en una 

serie de órgnnos inrcriores, de acuerdo a una división lógica del 

trabajo, a partir del Secretario de Estado. En cnda Secretaría 

existen varios subsecrctarios 1'.(lB) 

Hacienda 

En materia bancaria, existe en la Secretaría de 

Crédito Público una Subsecretaría de la Sanca 

Nacionalizada que comprende las Direcciones de Política Bancaria, 

Planeaci6n Bancaria de In:formación Estadística Bancaria. 

Además cuenta con un 6rgano desconcentrado que es la Comisión 

Nacional Bancaria y de Seguros-

Las atribuciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

PúblicQ, las establece el articulo 31 de la Ley Orglinica de la 

Administración ?ública Federal. En opinión del maestro Accst::i. 

Romero, dicha Secretaría se encarga de realizar las siguientes 

17.- Accsta R:Jner-o Mig>tl, Derocro ll<rcar"io; p.38. 

18.- Accsta Pare<u MJ..,..,r, Tea-in Gíneral del Derecho Adnlnistrativo; pp. 132 y 133. 
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actividades: •1 1. Planear, coordinar, evaluar y vigilar el Sistema 

Bancario del País, que comprende: al Banco Central, las 

Sociedades Nacionales de Banca de Desarrollo y a las Sociedades 

Nacionales de Banca Múltiple. 2. Manejar la deuda pública de la 

Federaci6n y del Departamento del Distrito Federal. 3. Dirigir la 

política monetaria y crediticia. 4, Administrar las casas de 

moneda y ensaye. 5. Ejercer todas aquellas atribuciones que 

señalen las leyes en materia de seguros, fianzas, valores y de 

orgonizaciones auxiliares de crédito; por lo que la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público se constituye como cabeza de sector 

'financiero". (19) 

Entre las múltiples funciones que la Sccre~aría de 

Hacienda y Crédito Público realiza, entre las que se encuentran 

el establecimiento de disposiciones técnico contables y de 

políticas que deben seguir los bancos, específicamente 

relacionada con nuestro tema, la Secretaria mencionada tiene la 

facultad exclusiva de pedir que se proceda penalmente en los 

casos previstos en los artículos 89, 90 91. de la Ley 

Reglamentaría del Servicio Público de Banca y Crédito, y para 

ello, deberá recabar la opini6n de la Comisión Nacionnl Bancaria 

y de Seguros; esto último porque ejerciendo el mencionado órgano 

dcsconcentrado funciones específ'icas y permanentes de inspección 

y vigilancia sobre las Sociedades Nacionales de Crédito, es el 

más autorizado para determinar los casos que alguna 

institución de crédito haya sufrido un qu~ht'anto p:::!":rinoni<'\l. o 

por las facultades de detcctación e intervención o.dministrativa, 

concluir que una persona física o moral practica habitualmente 

operaciones bancarias de crédito sin estar autorizada 

debidamente para ello, en contravención a lo dispuesto por el 

artículo 82 de 19 Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca 

y Crédito. 

19.- /\creta ~Miguel, ~ Bao:ario; pp. 39 y al. 
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e) La Comisión Nacional Bancaria y de Seguros.- ''En el 

siglo pasado, no existen antecedentes precisos de un organismo 

que pueda considerarse desarrollara las funciones que lleva a 

cabo la Comisión Nacional Bancario y de Seguros. La Secretaría de 

Hacienda antes de 1889, estableció un sistema de interventores de 

bancos, pero no tenían responsabilidad y poco hacían por vigilar 

la actividad de los bancos. Fué hasta el 3 de noviembre de 1889 

que don Manuel Dublán, que en esa época fungía como Secretario de 

Hacienda, encomendó al Licenciado Luis G. Labastida la 

realización de un estudio que vió la luz pública con el nombre de 

'Estudio Histórico y Filosófico sobre la l~egislación de Bancos', 

mismo al que algunas opiniones atribuyen el mérito de ser el 

antecedente más remoto desde el punto de vista teórico 

doctrinario, de las funciones que posteriormente asumirla la 

Comisión Nacional Bancaria y de Seguros, pues en el capitulo XLIX 

de dicho estudio, se proponía que lugar del sistema de 

interventores sin responsabilidad, sin armonía y sin 

coordinación, que funcionaba hasta fecha, se creara una 

sección de interventoría en la Socretaría de Hacienda y Crédito 

Público que centralizara las funciones de intervención y 

vigilancia de los bancos.''(20) 

En 1897, la Ley General de Instituciones de Crédito, 

atribuyó la vigil~nci& de toJas las insliluciones de crédito a la 

Secretaría de Haciendo. Crédito Público, por rnedio de 

interventores que tendrían igual función que los comisarios de 

las sociedades en los balances de los bancos. El 12 de octubre de 

1904 la Secretaria de Hacienda, creó la Inspección General de 

Instituciones de Crédito y Compañías de Seguros, que ejerc!a sus 

funciones través de un inspector general y de varios 

interventores a sus órdenes. La Comisi6n Nacional Bancaria y de 

a:>.- lbiden; ¡:p. ,/fJ y 43. 
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Seguros se crea por decreto de 24 de Diciembre de 1924, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación de 31 de Diciembre de ese 

mismo año. 

El articulo 99 de l.a Ley Reglamentaria del Servicio 

Público de Banca y Crédito, establece que la Comisión Nacional 

Bancaria y de Seguros es un órgano desconcentrado de la 

Secretaría de Hacienda y Cr6dito P6blico.• 

El maestro Acosta Romero, nos enseña que la desconcen­

traci6n ''consiste en una forma de organización administrativa en 

la cual ::;e otorgan al órgano desconcentradc determinadas 

facultades de decisión y ejecución, limitadas por medio de 

•jifcrentes normas legales que le pel'mltc actuar con mo.yor 

rapidez, eficacia y flexibilidad, así como el tener manejo 

autónomo de su presupuesto de su patrimonio, sin dejar de 

existir el nexo de jerarqula''(2l) 

Por lo que respecta a 1as funciones de la Comisión 

Nacional Bancaria y de Seguros, las más relevantes lo son las de 

inspección y vigilancia de las Sociedades Nacionales de Crédito, 

mismas que el órgano desconcentro.do realiza ''mediante la próctica 

de visitas de inspección en sus tres diferentes modalidades: 

Ordinarias, Iniciales o Especiales, así como el aporte de una 

serie de datos, informes, estados o documentos de carácter legal, 

contable, estadístico, etc., proporcionados por dichas 

instituciones; a et"ec'to <le co:-.t:--oler su constitución, desarrollo 

y runcionarnier.:.o y conocer, con toda amplitud y en cualquier 

mornento, la situación de las mismas en sus di'feren~es .l::>pecto5: 

legal, t~cnico-contable; social y económico'1 (22). 

21.- !bidcrn; p. 49. 

22.- FWz 00 Oúvcz .Ba..""t"ál 1-\ktor', La ~ién y Vigilin:ia Oficial Ce la Btrca. ~cana c:cno 

ktivichd Profesiaial del Cmbxbr Plblico. Tesis. Foculta.:1 de Care-cio y M:ú.n.i.stra:::ién, U~, 

México 1972 1 ~ 51 a 55, ~cita de Accsta Fk::rTero Mi~l, Derectn &n::ario; p. $. 
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Los artículos 99 y 105 de la Ley Reglamentaria del 

Servicio Público de Sanen y Crédito establecen algunas atribu­

ciones de la Comisión Nacional Bancaria y de su Presidente. 

De las atribuciones de la Comisión Nacional Bancaria y 

de Seguros, las que más interesan a nuestro tema son: la facultad 

que tiene para decretar la intervención administrativa de las 

instituciones de crédito y organizaciones auxiliares en caso de 

irregularidades graves. la vigilancia que ejerce para que las 

instituciones y organizaciones auxiliares de crédito recaben los 

documentos necesarios para acreditar la solvencia de los 

solicitantes, y proponer a la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público que se proceda la denuncia du delitos bancarios¡ 

funciones todns que l igacias a la facultad de revisión de los 

balances y estados de contabilidad de las Sociedades Nacionales 

de Crédito, constituyen la clave para la detectaci6n de 

irregularidades tipificadas como delitos en la Ley Reglamentaria 

del Servicio Público de Banca y Crédito. 



CAPITULO V 

LA DOGMATICA DEL DELITO. 

Dadas las limitaciones de este trabajo, sólo nos propo­

nemos analizar el articulo 91 de la Ley Reglamentaria del Servi­

cio Público de Banca y Crédito que contiene varios supuestos cri­

minosos, lo cual haremos a la luz de la dogmática jurtdica penal. 

"El Derecho Penal comprende dos partes: la general 

referente a la ley, al delito, a las penas en general y medidas 

de ~cguridad, -ensefin Porte Petit- y la parte especial que se 

ocupa de los delitos en particular de sus penas 

r~spectivas.''(23) 

11 La Ciencia Penal estudia la realidad jurídico penal y 

mina la construcción, elaboración organización de los 

conceptos deducidos de las normas penales, para comprenderla, 

valorarla iluminarla, los fines de dirigir la actividad 

humana, in..llcando los hechos que no deben ser ejecutados porque 

constituyen delitos y amenazando con penas a los auto,es de tales 

delitos".(24) 

23.- Porte Petit Celestino, .Ap;ntanientoo de la Parte Gmeral d:! Dera::h:> Pe-nl; p. 19. 

24.- Cawllo, Di.ritto Parue, 1, p. ~, segCr'I cita de Porte Petit C.Clest.:i.n::>; lcc. Cit. 
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La Ciencia del Derecho Penal estudia lisa y llanamente 

''las normas juridico-penales, o sea, la dogmática jurídico 

penal." El autor en consulta al concluir precisa, que el Derecho 

Penal en síntesis estudia el conjunto de normas jurídico-penales, 

en su parte general y en especial la Ciencia Penal al decir de 

Del Rosal "pregunta las razones últimas del carácter positivo e 

histórico del Derecho Penal, con lo que "la Ciencia Penal es de 

naturaleza filosófica.''(25) 

Es, n. través de Maggiore, que el maestro Porte Petit 

expresa, "dogmática significa ciencia de los dogmas, o sea, de 

las normas jurídicas dadas dogmáticamente, como verdades ciertas 

indiccutiblcs'', Grispigni sostiene pe~ su parte -explica 

nuestro maestro- que ''la norma debe ser captad3 tal corno es, como 

un dogr.ta ••. y precisamente por esto lo. disciplina llama 

dogmática jurídica". Y Soler,-añade el mismo autor-"subraya que 

el estudio del Derecho Penal se llama dogmático, porque presupone 

la existencia de una lcy''.(26) 

"Lo. ley tiene, pues, el caráctf'r de dogma y C"Omo este 

no es sino una proposición firme y cierto., principio básico de 

ciencia, resulta que aquélla será la prcmisn de toda 

sistematización jurídico-penal ... En realidad la ley es como un 

dogma, porque es el instrumento con que trabaja el juzgador, pero 

no entendida corno un "fetiche", sino como una norma de la cual 

hay que descubrir su voluntad.''(27) 

Asi como existe una Teoría General del Derecho, existe 

la Teoría del delito, naturalmente comprendida en aquélla. "la 

teoría del delito comprende el est~dio de ~us elc~ento3, 

25.- POr'te Petit Cel~Un:i,;,p.r,t.::r.J.mtm ~ la P:rte Ccnc...'<ll 00 Dc..-cch:;) PC!l.'.il; p. ::13. 

26.- Ibicbn. 

Zl.-Ibiden. 
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aspecto negativo y las formas de manifestarse el mismo''.(28) 

La teoría general del delito se identifica con la 

dogmática jurídico penal. 

La teor!a del delito estudia "aquellos componentes de-1 

concepto del delito que son comónes a todo hecho punible''.(29) 

''En síntesis, y dejando de lado otros caracteres del 

delito-, enseña Jiménez de Asúa- podemos decir que los esenciales 

y permanentemente reconocidos son los que \.o definen como acción 

típica, antijurídica y culpable. A caso la acción es uno de los 

que se elaboran más tardiamente. Berner que, como buen He¡;eliano 

abarca en ella la imputabilidad, fué el primero en trabajar su 

doctrina en 1857; pero a Franz Van Lizt le pertenece el mérito de 

enseñar claramente en ella el movimiento corpornl y la causalidad 

del resultada, La condición típica se indica por Stübel en 1805 y 

por Luden en 18A.O, pero es Beling quien le da máxima 

trascendencia. 

La antijuridicidad, que se atisba entre otros par 

Bohernero, cobra sentido en las "normas" de Binding. Y la 

culpabilidad debe su origen cienttfico a A. Merkel".(30) 

Dadas las citas de los maestros en este trabajo y de 

que se eligió el análisis dogr:iático del delito que se estudia, 

aún cuanciv uo c..:.~ l;;?. e'.":haustividad que por propiar; limitaciones 

deseara, precisa 

jurídico-penal 

conternporáneo. 

28.- Illidem; p. 195. 

a 

señalar 

la !u= 

la 

del 

evolución 

Derecha 

29.- Je$C:hek fb1s 1-k?inrich, Trata):) óe Derech::> Pe-al, T. I; p. 263. 

3),- Jiné=z de 1-s:sa luis, Tratad> de Oere:ro Ftnal, T. III; p. 315. 

de 

Penal 

la dogmática 

moderno 
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La teoría del delito, hasta el siglo pasado y después 

de los dos primeros movimientos de la literatura penal: "De los 

Delitos y de las Penas" de Cesar Bonesana, Marqués de Beccaria 

publicado en 1764 y del "Progrn.::ia de Derecho Criminal" emanado 

del luminoso pensamiento del insigne Carrnra, publicado en 1859, 

ccnoció la distinci6n entre irnp~taci6n objetiva y subjetiva 

(imputatio facti e imputatio iuris). La idea del delito, concretó 

Cerrara en el párrafo 35 de su magna obra, no es sino "una idea 

de relaci6n, es a saber, la relación de contradicción entre el 

hecho del homb~e y la ley. Sólo en esto consiste el ente jurídico 

al cual se da el nombre de delito, u otro sinónimo. Es un ente 

jurídico que pn.rn existir tiene necesidad de ciertos elementos 

materiales y de c1ertos eler.ienlos r.iorales, cuyo conjunto 

constituye su unidad. ~~~-l2 __ g~~--E2~El~!~--~~--~!~--~~--la_ 
~.9.!!!!:!~i.~~!~~-2~~2~-~~~~B~!!.!~~-E~!!-!~~l-l~!:.!.!!!~~::. sin 
embargo Vela 1'reviño con Jiménez Hue1·ta, advierten en la última 

frase del maestro de Pisa, ya desde entonces el tercer elemento 

esencial del delito. la ant:ijuridicidad o antijuricidad sin que 

e,;.~e se hubiese referido específicamente por el propio Carrara 

pcr0 quf: dl:sde enlences "se hallaba latente''(31), agregando Vela 

Trevif.o, que en 1931 Hezger diría, "actúo. antijuridicamente el 

e;:..:~· contra.die~ las norr..as objetivas del Derecho. La acción s6lo 

es punible si es antiJurictica.''(32) 

La moderna concepci6n cua~ripartita del delito, indica 

.Teschck(33). al que resunincs, como acción tipica, antijurídica y 

culpable, ha surgido, hace sólo pocos afias, de la constituci6n en 

distintas etapas. Ce diferentes sistemas dogmáticos. 

31.- C:i..~ ~-,,, ~ de De...,,,,.,, Crinlirel, Vol I; pp. :O y 51. 

32.- Vela Trevil'b &--W,o. Antijuridicii:b:i y Jl.Eti..fica::ifu¡ p. 19. 

33.- J~ tt:n:;. Pciric:h, ('p. Cit., W• Zl2 y ss. Ce d:n1e ~ o t::"tn3c:rihir.os el 

desarrollo tkL""'TÓ.tico e\.'olutivo c::q:ues:to ~ el auta:-. 
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Iherlng en 1867 desarrolla el concepto de antijuridici­

dad objetiva al demostrar que la culpabilidad es irrelevante en 

ciertas infracciones que determinan consecuencias juridicas. Lizt 

y Beling siguiendo al connotado civilista introducen al Derecho 

Penal el concepto de antijuridicidad objetiva que introducen a la 

estructura del delito. Binding con teoría de las normas 

independiza la antijuridicidad al precisar que la acción 

punible no vulnera propiamente la ley penal, pues ésta no sólo 

prevee la sanción, sino los mandatos y prohibiciones de 

ordenamientos jurídicos (las normas) que conceptualmente le 

preceden, de modo que toda la teoría del injusto puede 

aprehenderse por sí sola a partir del contenido de esas normas. 

Los inicios del concepto de culpabilidad se atribuyen a A Merkel, 

que pese a seguir la teoría tradicional de la imputación. fué el 

primero en reunir el dolo y la imprudencia bajo el concepto 

superior de determinación de la voluntad contrnria al deber. 

Berner fué quien citó en la base de la estructura del delito el 

concepto de acción. Fue Beling quien oportn el último elemento o 

la teoría del delito al definir el tipo conjunto de 

elementos que permiten decidir. cuál es el delito de que se 

trata, haciendo del tipo punto de referencia de la 

antijuridicidad y de la culpabilidad, amén de constituir el 

soporte más importante de la función de garant[a de la ley penal. 

El concepto clásico del delito es desarrollado a fines 

del año pasado por Ernest Ven Bcling y por Van Lizt descubriendo 

éste que la esencia de la omisión no reside en una forma de 

comportamiento corporal, como lo entendía la teoría de lo 

conducta naturallsticamente comprendida, sino r~siJe en el 

terreno del espíritu. Se distinguió entre componentes objetivos y 

subjetivos del delito. La parte objetiva del hecho debía 

reflejarse en los elementos de tipicldnd y antijuridicidad en 

tanto la parte subjetiva correspondía al elemento de 

culpabilidad. Ritter en Austria y Hamer en Suiza mantuvieron 
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hasta hace poco esta posición sistemática. 

El tipo como descripción de la acción estaba 

desprovisto de valor lo cual no podia tener lugar hasta el 

momento de la antijuridicidad, y ello, desde una perspectiva 

objetiva. La relación entre tipicidad y antijuridicidad 

agotaba en ser la primera un indicio "de la presencia de una 

norma prohibitiva". Ejemplo: "La muerte de una persona, que al 

someter a prueba la antijuridicidad puede resultar justiticada 

corno acci6n de guerra de un soldado. 1
' 

El concepto de culpabilidad reunía la totalidad de 

procesos espirituales y psíquicos que en el hecho se desarrollan 

en el interior del autor. La imputabilidad se concibió -desde 

entonces- como presupuesto de la culpabil idnd; y el dolo y la 

imprudencia se entendieron como ''formas'' o especies de la 

culpabilidad. La conciencia de la antijuridicidad se reclamó como 

elemento de la culpabilidad la cual enfatizó Beling con la misma 

decisión que la rechazó Von Lizt. No se precisó el concepto de 

culpabilidad materialmente determinado quedando enumerada "bajo 

el rótulo de lo subjetivo (concepto psicol6gico de 

cul;-.:.bilidad)". 

El concepto clásico de delito fué un producto del 

pensamiento jurídico característico del positivismo científico 

(concepción limitada al Derecho Positivo y a su interpretación), 

y se obtuvo por ello una imágen fc~~~l rlP las características del 

compor"t.amientc hu~ano que debian contemplarse en la estructura 

del propio concepto del delito. 

Se distinguió entre la acción de forma naturalística, 

el tipo concebido objetivo-descriptivamcnte, la antijuridicidad 

delimitada objetivo-nor-mativamente y la culpabilidad entendida 

subjetivo-dcscriptivamente. 
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Este sistema jurídico penal clásico debía garantizar 

con todo ello, mediante el objetivismo y el f'ormalismo de los 

presupuestos de la pena, un máximo de seguridad jurídica y, por 

la otra parte, un máximo de eficacia en la vía de su sistema 

sancionatorio orientado hacia el delincuente. 

Son autores que conforman el concepto neoclásico del 

delito, citados por Jeschek, Frank-Festgabe, E. Wol!", Schwinge, 

Welzel, Baratta, Mittasch (quien seducía el Derecho Penal a la 

"idea del Estado" como supremo valor}, Radbruch {quien defendía 

en contraposición una teoría de los valores aunque relativista), 

Mayer, Mezger, Fischcr, Hegler, Graf' Zu Dohna, Kern, Saner; 

Bettiol y Oelitala en Italia, Rodríguez Devesa en EspaRa así como 

Jiménez de Asúa, si bien, los que antes acogieron el concepto 

neoclásico del delito se: han pasado últimanente, cita nuestro 

autor, a la estructura f'inalista. 

El concepto neoclásico del delito, no abandona los 

principios precedentes aún cuando procede profundamente 

reformarlos. En lugar de la coherencia formal limitada al Derecho 

Positivo, se busca construir el concepto del delito a partir de 

los fines perse¿;;uidos por el Derecho Penal y de las perspectivos 

valorutivas que le sirven de base (teoría teleológicu del 

delito). 

Esta etapa está determinada por el neokantismo emanado 

de Stammler. Rickert y Lask quienes junto al método científico 

-naturalismo del observar y dcs::ribir- <.:vlocan una rne'túdología 

propia de las ciencias del espirito caracterizadus por el 

comprender y el valorar. 

La reforma comienza con el concepto de la acción que 

entendido naturnlísticamente, era el que en menor mcdidn se 

avenía con un sistema referido a valores. La insuficiencia de la 
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acción se mostró como ejemplo en el delito de injurias en el que 

es determinante la intención sin que importe el fenómeno rísico y 

psicológico implicados. En los delitos de omisión la inactividad 

mediante la suposición de una voluntaria contención de los 

nervios motores, había de fracasar, la culpa inconsciente 

quedando atrás el pensamiento de Bcling. Por ello, se debilitó el 

conceptp de acción mediante el recurso al ~oncepto de 

comportamiento, que se estudió como actuación de la voluntad 

humana en el mundo exterior. La acción pasó a así 

comportamiento voluntario, realización de la voluntad, 

comportamiento espontáneo o comportamiento sencillamente humano 

(concepto causal de acción). La acción, se llegó a pensar, 

''fenómeno social su sentido de actuación en la realidad 

social". 

Se creyó, por otra parte, iniciar la estructura del 

delito por la tipicidad. 

Lo. concepción puro.mente dispositiva y libre de valor 

del tipo, resultó ~rectada por el descubrimiento de los elementos 

normativos, que requieren la atribución de un contenido de valor 

pnrn alcanzar un sentido suceptible de aplicación (por ejemplo: 

acto ultrajan~e, documento, móviles bajos, ejecución forzosa 

inminente)". 

En .::u;J.r.tc lA ~ntijuridicidad que sólo se había 

contemplado corno oposición formal a una norma jurídica, se dedujo 

ahora de 13 finalidad de los preceptos penales, que era preciso 

concebir el inj\tsto de forma material como ''dafiosidad social''. El 

punto de vista material abrió la posibilidad de graduar el 

injusto según la gravedad de la lesión de intereses: El hecho no 

podía ser antijurídico al faltar Lada lesión de intcrcsc5. Merced 

a esta teoría de los int.ereses lograron desarrollarse nuevas 

causas de justificación más allá de los supuestos legalmente pre-
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vistos. Como por ejemplo el supuesto supra-legal del estado de 

necc~idad excluyéndose la responsabilidad penal, en los casos de 

salvar un bien ju~ídico de superior valor a costa de otro menos 

valioso, ante la inexistencia de otro remedio (comerse a otro 

semejante ante la falta de alimentación). 

Bajo este sistema de la concepción teleológica del 

delito, la teoría de 

debe 

la culpabilidad sufrió grandes 

modificaciones. Se Frank, sostiene Jeschek, el 

descubrimiento decisivo. Observó la culpabilidad en aquella 

formación de la voluntad contraria al deber, que puede 

reprocharse al autor. ''Un comportamiento puede imputarse 

alguien como culpable cuando puede reprochársele haberlo 

cf~ctuado'' (concepto normativo de culpabilidad). 

El concepto psicológico de culpabilidad no había 

rcsucl·~o varias cuestiones. Asi, pese a la presencia de un hecho 

doloso, el reproche de culpabilidad desaparece caso de 

i¡,cap:)cidad de culpabilidad, pues no puede exigirse al enfermo 

mental una formación de su voluntad ajustada a Derecho. 

rcse a ia prescnci!l de capacidad de culpabilidad y 

dolo, debe negarse el reproche de culpabilidad en el estado de 

r.ccesidad, puesto que el orden jurídico requiere un 

co~portarnie11to heroico cuando la vida se halla en peligro actual 

no cor.jurable d~ otro modo. En la imprudencia, el reproche de 

culpabilidad no ~e dirige contra el concepto negativo de falta de 

representación d<.l r'Csultado, sino contra la falta de atención 

demostr"ada por el autor ,en el cumplimiento de un deber de 

cuidado. 

Los problemas soc!..alcz de la ~poca industrial y la 

posición de la ciencia en su confrontación con la ideología del 

Estado totalitario, en los años veinte en que apareci6 este 
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sistema, da lugar a las deficiencias que podrían observarse y al 

divorcio entre la dogmática y la política criminal. En efecto, el 

concepto de acción se había relajado en contenido y precisada una 

nueva concepción. El dolo como forma de culpabilidad se hizo 

insostenible tras el descubrimiento de los elementos subjetivos 

del injusto y el triunfo del concepto normativo de culpabilidad. 

Precisaba un tratamiento conveniente del error sobre la 

antijuridicidad una vez que Frank había deducido el contenido de 

culpabilidad propio del error de prohibición vencible del 

concepto normativo de culpabilidad. Finalmente, junto a la parte 

del hecho imprudente correspondiente la culpabilidad, debía 

determinarse también con independencia su específico contenido 

del injusto. 

Estas modificaciones fueron solucionadas en la sistemá­

tica del finalismo. 

El concepto del delito del f'inalismo debe a Welzel la 

base de sus razonamientos, por éste erigir el ser- real de la 

acción humana en concepto central de la teoría de delito. Sin 

embargo, partiendo el sistema onterior- de la teoría del injusto 

nJ hubo enfrentarniento con el finalismo a pesar de la distinta 

base de sustcr."tación de ar-:bas teorías y aún de que en cuanto al 

método, se abandonaba ''el pensamiento logicista y abstracto de la 

época precedente". "Los progresos dogmáticos decisivos pueden 

fundarse también de forma convincente en la doctrina tradicional, 

-sostiene Jeschek textualmente- con sólo llevar hasta el final 

con coherencia, las ideas sistemáticas por ella desar-rolladas.'' 

''El planteamiento del finalismo vino determinado por el 

paso de la tajante separación entre mundo real y Derecho, propia 

del neokantismo, a la realídad del ser social. Por eso se esforzó 

en elaborar las estructuras lógico objetivas previas toda 

regulación jurídica y en edificar el Derecho sobre la base de la 
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''naturaleza de las cosas''. Es así corno la teoría del finalismo de 

la acción se apoyó en observaciones de la moderna psicología 

sobre el comportamiento de los actos psíquicos. 

En el conocimiento de los valores, el finalismo acudi6 

a la nueva teoría: "el deber ser incondicionado, el sujeto 

responsable, el carácter ordenado del actuar ético-social y la 

concordancia de los órdenes etico-sociales" Se intentó así una 

verdadera fundarnentación ético-social del Derecho Penal que 

plasmó en la concepción personal de la antijuridicidad, en el 

postulado de la responsabilidad del hombre por la objetiva 

conexión de sus decisiones voluntarias y en el redescubrimiento 

del pensamienLo retribucionista como sentido de la pena. 

El concepto rinal de acción es la base de la estructura 

del delito. 

El actuar hur.iano es ejercicio de actividad final. Con 

lo ayuda de su conocimiento causal, el hombre es capaz de dominar 

dentro de ciertos límites el suceder y de conducir su actuar a la 

consecución de una meta con arreglo a un plan. La conducción 

final de la acción tiene lugar a través de la anticip3ción mental 

de la meta, la elección de los medios necesarios de ln acción y 

la realización de la acción en el mundo real. (Esta teoría de lu 

acción final tuvo como precursores a '9'eber, Wolf y Grnf Zu 

Dohna l. 

La finalidad de la acción típica se equiparó al dolo en 

el nuevo sistena del delito. De esta tesis deriv'5 que el dolo 

debe pertenecer al tipo de la misma forma que los demás elementos 

subjetivos del injusto, pues la misión del tipo es, precisamente, 

la caracterización de la acción en todos sus ele~entos del 

injusto esenciales para la punibilidad. 
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De lo anterior surgieron tres modificaciones 

fundamentales en la estructura del delito: 

1) .- La conciencia de la antijuridicidad se separó del 

dolo ( entendido este como pura realización de la voluntad) y se 

convirtió en factor central del concepto de la culpabilidad. 

2) .- Al separarse el dolo y la conciencia de la 

antijuridicidad h-ubo -quf.: distinguir los supuestos de error en 

Iorma distinta a como se hiz.o con antelación, es decir, sólo se 

hablaba de err-or de hecho y de Derecho. Para el :finalismo existe 

ahora el error de tipo que excluye el dolo; y por otra parte el 

error de prohibición que excluye la conciencia de la 

antijur'idicidad. (34) 

3) .- Sólo cabe participación en un hecho principal 

doloso, puesto que sin el dolo falta ya el tipo del hecho 

principal. 

Ln subjetivización de la antijuridicidad -sigue 

Jcschek-, que resultó d~l cambio de situación del dolo, condujo a 

L. r..vdific~ción del c1.,ncepto material del injusto. Los elementos 

subjetivos del tipo se reunieron bajo el concepto superior de 

"elementos pasionnles del injusto" se contrapusieron al 

"desv::tlor del resultado cor;io desvalor de la acción. La doble 

conside1,ación de la antijuridicidad bajo los dos aspectos de 

voluntad de la acción antijuridica y de cesi6n del objeto, puso 

de !"'?n' fi,:;.stn que el injusto no se agota en el daño social del 

hecho, r.ino que constituye una ejecución defectuo\:;a socialmente 

relevante del hor.ibre, un concepto donde se !Tlt':Zclan l.::i. ·:oluntn.c! 

criminal de la acci6n y el resultado del hecho. 

34.- Es de loor, p.."Olq¡p. Jiirenez de Asú<l a Frarro G...ti:mJn, q...r éste en s.i trilla1te t:nbrjo "La 

Subjctivic0::i en la llici b..d, "pn:cla':o la ~i.a Ce ro o::nftn:l.ir lo antijurídico y lo cu.J..p:lble" 
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La imprudencia, por otro lado, lorma parte del tipo del 

injusto a la vez que constituye un elemento de culpabilidad en 

cuanto o la reprochabilidad personal de la falta de cuidado. Así, 

los delitos dolosos y culposos imprudenciales no s61o son 

distintos en cuanto formas de culpabilidad, sino en el tipo d~ 

injusto. 

El concepto del delito del finalismo se completó con la 

nueva teoría de los delitos de omisión debida a Armin Ka.ui"mann 

que los concibe como te~cera forma general de aparición del hechc 

punible, junto a los delitos dolosos e imprudentes de comisión. 

El delito de omisión constituye una forma especial de 

hecho punible por no estar abarcado por el concepto final de la 

acci6n y ''cuya comprensi6n exige en todos sus aspectos la 

inversión de los principios sistemáticos desarrollados para el 

delito de comisión''. 

e:s s6lo un sector de la doctrina alemana del finalismo 

quien ha aceptado este sistema contándose entre ellos 11 Maurach 

Festschrift, y fuera de Alemania el concepto final de la acción 

ha sido rechazado en íorma mayoritario. Sin embargo Jeschck 

indica que ha de contarse con los principios sistemáticos que 

sirven de base al conc~pto de delito del finali5mo, ''pues 

resultan corrientes aún con independencia de la. teoría f"inal de 

la acci0n. Con esta disección apuntan casi todos los nuevos 

tratados y comentarios''• 

Dos nuevos aspectos de la estructura de la teoria del 

delito se encuentran en: a).- Schmidhtiuser con una sistemática 

teleológica de los elementos del hecho punible que par-te de la 

conexión hecho, pena, con un amplio ámbito de libertad mediante. 

la distinción de tipo literal y t.ipo de interpretación; y. b) .­

Roxin cuya sistemática consiste en que los elementos del delito 
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han de hacerse corresponder a las finalidades político-crimina­

les; según lo cual, el tipo responde al motivo de la certeza de 

la ley, en las causas de justificación se persigue la solución de 

conílictos según un !}Q~~.!:9- ilimitado de principios ordenadores 

materiales; y la culpabilidad viene acuñada desde el punto de 

vista político-criminal por la teoría de los fines de la pena. 

A la luz de la dogmlitica jurídico-penal y basados 

los elementos del cuadro de los caracteres del delito en sus 

aspectos positivo y negativo que proporciona Jiménez de Asúa(35), 

aún cuando sólo en relación al delito materia de nuestro trabajo, 

procedemos al desarrollo de los capítulos siguientes. 

lle aquí el cuadro de referencia: 

Aspecto Positivo Aspecto negativo 

a) Actividad (conducta o hecho) a) Falta de acción (ausencia de 

conducta). 

b) 7ipicidad b) Atipicidad (ausencia de t! 
po). 

;;'¡ Anti juridicidad e) Causas de justificación. 

d) Imputabilidad d) Causas de inimputabilidad. 

e) Culpabilidad e) Causas de inculpabilidad. 

f") Condicionalidad objetiva f) Falta de condición objetiva. 

h) Punibilidnd g) Excusas absolutorias. 

En función de la misma dogmática añadimos tal 

desarrollo heptatónico del delito los capítulos rela~ivos al 

iter-criminis del delito, ten.dientes sobre todo a resolver el 

problema de la tentativa, la participación y el concurso de 

delitos. 

35.- J!nénoz do kú>. Luis, Trat<xb do Derech:> Ptnü, T. III; p. :Ill. 



CAPITULO VI. 

LA CONDUCTA Y SU AUSENCIA 

a) Conducta.- La debida ordenación metodológica del 

delito que nos hemos propuesto estudiar, exige la definición de 

conducta. como primer elemento del delito. 

La conducta constituye el elemento objetivo del delito. 

por ~Át~riorizarge a través de un cambio en el mundo exterior. Es 

por ello que en el campo del Derecho Penal 

tArmino ''hecho'' con el delito misma. 

identifica el 

Francisco Pav6~ Vasconcclos, destaca la diferencia 

esencial "entre 'hecho' considerado como delito y el propio 
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hecho como elemento objetivo del delito''.(36) Antolisei al 

expresar que el delito es un hecho realizable en el mundo 

exterior. afirma que "en el delito, por consiguiente, existe 

indefectiblemente un elemento material o físico (objetivo), sin 

el cual, por lo menos en la fase actual de la evolución del 

Derecho, aquél no es concebible". (37) 

Sin embargo, distinguido el hecho genéricamente enten­

dido como delito y hecho específicamente determinado como ele­

mento de delito; procede señalar que la doctrina no es acorde te~ 

minológicamcnte al denominar al hecho como elemento objetivo con­

substancial al delito. Pavón Vasconcelos a quien seguimos en el 

tema que nos ocupa, enseña que la palabra acción, "término gené­

rico comprensivo de la acción en sentido estricto y de la omi­

sión; es usada t:ntre otros, por Cuello Calón, Antolisci y Maggio-

re". ( 38) Consultan do directamente uno de dichos autores, 

manifiesta: '' la expresión acción en amplio sentido comprende: a) 

ln conducta activa, el hacer positivo, la acción 

sentido; b) la conducta pasiva, la omisióntt,(39) 

estricto 

El propio Pavón Vasconcelos, indica que la denominación 

"h~cho" tiene preferencia P.n el léxico de León Cavallo, Julio 

Klein y Franco Guzrr.án. Jir,1énez de Asúa prefiere la expresión 

"acto", por considerar que el térrr:.ino "hecho" resulta "demasiado 

genérico''.(JO) Es conveniente desde ahora precisar que Jiménez de 

Asún define al "acto" como "la manifestación de voluntad que 

mediante acción produce un car.ibio en el r.iundo uxterior, o que por 

:1C hac'="r lo que se espe!"'a, deja sin modificar 

36.- Pa..00 Vascco...-elro F:r:r'lCisco, M:n.nl 00 D::?.rectu Peial Mexicano; p.1::6. 

~.- A.'1-r.olisei Frm:isco, ta Accién y el Res.ilta:b en el Delito; p. 9. 

39.- Pavt5tl Vaso:ncelcs Frarcisco, De.rOOx:i Pir&'.l.l fr'o:icz-r;i; W• 182 a 104. 

33.- OJello Calén ~o, ~ Peul, Parte Gmeral I; p. 345. 
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ese mundo externo, cuya mutaci6n se aguarda''.(41) El propio autor 

al señalar los elementos del acto indica que son tres: "a) 

manifestación de voluntad ; b) resultado; y e) nexo causal entre 

aquella y este''. 

Continua enseñando Pnvón Vasconcelos, que el término 

conducta es adoptado por Castellanos Tena y Jiménez Huerta, 

afirmando este último su preferencia "no solamente por ser un 

término más adecuado para recoger en su contenido conceptual les 

diversas formas en que el hombre se pone en relación con el mundo 

exterior sino por reflejar también el sentido finalista, que es 

forzoso captar en la acción inercia del hombre para poder 

afirmar que integran un compor~amiento dado'•.(A2) 

Pavón Vasconcclos, citando a Porte Petit, indica que 

este prefiere hablar de conducta o hecho afirmando que ''no es la 

conducta unicamcnte como ~uchos expresan, sino también el hecho, 

elemento objetivo del delito, según la descr"ipción del tipo, 

originándose 10!=. delitos de ncra conducta y los de resultado 

material. Nndie puede negar que el delito lo constituye una 

conducta un hecho humano". Termina Pavón Vasconcelos 

considerando acertada la o~inión de Porte Petit cuando hace valer 

que los términos adecuados son conducta hecho según la 

hipótesis que se presente, pues ''se hablari de conducta cuando el 

:!~~ n0 requiere sino de u~a mera actividad del sujeto y de hecho 

cuando el propio tipo exija 110 sólo una conducta, s!no ~d~~fis, un 

resul"t.ado de carácter .... ate:-!..:.l que sea consecuencia de 

aquella".(43) 

.u.- Ji.rl'énez re AsÜa, lro.t.:::::b ~ °"'.!'C'Cto Paial, III; W· 3'.31. a 334. 

42:.- Jisrá1ez U .. at::J., ~ dd Delito, n!lliun cr-it:al sine caxU:t:a; W• 7 y ss. referid:> pro 

Pa-.ót Vaso:::n:e.lcs, Cp. Cit., p. cit. 

43.- Porte P.,tit C., Ap.ntes de la Parte General de llet'ed>:> Penal; p.1"3. 
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En base a lo anterior, al de:finir la conducta como 

elemento del hecho genéricamente entendido, advertimos que la 

conducta consiste en un comportamiento traducido exteriormente 

una actividad o inactividad voluntaria. En síntesis acción 

omisión. Actividad movimiento corporal; inactividad 

abstención, y ambas voluntarias por llevar inmerso en la actua­

ción corporal el factor psíquico de la conducta que se identirica 

con la voluntad de ejecute.• la acción o de no realizar la acción 

esperada. 

Por ello, son formas de conducta la acción y la 

omisión, subdividida esta última en omisión simple por violación 

de ut1a norma preceptiva y onisión i~p~opia o comisión por omisión 

cuando con violación de una norma preceptiva existe además la 

violación a una norma prohibitiva, como puede serlo la o~isión de 

un deber de cuidado que la Ley impone infringiendo además un 

precepto reglamen~ario. en el supuesto de un delito imprudencia! 

con ~otivo del tr5noito de vehículos, que impone la obligación de 

guiar con cuidado in'fringiendo el artículo relativo a respetar 

las señnles de circulnción. 

Por lo tanto y t.eniendo al hecho como género en los 

delitos que con relación al tipo requieren un resultado mate!"'ial 

puede definirse como acción u omisión que mediante un nexo de 

causalidad da lugar a un resultado; sin que esta definición 

comprenda a la conducta como género cuando por sí misma inte~ra 

el elemento del delito o nexo cuusal. 

Todos los seres vivos racionales del mundo circundante 

hállanse-indica Ji;:i,énez Huerta- comprendidos en el concepto de 

sujeto activo que hacen ref'erencia los tipos penales. La 

prc::iisa antcr!.or sufre copero ur.a der-ogación cuando c:l ti~o 

exige, de rnaner-a especial 1 una deterrr.inada cual ídad o condición 

en el sujeto activo. Restríngese en estos casos la posibilidad de 
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ser sujeto activo del tipo al círculo de personas en quienes con­

curre la mencionada condición o circunstancia personal, hasta el 

extremo de que la persona desposeída de tal cualidad, no puede 

ser sujeto activo primario (autor de delito). Surgen así, -añade 

Jiménez Huerta- los llamados delitos propios o especiales, cono­

cidos también con el nombre de delitos particulares o exclusivos, 

que sólo pueden ser cometidos por determinada categoría de per­

sonas, en contraposición a los delitos comunes, los cuales pueden 

ser realizados por cualquiera.(44) 

Otras personas diversas a las investidas de la especial 

cualidad subjetiva, no pueden ser sino sólo partícipes en los 

términos del artículo 13 del Código Penal en el delito materia de 

este trabajo. 

El artículo 19 de la Ley Reglamentaria del Servicio Pú­

blico de Banca y Crédito, encarga la administración de las Socie­

dades Nacionales de Crédito al Consejo Directivo y a un Director 

General. El articulo 20 precisa que el Consejo dirigirá la so­

ciedad con base en las políticas, lineamientos y prioridades que 

conforme a la Ley, establezca el Ejecutivo Federal por conducto 

d~ 1a Secretaría de Hacienda y Crédito Público e instruirá al Di­

rector General para la ejecución y realización de los misr:tos. El 

artículo 21 precisa entre nueve y quince el mínimo de consejeros 

propietarios y sus representantes suplentes, y tienen entre 

otras, la indelegable facul"Cad de nombrar y remover, a propuesta 

del Director General, a los servidores públicos de la institución 

que ocupen cargos :l..as dos jer<'!rquíAs administrativas 

inferio:-cs a la de aquél. Toca a los comisarios el desempeño de 

órgano de vigilancia. que por lo menos se integrará por dos de 

ellos (articulo 26 de la Ley en Cita), quienes dado su carácter, 

como la comisión consultiva con facultades de asesoría, deben ser 
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excluidos en la comisión del delito a comento. 

Por lo demás, toca los funcionarios realizar las 

funciones inherentes a las instituciones de crédito, con los 

empleados integrando los primeros, adernás de los citados, a los 

D•irectores auxiliares, Gerentes, Sub Gerentes, y otros que con su 

firma pueden obligar a la institución. 

Uo existen sin embargo, distingos en la Ley entre 

funcionarios y empleados en tanto sujetos activos del delito que 

se analiza. 

El artículo 91 de la Ley Reglarnentari.a del Servicio 

Público de Banca 'j Crédito, materia de este trabajo, precisa del 

autor del delito la calidad de servidor público de la instituci6n 

de crédito ofendida, categoría esta que pueden tener los 

funcionarios o empleados bancarios; sin que como se reiterará 

posteriormente, puedan excluirse en la participnci6n. a las demás 

personas, que bien pueden ser cómplices o encubridores, además de 

quienes con conducta desplieguen acciones omisiones 

trascendentes en orden a la comisión del delito. 

De esta suerte, pudiéndose cometer- el ilícito por una 

sola persona, tiene el carácter de monosubjctivo. sin que ello 

excluya la participación. Es de recordarse que hay delitos de 

necesaria coautor!a, coi:-.c e:!. adllltcrio o el incesto, recibiendo 

éstos el carácter de plurisubjctivos. 

En órdcn a la clasificación, por otra parte, de delitos 

que requieren una sucesión de actos paro. su integración y que la 

doctrina denomina plurisubsi.stentes, es de anotarse que nosotros 

por considerar que en la mayoría de los casos puede cometerse 

elilícito con un sólo acto, clasifica~os el delito a comento como 

unisubsistente y no como plurisubsister.te, pero sin desconocer 
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que puede darse también la comisión del delito en varios actos. 

En órden a la duración del ilícito y sin perder de vis­

ta que los delitos por ello se clasifican en instantáneos, con­

tinuados, permanentes o instantáneos con efectos permanentes, 

consideramos que a esta últi~a cl~se pertenecen los ilícitos ban­

carios porque su consumación y agotamiento se realizan súbita­

mente, más sus consecuencias subsisten, siendo de destacarse que 

encontramos un delito continuado en la hipótesis a que se contrae 

en la ley en ci~a. el inciso d) de la fracción 11 del artículo 91 

pues de su lectura se advierte que en este delito necesariamente 

habrán de concurrir var1ns acciones para integrarlo, con unidad 

de propósito delictivo (artículo 7° lracción III del C6digo 

Penal). 

Ninguna hipótesis de delito instantáneo se contempla en 

los delitos a estudio que precise consumaci6n y agotamiento ''ipso 

!'acto", como el homicidio. Tampoco se advierte por su duración 

ningún delito permanente. ya que cate tipo de delitos se dis­

tingue por su consumación en rorma prolongada, de modo tal que el 

estado 3ntijur!dico puede ser interrumpido por el sujeto activo, 

e~~~- ~l ilícito de despojo. 

La iracción I del a:-tículo 91 de la Ley Reglamentaria 

del S€rvicio Público de Banca y Crédito que precisa relacionar 

con el articulo 78 de la propia ley, tipiíica como conducta la 

omisión de registro de lau operaciones eI'ec.t.uad.::ir; de la institu­

cidn ~p ~uc ~e Lrate. La misma frncción al~ernativamente tipifica 

como 1licita conducta, proc~dcr a realizar maniobras que alteren 

los registros, ocultándose con ello la verdadera naturaleza de 

las operaciones realizadas. 

Dicha omisión o acción c;:uc para tipificar el ilícito 

~~ndria que desplegar el agente, requiere como resultado de la 
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conducta la afectación de la composición de activos, pasivos, 

cuentas contingentes o resultados. 

Dicho de otra manera, la conducta criminosa la 

fracción a comento se integra de la sigui.ente manera: mediüntc 

una omisión consistente en la transgresión al artículo 78 de la 

ley en mención, que previene a los servidores públicos de las 

instituciones de crédito, la obl~góción en la contabilidad de la 

institución de registrar todo acto o contrato que signifique 

variación en el activo o pasivo de la institución de crédito de 

que se trate o que irnplique una obligación directa que surja del 

cumplimiento a los convenios o contratos por el banco celebrados, 

o que implique una obligación contingente que surge precisamente 

de la Ialta de cumplimiento de esos actos jurídicos. 

En síntesis. la conducta hecho que sanciona el 

artículo 91, resulta en cuanto a la fracción I por omisión de 

registro de contabilidad de ~aniobrns que den lugar la 

alt~ración d~ registro de con~ao1l1dad por ocullarse la vcrdadcr3 

natu~aleza de las operaciones realizadas. En tanto que la 

fracción Il sanciona la falta de fidelidad del Ser\•idor P\iblico 

Ba~cario por operaciones ruinosas a la institución de crédito en 

~unci6n de la falsificaci6n, alteraci6n, si~ulación 

operaciones de intención dolosa desplegadas por el activo. 

otra!i 

El ilíci~o a co~ento precisa conductas que constituyen 

la causa eficiente del hecho, como son; falsificar {falsear, 

adulterar, o contrahacer), o alterar. (cambiar la esencia o forna 

de una cosa), si~ular, (representar una cosa fingiendo u imitando 

lo que no es), o a sabiendas realizar operaciones, todo ello 

cor:iprendicndo en general alteraciones de carácte:- mate!"'iai por 

cualquier procedi~iento (como raspar o ~or~ar una p~l~bra ~ cifra 

o intercalar cláusulas falsas o simplemente palabras, letras o 

guarismos}; todc ello que de lugar al queb~anto del patrimonio de 
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la institución en la que los autores especiales o servidores 

públicos de las instituciones de crédito prestan sus servicios. 

La fracción I presenta una diferencia esencial en la 

conducta típica con la segunda lracción del artículo 91 de la Ley 

Reglament~ria del Servicio Público de Banca y Crédito que 

analizn. En la fracción I la mera conducta activa y omisiva da 

lugar a la afectación de la institución. Ello es constitutivo de 

delito instantáneo y formal por ser de mera conducta, 

desterrándose así toda tentativa en la consumación del delito. Se 

trata de un delito de peligro presunto ref'lcjado simplemente en 

el estado mentiroso que presenta la contabilidad de la 

institución. 

En cambio la fracción II que se resuelve en las citadas 

conductas de ialsificación, alteración, simulación o cualesquier 

ot1·0 tipo de operaciones consabidas por el agente, han de dar 

lugar al quebranto patrimonial de la institución en la que el 

activo rrcstc sus servicios. Trátase en este caso de un delito de 

resultado "".latcrinl, en el que el bien jurídico protegido, o sea 

el patrir.on.:.o d.c la institución bancaria, habrá de ser 

r:.!..·n0s.:::abac!o. t.a conducta o hecho del ilícito traduce por 

de~if!nio legislativo en el despliegue de las actividades 

alternativamente scñalad:ts, y nexo causal relativo tendiente al 

quebranto patrimonial de 13 institución ofendida. 

Es nenester entonces, precisar lo que debamos entender 

por- r-ntril'l:Jnio, dado el interés jurídico prot.egi.ao en la figur&. 

qut: <.lnal i.!.amos. 

Para lo$ civilistas el patrimonio es una universalidad 

de derecho. Todos los derechos pecuniarios de la persona 

t;>ncuient:-an contenidos en ella, por eso es que tambiCn entienden 

por patrimonio un atributo de la personalidad, como lo son el 
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nombre, el domicilio o el estado civil o político. 

En la doctrina clisica, ya Planiol decía que ''el 

patrimonio es el conjunto de derechos y obligacicnes de una 

persona apreciables en dinero, considerados formando una 

universalidad de derecho"(45). Esto quiere decir, que el 

patrimonio constituye una entidad abstracta, distinta de los 

bienes y las obligaciones que lo integran. Estos pueden caobiar, 

disminuir, desaparecer enteramente, pero no el patrimonio, mismo 

que perma~~ce durante toda la vida de la persona. 

En Derecho Penal no es posible concebir al patrimonio 

como universalidad. En el terreno privatístico el patrimonio se 

considera como todo. Acertadamente Raúl F. Cárdenas reflexiona 

que ''los actos de ofensa a sus partes, no constituyen propinocntc 

un ataque al r.'list:io, ya que pueden salir de este (patrimonio} 

bienes y derecho~, sin que ello afecte al patrimonio propiaocnte 

dicho, considerado como un todo y ligado a una persona humnnn y 

jurídica".(46) 

"El patrimonio para los efectos del Derecho Penal no 

puede nutrirse en su integridad, de los conceptos del privado; 

sigue diciendo tal autor -(el interés jurídico que se protege no 

es la unidad orgánica, la universalidad, la a.fectación, sino los 

derechos, las cosas individualmente consideradas, agredidas por 

las distintas conductas que se describen en la ley y que lesionan 

uno o varios de los bienes o derechos individuales que forman el 

activo del patrimonio)-''.(47) 

El Derecho Pe~al, tutela i~te~e~es :~g~l~ente prwtegi-

45.- Planiol y~. rere::tD Civil Fnn:és, T. III, Las Bienes; p. 23. 

"6.- c:inlerBs laiJ. F., Dere:h:> P<.Bl ~are del &i:o; p. 14 

~.-Ibi00'1;p. l8. 
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dos. 

No sin razón define en Derecho Penal Alfredo D'Marsico 

por patrimonio "el complejo de las cosas que interesan a 

sujeto de derecho para la actuación de sus necesidades 

económicamente valuables, o de loe bienes pertenecientes a un 

sujeto, comprendidos entre ellos, los derechos de contenido 

económlco''.(48) Definición esta que no sólo comprende los bienes 

que podríamos encontrar tutelados como delitos en el Código 

Penal, sino aquellos otros que recoge el Derecho especial en la 

Ley de Derechos de Autor, en la Ley de Propiedad Industrial, en 

el Código Fiscal de la Federación, o en la Ley Reglamantaria del 

Servicio Público de Banc:l y Crédito, comprendiéndose inclusive, 

bienes de valor afectivo. 

De la misma fracción 11 de la ley bancaria en cita, se 

desprenden otras operaciones que ejercicio abusivo de sus 

~unciones descritas en deberes en los manuales de organizo.ci6n y 

procedimientos de los Bancos, sirven de guía al debido desempeño 

de lvs ::ervidores públicos de lo.s instituciones de crédito. Así 

por ejemplo, se establecen diversas obligaciones a los Gerentes 

dC" los bancos, en tratándose de divisas. (49) 

Sin embargo, la propia fracción 11 en sus incisos a), 

b), e), d) y e), configura conductas hechos típicos 

~qt1ip~rahles ~l quebranto patrimonial de la institución bancaria, 

~ed~ante falsificaciones, alteraciones o simulaciones u otras 

operaciones del activo a sabiendas de que estas producirán dicho 

quebra~to pntrimonial y para tal efecto de equiparaci6n ahora ya 

en forma casuística señala. que: 

-18.- O•rrarsioo Alft'-.."'\.b, Dclitti c::cr.tra el PJ,Tim:nio. Casa Editru:e taU. FJ..:gan JCMrJe ltp:>li 

195:>, scgítl citl cb ~ F. Pail, cp. Cit., p. é!>. 

"9.- Vfuse: M1n.Jal de C\>=lCifu y Procedimienb:S OOstrnte on cxb B<nx>. 
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Los servidores públicos de Instituciones de Crédi- to, 

que en quebranto patrimonial de estas, a).- otorguen préstamos o 

:financiamientos a sociedades constituidas, a sabiendas que las 

mismas no han intee.rado el capital que registr-en las actas 

constitutivas correspondientes. 

Desde luego~ hay que entender que se trata de capital 

pagado :¡ no sólo suscrito de la sociedad de que se trate, pues 

por d~signio legislativo se trata de la objetivación que como 

garantía de solvencia ha de re:flejar la sociedad en su capital 
1'integrado'' y que aparezca registrado en las actas conGtitutivas 

correspondientes. El ilí~ito a comento, preciso en el hecho de la 

conducta la concesión de un préstamo a semejante sociedad sín 

capital inegrado o pagado, surgiendo en consecuencia el 

consiguiente queb:-an-to patrimonial par-a ln institución de 

crédito. 

En efecto, los pri;!stam.os o financiamientos que otornan 

las instituciones de crédito, pueden dnrse bajo la forma de 

simples contratos de apet"tura de crédito, mediante la cuill el 

acreditant.c se obliga e. poner una suma de dinero a dispoGición 

del acreditado o a contraer por cuenta de é~te Un'l obligación 

para que el mismo hnga uso del crédito concedido en la forma y en 

les t~rminos y condicione~ convenidos, quedando obligndo ~l 

acreditado 3 restituir ui 3C~~rjitante las sumas de que dispon~a o 

cubrirle oportun~~ente el importe de las ct!!~~ción que 

contrajo, y en todo caso, a pagarle los int~r'?Res, prestac:i~ncs, 

gastos y comisiones que se estipulen.{SOj 

~~ de comentarse que el contrato que permite la 

instrude~!ación de la mayoría de los créditos bancario~ es el de 

la npertura de crédito con motivo de un crédito hipotecarlo, del 
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descuento de un tí tul o de eré di to. de un eré di to documentarlo o 

del simple préstamo para adquirir un bien mueble de consumo, 

comprendiéndose también otros préstamos de cualquier clase 

apoyo la produción, ya sea de artículos básicos, para la 

industria, de habilitación o avío, amén de los rcfaccionarios o 

préstar:ios agroindustiales para la pesca u otros, como también 

préstamos agentes de valores, obligaciones y acciones de 

circulación significativa o préstamos de apoyo a la vivienda, a 

través todo ello de créditos quirografarios (en los que no existe 

mis garantía que la firma del cliente a quien se exigirá además 

de excelente reputación, cualidades de solvencia moral y 

económica); de cr~ditos prendarios o pignoraticios o hipotecarios 

y de interés social; créditos por descuento de artículos de 

crédito y de créditos en libros u otros documentarios, amén de 

otros rrancarnente inominados a los que se añaden los que podrían 

calificarse d~ crfiditos especializados como aquéllos que se 

ctorgan para la exportación o a otras actividades del comercio. 

El inciso b) de la fracción II del artículo 91 de la 

Ley Reglancntaria del Servicio Público de Banca y Crédito 

comento, dc~cribu como conducta t!píca el otorgamiento de 

préstamos a personas físicas o ~orales cuyo estado de insolvencia 

sea conocido por los servidores públicos de las instituciones de 

crédito, si para estos resulta previsible al realizar la 

operación, que carecen de capacidad económica para pagar 

re!>pondcr por el importe de las sumas acreditadas, produciendo 

quebranto patrimonial a la institución. 

Con los datos hasta aquí anotados, sería ocioso insis­

tir en el mutuo bancario que otorgado a insolventes. refleja ya 

no sólo una inseguridad de recuperación patrimonial desde el 

principio para la ofendida, sino auténticamente un quebranto 

patrimonial para la institución, dada la falta de garantía 

reapectiva por carecer los deudores de capacidad económica para 
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pagar o responder por el inporte del crédito. 

El inciso c1, configura como conducta hecho la 

renovación de créditos vencidos parcial totalmente las 

personas f isicas o morales que se refiere el inciso b) 

anterior, siendo así que el elemento objetivo de esta hipótesis 

da lugar al mismo resultado dañoso traducido en quebranto 

patrimonial a la institución por la conducta ilícita de los 

activos a despliegue, siendo sólo de agregarse que en la especie, 

específicamente se tipifica la novación de un contrato ruinoso 

para la institución. 

No debe perderse de vista que hay novación de contrato 

cuando las partes en él intcrc::;adas lo alteran substancialmente, 

substituyer.do una obligación nueva a la antígua.(51) 

Otra forma de conducta realizada por los servidores que 

contraviene funciones que pueden resultar en quebranto patri­

monial de la institución de crédito, se encuentra casulsticamente 

sentada en el inciso d) de la fracción II del articulo 91 de la 

Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, y 

consiste en que para liberar un deudor, se otorguen créditos a 

una o varias personas físicas o morales que se encuentren en 

estado de insolvencia, substituyendo en los registros de la 

institución respectiva, unos activos por otros. 

i..a conC.uctn típi.ca de este apartado, exige precic;ar 

conceptos en relación a la novación que se clasifica en objcLi~a 

y subjetiva. No es caso de subrogación, pues el efect'J del pago 

subrogatorio es desinteresar al acreedor original y substituirlo 

por un tercero y tampoco se trata de una asunción o cesión de 

deuda porque en esta ''el transmisionario asume ante el acreedor 

51.- Articuloo 2213,221A y 2220 re! 05dJgo Civil para el Dislrlto Federal. 
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las mismas obligaciones que tenía el cedente, pues la asunción 

introduce en relación obligacional, exclusivamente un cambio en 

la persona del deudor pero sin alterar las obligaciones de 

este".(52) 

''Cuando entre la primera y segunda obligación difieren 

los sujetos, surge la novación objetiva si entre la primera y la 

segunda obligación difiere el objeto del convenio. También se 

habla de novación objetiva si entre la primera y segunda 

obligación dif'iere la relación jurídica. Se habla de novación 

subjetiva cuando entre la primera y segunda obligución dilicren 

los sujetos; en este caso cuando existe cambio de acreedor, el 

nuevo acreedor y el acreedor original l1abr6n de ponerse de 

acuerdo con el consentimiento del deudor. pues cuando este existe 

no habrá novación sino cesión de derechos. Son elementos de la 

novación subjetiva por cambio de acreedor: la substituci6n de un 

acreedor por otro. el consentir.liento del deudor y la forma que 

debe ser solemne por cuanto debe hacerse en forma expresa 

indic5ridosc en el convenio respectivo, que se celebra un convenio 

nov;)torio u otras palabras equivalentes. pero si no !;C hace nsí, 

no h~y novación; esta no existe''.(53) 

La novación subjetiva existe también por cambio de 

deudor, lo cual conlleva bien a ln delegación novatoria que en 

rozón del consentimiento puede ser perf"ecta o imperfecta y en 

!unción u~1 cfcct..:. C.:: la obl!g:icif.n novAda en razón del sujeto 

puede dar lugar a la expronisión o a la adpromisión 7 dependiendo 

ello de la subsistencia del cumplimiento por parte del primer 

obligado. 

52.- Q.itiér:"CZ y Gcru.ilez F.mesto, ~de las Cb~imcs; p. 784. 

53.- lhick:; pp. 843 y ss. 
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Joaquin Escriche, al tratar la locuci6n ''delegaci6n de 

deudo", conceptúa ésta como "la substitución de un nuevo deudor 

en lugar del antiguo con consentimiento del acreedor; o bien un 

acto por el cual un deudor da a su acreedor otro deudor que se 

encarga de pagar la deuda. Si el segundo deudor toma sobre sí· la 

obligación del primero con intención expresa de descargar a este 

de ella, queda con efecto extinguida la obligación del primer 

deudor y s6lo subsiste la del segundo''.(54) {Lo que de acuerdo al· 

maestro Gutiérrez y González, constituye la "expromisión").(55}. 

De manera que aunque el segundo se hiciese insolvente, no podría 

e!. deudor pedir la deuda al primero. Pero si el segundo deudor 

dijese simplemente que se obligaba a pagar la deuda del primero, 

sin expresar ser su intención que este quedase libre, ambos 

qucdnrinn obligados; bien, que pagando cualquiera de ellos, se 

extinguiría para los dos la obligación (lo cual recibe el nombre 

de ''ndpro~isión'' como lo ensefia igualmente el maestro Guti6rrez y 

González (56)). 

Si la delegación se hiciese con condición y esta se 

cumpliese, quedará libre el primer deudor y obligado el segundo 

substituido; más no cumpliendose, continuará el primero obligado 

sin el segundo. 

El Código de Napoleón, expresa sobre el particular: ''Ce 

changement se norme novation. Par l'effet de contrat, 

l'anccienne obligo.tion cesse, et la nouvellc commcncE: 

immEdiatement''.(57) 

Por ~u pnrte el proyecto García Goycna expresa que ''hay 

54.- F.scridic Jcoq.iín, Diccicna:·io Raurn±> Ce ~ién y Juri.sp~ia, T. I; p. 533. 

55.- G.Itiérrez y G::n:álc::. Ernesto, c:ere:ro de las Cbl.4?;x:icn:s¡ ¡:p. 833 y ss. 

56.- Ibidern. 

Sl.- Qxle Civil des Fnin:::ais; Artículo 1271. 
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novación de contrato cuando las partes en el interesadas lo 

alteran. sujetándolo distintas condiciones plazos 

substituyendo una nueva deuda a la antígua, o persona distinta en 

el lugar de la que antes era deudor, o haciendo cualquier otra 

alteración substancial que demuestre claramente la intención de 

novar. Cuando la substitución de un :1uevo deudor se hace por el 

primitivo se llama delegación''.(58) 

El Codi,¡;o Civil de 1870 precisa que "hay novación de 

contrato, cuando las partes en El interesadas lo alteran substan­

cialmente sujetándolo a áistintas condiciones; substituyendo una 

deuda nueva a la antigua o haciendo cualquiera otra alteración 

que ~fccte lj esencia del con~rato, y que demuestre ln intención 

de cambiar por otra la obligación primitiva". (59) Por su parte, 

el Código Civil de 1884 indica que hay novación de contrato, 

cuando las partes en el interesadas lo alteran, sujetándolo a 

distintas condiciones o plazos; substituyendo una nueva deuda a 

la antigua o haciendo cualquier otra alteración substancial, que 

demuestre claramente la intención de variar la obligación 

pri;.iitiv:1".(6D) 

El inciso d) de la fracción II del articulo 91 de la 

Ley Reglamentaria del Servicio P~blico de Banca y Crédito, supone 

los siguientes ele~cntos: u) la linalidad del agente de liberar a 

un deudor, b) el otorganiento de créditos a personas :físicas o 

rnorn.les insolventes y e) la substitución en los registros de la 

instit.ución bancario. Je unos activos (créditos a favor de la so-

cicdad}. por otros. 

SB tr~ta entonces de una novación subjetiva, en la que 

~.- Arti~ lt'.'.05. 

ro.- Artío..tlo 1721. 
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el deudor primitivo queda liberado de adeudo (delegación-

expromisión), por asumir su calidad otras personas insolventes 

(lo que indudablemente se realiza en quebranto al patrimonio del 

Banco), con la consiguiente substitución de los registros de los 

activos en la contabilidad. 

¿Qué es -toca preguntar- un estado de insolvencia? Es 

aquel en el que existe ''incapacidad en que uno se halle de pagar 

una deuda".(61) Dicho de otra manera, existe insolvencia cuando 

el monto patrimoninl respectivo arroja mayor cantidad el 

pasivo que en el activo. Monto de activos o pasivos de una enti­

dad, persona física o jurídica, es la diferencia de activos y 

pasivos. Los primeros los derechos pecuniarios de 

persona; los segundos las obligaciones pecuniarias de la misma. 

la solvencia econó~ica consiste, entonces, en la disposición o 

tenencia de bienes y la capacidad de pago es la posibilidad de 

liquidar el préstamo a su vencimiento. Si el monto del patrimonio 

negativo, de prohibirse está prohibida cualesquiera 

autorización de préstamo por e~ta causa. 

El resultado de la conducta de indebida delegación de 

deudor a quien se libera por deudor insolvente, se traduce en 

poner en peligro el patrimonio de la institución de crédito. por 

!altar la fidelidad que se debe a la instituci6n bancaria por 

substituir en los registros de la nisrna unos uctivoo por otros. 

La especie típica previst~ en el inciso e) del articulo 

91 de la Ley Regla~entaria del Servicio Pfiblico de Banca 

Crédito, previe-ne como elemento objetivo del delito, la conducta 

pero con dolo directo ''a sabiendas'', permitir a un deudor de$viar 

el ir.iportc del préstamo en beneficio de terceros, reduciendo 

notoriamente su capncidad para pagar o responder por el importe 

fil.- Esc:richc J<XQ.lin1 Diccicnario fia.:.'.aa:i:l de Legisl..x.ién y Jurisp:u:3cnci.a, p. ee2. 
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del crédito y. como consecu¿ncia de ello, resulte un quebranto 

patrimonial a la institución. 

Tal hipótesis requiere del desvío de un préstamo. Es 

necesario entonces, distinguir entre préstamo de consumo (mutuo) 

y préstamo de uso {comodato}. Ya e 1 Código frances de 1804 

(Código Napoleón), definía: "Le prCt de consommation est un 

contrat par lcquel l'une des parties livre a l'autre une certeine 

quantité de choses qui se consomment par l'usage, a la charge par 

cette dernicre de lui en rendre autant de memc espf:ce et 

qualitC".(62) Por otra parte, el mismo Ordenamiento ex.presa: "Le 

prCt a usa e e au commodat ent un contrat par lequel l' une des 

parties livrc une chose a l'autre pour s'en servir, a la charge 

par le prencur de la rendre aprbs s 1 en 8tre servi''.(63} 

Cual traducción de dichos preceptos, nues't.ro Código 

Civil define el mutuo simple en el artículo 2384 

" ..• cont.rato por el cual el mutuante se obliga a transferir la 

propiedad de una suma de dinero o de otras cosas fungibles al 

mutu.:?tario, quien se obliga a devolver otro tanto de la misma 

especie y cnlidad". A su \'CZ, el articulo 2393 p:'escribe que "es 

p>.:r¡--.: Lido estipular interés por el mutuo, ya consista en dinero, 

ya en g¿neros''. Y el precepto siguiente distingue inter6s legal y 

convencional precisando el subsiguiente numeral 2395 que "el 

interés legal y convencional es del nueve por ciento •.• " 

E•~ ta.nt::, f"l <i:--!ículo 2-197 del C6digo en cita deline 

que ''el comod~to un contrato por el cual uno de los 

contrato.ntes se obliga a concede:- gratuitamente el uso de una 

cosa no fungible y el otro contrae la obligación de restituirla 

individualmente''. 

62.- Co::E Civil des Fr<n::ais; Articulo 1002. 

63.- Ibiór.l; Art:írulo 1875. 
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Cuando opera el préstamo con la Iinalidad de destinar-

las al comercio se cae el terreno del Derecho Mercantil. 

Presuntivamente operan las prescripciones de este Derecho en 

tratándose de préstamo entre comerciantes' {artículo 358 del 

Código de Comercio). Conforme al artículo 359 siguiente, e1 

préstamo mercantil puede consistir en dinero, títulos 

valores •.. Esto es, conforme al artículo 75 del Código de 

Comercio, que marca los criterios objetivos y subjetivos del 

Comercio, ea la finalidad o el objeto y las personas contratantes 

quienes se encargan de matizar la materia mercantil de la 

relación contratante. 

Como ya expresamos al comentar el crédito de las 

instituciones bancarias, es de trascendencia en ellas destacar 

para su operancia, el tipo de garantías, destino y transmisión de 

la propiedad del dinero. 

En síntesis. la conducta descrita en el articulo 91, 

fracción II, inciso e) de la ley bancario mención, precisa la 

objetivación del hecho por el despliegue de conducta del sujeto 

activo del delito de permitir, con dolo directo, a un deudor, 

desviar el impórte de un préstamo en beneficio de terceros, re­

duciendo con semejante desvío, su capacidad para pagar o sen­

cillamente responder por el importe del crédito, y corno conse­

cuencia de ello, resulte quebranto patrimonial a ln institución. 

No obsta, como se advierte del tipo que no se tI·aduzca 

tal quebranto en mcraoscabo real, pues adelantado que se trota de 

un tipo de consumación anticipada o de cartucho cortado, basta 

que se ponga en peligro el patrimonio bancario, ccn la cons<:i.bida 

conducta del tcrcero 1 para considerar que éste ha resultado 

quebrantado en los términos de la especie que se cor.1cnto. Es 

necesario precisar que por ello se trata de un ilícito especifico 

de mera conducta. 
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La iracción III del artículo 91 de la Ley Reglamentaria 

del Servicio Público de Banca y Crédito, tipifica como delito la 

conducta del servidor p6blico que ''a sabiendas'' presente a la Co­

misión Nacional Bancaria y de Seguros datos falsos sobre la sol­

vencia del deudor o sobre el valor de las garantías que protegen 

los créditos, imposibilitándola a adoptar las medidas necesarias 

para que se realicen los ajustes correspondientes en los regis­

tros de la institución respectiva. 

Ln conducta típica precisa en cuanto a culpabilidad se 

refiere, del dolo directo la documentación deslealmente 

presentada a la Comisión Nacional Bancaria y de Seguros, que como 

ya vimos, es en su calidad de organismo dcsconcentrado de la Se­

cretaria de Hacienda y Crédito Público, la encargada de vigilar e 

inspeccionar los servicios que presten y operaciones que realicen 

las inst.ltucioncs crediticias (artículos 97 y 99 fracción I 1 de 

la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito), 

misma Comisión Nacional Bancaria que en esas condiciones se ve 

obstaculizada para ordenar los ajustes de preservación crediticia 

adecuados. tendientes a asegurar el debido cumplimiento del pago 

del crédito en cuestión. 

En tales condiciones, se trata en la especie de un ilí­

cito de mera conducta en el que se sanciona la puesta en peligro 

del patrimonio bancario, no exige el hecho, en consecuencia, nexo 

causal alguno. 

En la ley a comento, el nexo causal resulta irrelevante 

~n l~s 1.ip6~eG1s que rcgi~:r~ el dcli:o a c~tudic en las fraccio­

nes 1, II, incisos e) y e) y 111, en los que se presenta la con­

sumación por r.icr-a conducta como ya se advirtió y en los qu~ en 

función del bien jurídico tutelado que lo es el patrimonio banca­

rio, existe un delito de peligro presunto merced a la conducta 
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desplegada. Reservamos tal criterio respecto del inciso d} de la 

tracción 11 del numeral 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio 

Público de Banca y Crédito, porque la mera conducta de alteración 

de activos con la consiguiente alteración contable, da lugar por 

sus consecuencias a un delito de peligro efectivo. 

Son ilícitos de resultado que requieren por su conducta 

de un nexo causal y un daño traducido en menoscabo al patrimonio 

bancario o quebranto patrimonial propiamente dicho, las hipótesis 

típicas legislativamente recogidas en la fracción 11, supuesto 

genérico del delito y en los incisos de dicha fracción al y b), 

de la citada ley bancaria. 

Son muchos los esfuerzos que la doctrina penal ha 

realizado para encontrar la mús ocertoda posición <ll tratar el 

nexo causal, resultando r-elevuntes las teorías de la causalidad 

ef'iciente o sine qua non¡ la teoría de la adecuación, la teorí.a 

de la causalidad en la omisión, la teoría de la última condición 

y la teoriil de la equivalencia de las condiciones que atribuye a 

cualesquiera de éstas la causación de un resultado que en la 

especie lo scri.::1 t;>l quebranto patrimonial de la instituci6n 

b;·nc;:'!.ria 1 merced a la c0nducta del activo en los casos de la 

fracción II primer p5..rr::i.fo P incisos a) y b) de la ley y articulo 

cita.{64) 

Sin embargo y sin tener fundadas razones para descartar 

la validez de las consideraciones que fundan ncertadisimas tesis 

sobre el nexo causal, hemos de elegir la de la equivalencia de 

lo.s condi.cionc!:i, por ser esta a la que reiteradamente ha 

inclinado la jurisprudencia de nuestro más Alto Tribun~l. 

&l.- O:nill.tese scbre el ¡:ertio.tl..ar entre otras roras 00 Francisco Pa-.(:n V~loo, ru 1"aull 

de Derech:> Penal fo\rocam ¡;p. lITT y ss. 
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b) Ausencia de conducta.- {hipótesis única; vis abso­

luta).- Ausencia de conducta es ausencia de voluntad, pues a me­

nos que medie fuerza física irresistible en los demás casas, hay 

~por lo menos un principio d.e querer consiente. Zaffarani al cla­

sif'icar las formas típicas pasiva y ornisiva ex.presa en singular 

criterio, el hecho de que "uno seleccione lo prohibido deseri­

bi~ndolo y el otro (en la omisión}, lo .haga por comparación con 

la descr-ipción de lo debido, no altera para nada la estructura 

óntico-ontológica de las conductas que prohíben: esto es 

consecuencia de que la acción sirve de base a todas lns formasque 

los tipos adoptan paro individualizar sus prohibiciones. 1'(65) 

El articulo 91 de la Ley Regla.mentar-ia del Servicio 

Público de Banca y Crédito, desaparece por' carecer de conducta~ 

pero sólo en la hipótesis de vis absoluta, s.ln que ~e ;i.nule ln 

conducta por las otras hipótesis de ausencin de voluntnd que .::n 

su generalidad registra la doctrina, COr.'IO son lo. fuerza mayor, 

los movimientos reflt:jos y los casos de sueño, hipriotism.o 

sonambulismo, por considerarse que no se presentnn estas cuusa~ 

Oe ausencia Oc conductn en el delito que estudiamos. 

Partiéndose de la base que el articulo 15 fro.ccibn r 
del Código Penal, excluye de r-e:;pon3abilidad por "incut'rir el 

agente en actividad o inactividad involuntarias" y tomando en 

cuenta que en la fuerza irresistible ''el sujeto física 

absolutar.ientc coacciona.do no es más que un instrumento en nanos 

del autor 1í.cdi.nt0, es poziblc en el delito a conento que un 

6.ervidor públieo banca:ric sea obll.gaav cr-. ".:'<"ll'ltravención <..:. todo 

manual de organi~aci6n y procedi~ientos de las i~c~ltuciones 

crediticias, a. suscr.!.b:.r documentos. o a alter-.:n· contab_lid..:i.d. o 

a proceder a autori~ar operaciones indebidas. merced a una fuerza 

física humana que por su int¿nsidad no le da luga~ ~ renistirsc, 
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desplegando tal conducta. 

No hay que olvidar sin embargo la exclusión del delito 

por ausencia de culpabilidad que se distingue de la ausencia de 

conducta. Al e:fecto Jiménez de Asúa indica, "hay que distinguir 

la vis bsoluta de la vis compulsiva, en que la calidad de acci6n 

perdura y con mayor razón en la vis r.ioral o amenaza grave, pues 

el que obra en virtud de ese temor de un mal, pudotambién 

decidirse por el propio sacrificio o el de los suyos amenazados, 

en vez de ceder 

punible".(66) 

la coacción moral y perpetrar el acto 

66.-J~ de AsÜJ. Ulis, 'ftnt:ado de Derech:> Perol, T. lll; p. 001 
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CAPITULO VII 

TIPO, TIPICIDAD Y CAUSAS 

DE ATIPICIDAD. 

a) Tipicidad.- Dice Celestino Porte Petit, que la 

la adecuación de la conducta al tipo; es otro de los 

elementod del delito que se resuelve en la fórmula ''nullum crimen 

sine tipicidad''• 

Este apotegma está contemplado desde el siglo pasado en 

nuestra Constitución liberal de 1857, en la que con5agrada como 

garant!a de seguridad jurídica, la estableció nuestra Constitu-
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ción General, bajo el principio "nullum crimen sine legc"; lo 

cual evita la arbitrariedad del poder en el injusto reproche por 

la comisisón de un hecho criminoso a un iñdividuo. 

En su famosa obra Esquema de Derecho Penal, Beling 

afirma que "la común práctica jurldico penal había extendido de 

tal modo el Poder Judicial., que el Juez podía casitgar toda 

ilicitud culpable. Toda acción antijuridica y culpable era ya por 

eso una acción punible. 

Contra esto dirigió sus ataques el liberalismo naciente 

del siglo XVIII, afirmando la inseguridad jurídica que tal 

sistema importaba: a falta de firme delimitación de las 

acciones que pudieran considerarse punibles, el Jue~ podía 

someter a una pena ~oda acción que le desagradara, pretendiendola 

antijuridica y podía imponer arbitrariamente una pena grave o 

leve parn toda acción estimada punible. 

Siguiendo este movimiento liberal la legislación 

posterior estrechó el concepto de acción antijuridica. Del común 

dominio de la ilicitud culpable, fueron recontados y extraidos 

determinados tipos delictivos {asesinato, hurto etc.). Para cada 

uno de tales tipos se previó una pena concreta y precisamente 

deterr.'linada para él; y así quedaron como no punibles ciertas 

formas de obrar antijuridicamente que no correspondían a ninguno 

de esos t1po::i ünL:.r.,cra.dos. A.sí logró espresión 

pens:ir.iiento: el de que sólo ciertos modos 

valioso 

de conducta 

antijurídica (los "tipicos) son suficientcment.~ r~l.::-..·antes pare 

la intervención de la retribución pública y que, además, deben 

todos ser colocados en una fi~me escala de valores. 

La protección jurídica del individuo, ref'orzóse pues, 

tomando el legislador mismo el monopolio de la facultad de 

construir los tipos y de imponerles la pena, con exclusión del 
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derecho consuetudinario y de la analogía.''(67) 

La posición de Beling en cuanto considera al tipo como 

razón esencial de la antijuridicidad y que siguen autores tan 

prestigiados como Sebastián Soler, Fontán Balestra, Jiménez de 

Asúa y Celestino Porte Petit, es, sin embargo contradicha por 

otros autores como Alexander Graf Zu Dohna, quien considera al 

tipo en función de la antijuridicidad, presentando así al tipo 

como elemento que particulariza formalmente la acción ilícita. 

Nos parece interesante destacar los siguientes párrafos 

extraídos de Zu Dohna, en relación a tal posición. 

Prirnordial~ente, todo delito es acción, pues únicamente 

una acción humana puede hoy tener por consecuencia una pena. No 

se puede llegar determinar el concepto del delito, sin 

referirse la caracterísitica ''acción''. Hasta qué punto la 

afirmación de que el delito es acción necesita ser rectif'icada. 

resultn~i de posteriores consideraciones. Desde el punto de vista 

de In ·.•al oración del objeto, se presentará, como segunda 

c~r3ctcr:~~:cn gen~r3l Cel d~lito, la antijuridicidad; como 

:crc~ra, la culpabilidad. Con ello llegamosal siguiente resultado 

sintético: Delito es acción antijuridlca y culpable. 

Esa f:-ase no es válida, sin emba:-go, a la inversa: no 

todo acción antijurídica y culpable es un delito. El legislador 

no vincula todas las acciones con esas características el 

resultado de una pena. El Estado hace uso de ese medio extremo de 

reacción, sólamente en los casos en que cree no poder prescindir 

de él. Todas las tentativas de f"ijnr un criterio conceptual que 

permita dife~cnciar lo injusto punible de lo no punible, se deben 

consideror cono fracasadas. El línite deberá ser fijado, única-



TIPICIDAD Y ATIPICIDAD 87 

mente, de acuerdo al objeto. La_s leyes penales determinan cuáles 

acciones antijurídicas y culpables son punibles. 

El hecho de que una acción sea subsumible en un tipo 

legal es, por tanto, una peculiaridad formal, que puede ser y ha 

sido elevada a una característica conceptual general. Nosotros 

hablamos desde entonces, de la adecuación típica de acciones 

punibles. En ese sentido, entonces, adecuación típica significa 

la peculiaridad de una acción, consistente en que presenta las 

características de un tipo particular de delito. Con ella hemos 

llegado a la última característica general del delito, al que 

podemos def"inir, finalmente, como acción adecuada a un tipo, 

antijurídico y culpable.(68) 

Mezger al entrar al estudio del tipo jurídico penal, lo 

relaciona orden a la antijuridicidad del hecho punible 

precisando que "es punible sólo el que actúa tipicamentc". Todo 

hecho punible es, por consiguiente, un injusto típico. Pero una 

acción típica es un injusto siempre que no exista ninguna causa 

de exclusión del injusto••. Sigue diciendo este autor: ''el 

concepto correspondiente ha sido desarrollado profundamente por 

Beling a los :fines del Derecho Penal, pero nosotros no podemos 

estar del todo de acuerdo con este autor''.(69) 

tians Heinrich Jescheck, confirma el pensamiento de 

Mezger en cuan~o u firma que ''la nntijuridicidad, como la 

culpabilidad, es un elemento general del delito. Sin embargo, las 

formas de comportamiento antijuridico que merecen ser castigadas 

se hayan contenidas en el Derecho Alemán por razones de seguridad 

jurídica, en especiales descripciones de delito fijadas en la 

€6.- Vease Graf ZU I.\:hna. Ale.x:ander, ta Estru::tura de la Teoría del delito; W• 14 y 15. 

OO.- Mezget- Eóruid, Dere::h:> P<n'.tl, Libro ele Estulio Parte Ga>eral; pp. 143 y 144. 



TIPICIDAD Y ATIPICIDAD 88 

Ley, que reciben el nombre de tipos. La antijuridicidad debe, por 

tanto. encontrar expresión en el tipo de la correspondiente clase 

de delito. La cuestión de cómo ello tiene lugar, afecta a la 

relación existente entre antijuridicidad y tipo. En la teoría del 

tipo que inauguró Beling, el sentido del tipo se agotaba en l.o. 

descripción de la imii.gen externa de una acción determinada. El 

ti.pe no expresaba nada acerca de la antijuridicidad, sino que no 

era más que el objeto de un juicio de valor jurídico, formulado 

mediante elementos conceptuales, que debía desprenderse en su 

totalidad de las normas jurídicas. No se abandonó el punto de 

vista formal de Beling hasta la teoría telcológica del tipo 

(Hegl.er. Sauer y Mezgcr), que dejó ver en las dcscripcioneto de 

delito la plasmación no valorativa de un hecho, para descubrir la 

expresión de los elementos tip icos de una determinada clase de 

delito". l 70} 

El tipo se convirtió de este modo, en materia de 

prohibición de las disposiciones jurídico penales, en descripci6n 

objetiva del comportamiento pr-ohibido. Por- el contrario, la 

comprobación de la presencia de causas de justificación 

corrésponde a otro op:i.rto.dodistinto al de la comprobación de la 

ant~juridicidad típica. 

Según el actual estado de la teoría del delito, ha de 

partirse de que en el tipo tienen cabida todos aquellos elementos 

que funaamenLan .-::! contenid(': material de injusto (sentido de 

prohibición) de una clase de delito. El tipo está llamado 

esclarecer el bien jurídico que el legislador ha contemplado como 

sentido de la norma penal, los objetos de la acción relevantes 

(sobre ambas cosas con mayor detalle l, el grado de realizaci6n 

del hecho injusto que debe tener lugar y las modalidades de 

ataque que han de comprenderse. La acción que realiza el tipo de 

iO.- Jeschock funs Heinrich, Trot'l<b de Derecho Peral, Parte General. 
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una ley penal se denomina hecho antijurídico. 

Pensamos que la misión del tipo se agota en su función 

conformadora de los elementos del ilícito. 

La Ley Regla~entaria del Servicio Público de Banca y 

Crédito regula en forma especial los delitos bancarios en los 

artículos 89, 90 y 91 siendo este último el tipo que nos interesa 

por ser materia de nuestro trabajo de tesis. 

b) Elementos del tipo.- En el articule 91 de lo. Ley 

Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, se 

advierte como objeto jurídico la preservación de los siguientes 

bienes: 

a).- Tutela de la fé seguridad de ahorro y la 

confianza que. deben tener los particulares en las instituciones 

nacionales de crCdito; 

b) .- Preserva el patrimonio especifico de la institu­

ción bancaria correspondiente; y 

e).- Tutela tnnbién el patrimonio nacional en cuanto 

las instituciones de crédito son nacionales. 

El objeto material del delito se resuelve en la 

conducto del sujeto activo qut: r,,cdiantc altt'.!racioncs contables, 

alternción de registros, falsificación simulación de los 

mismos, préstamos indebidos o ilícitas renovaciones de créditos 

en general o incurriendo en las demás conductas de los agentes 

del delito descritos en el tipo, transgredan los bienes jurídica­

mente tutelados anotados en lineas precedentes, produciendo a 

primera vista un quebranto patrimonial o poniéndolo en pelig~o en 

la institución bancaria de que se trate. 
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El uso de claves corno uso comisivo puede repercutir 

como ya se ha manifestado en un quebranto patrimonial las 

instituciones bancarias afectadas, ya que efectivo.mente dichas 

claves como su nombre lo indica "son clav~s" 1 no propias del 

conocimiento de l<:i gente en ganeral y sólo deben ser conocidas 

por cierto tipo de empleados bancarios como ejecutivos y 

directores de niveles superiores ü nivel de banca. El uso 

indebido de dichas claves puede crear conflictos internos 

bancarios y por consiguiente crenn problemas graves que pueden 

acarrear perjuicio patrimonial a la institución bancaria, el 

acceso de pantallas, teléf'onos y télex en combinación con la 

computadora o cerebro central, en un uso indebido de las claves 

de acceso a que se hizo alusión, como medios comisivos propios, 

especiales y poco conocidos p::ira la perpetración de delitos 

bancarios, puede dar lugar incluoive a la inmobilización de 

rondos, llamado "sistema de acceso'', por el uso indebido de 

claves, con el consiguiente quebranto patrimonial de la 

institución bancaria. 

No st:i advierten referencias temporales o especiales 

exigibles en el tipo. 

Precisad.o la conducta o el elemento objetivo el 

delito a estudio, de tenerse cuenta en cuanto los 

elementos normativos, que son estos aquellos que requieren del 

juzgador una actividad valorativa de la ilicitud. indicando 

Mezgcr que e11 rcl3ci6n la conducta interna subjetiva y 

psíquica, "la convivencia externa de las personas e:s siempre, al 

fin y al cabo, la expresión de la actitud interna y psiquica de 

ellas•1 .(71) De ahí que el injusto jurídico penal contenga 

elementos subjetivos. El autor en cita señala que en los delitos 

de intención como en el robo, sólo se realiza éste si se acompaña 

71.-~ &m..xl, Deroct-o Penal, Libro de F.stu:iio ~ Geneml; W· 135 a 137. 
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de la intención subjetiva de apropiarse antijuridicamente; en los 

delitos de tendencia la acción aparece como una expresión de 

tendencia subjetiva del autor, y sólo habrá sanción en donde esta 

tendcncio exista. "No toda palpación de los órganos genitales 

-sostiene Mezger-, es una acr. ión impúdica; lo es solamente si 

ella tiende a excitar o satisfacer el instinto sexual''• 

En los llamados delitos de expresión -aftade' Mezgcr-, la 

acción se pone de manifiesto como expresión de un proceso o 

esta.do interno y psíquico del autor. Si no se compara el suceso 

externo con su aspecto psíquico, no se puede juzgar terminante­

mente acerca de la antijuridicidad y de la tipicidad¡ si se 

trata, por CJCrnplo, de est<J.bleccr si el autor ha presentado una 

declaración verídica o :falsa sobre su intención al realizar un 

negocio jurídico. 

Se advierte que la conducta típica del delito a comento 

por tratarse, dentro de la tfjoría de los elementos subjetivos de 

le injusto de un delito de intención, habrá de precisarse esta 

como en los casl"•S del delito de robo, sin que deba pasarse por 

alto que siempre los elementos subjetivos recaen sobre los 

sujetos del tipo. 

No debe perderse de vista que cuando en el tipo penal 

se utiliza la locución "a sabiendas'' indica el conocimiento 

cier-t.o {.101· ;i::!.r':c d.P1 <'!~ente que cJ acto es contrario a la ley o a 

lns norm:i.5 de :;:rocedimientv:::;. y que de él puede derivar algún 

perjuicio o quebranto patrimonial, (72) (elemento este explicado 

a la manero en que Fontán Balestra explica tal elemento subjetivo 

en los delitos de fraude al comercio y a la industria}. 

72.- Balt.'5tra fcntin, Dert>chl Peral, Pa..-te Espxial; p. lOCB. 
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CLASIFICACIOR DE LOS TIPOS DE ACUERDO CON JIRENEZ HUERTA: 
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Del cuadro anterior, extraído del pensamiento de Jimé­

nez Huerta(73), advertimos que el delito a estudio es en órden a 

su ordenación metodológica fundamental o básico en virtud de que 

de conformidad con la índole fundamental de su creación "la 

violación a la norma no implica ni alteración ni agravación de la 

penalidad"{74) Amén de que "la lesión del bien j1:1rídico (en las 

h¡)ótesis a que se re.fieren las fracciones l, 11 lll del 

artículo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca 

Crédito) 1 basta por si sola para integrar el delito. 

No se advierte en ninguna de las hipótesis del tipo en 

mención y en cuanto a la índole fundamental de su creación o en 

torno ordenación metodológica que se trate de tipos 

especiales o complementados, pues la pena se considera igual en 

orden a cualesquiera de las hipótesis que se tipifiquen, si bien, 

los incisos de la fracción Il del numeral a comento pueden dar 

lugar a la acumulación de penas, lo cual es objeto de estudio en 

el capítulo respectivo al concurso aparente de normas que se 

tratará más adelante. 

En cuanto la autonomía en torno a la misma 

ordenación metodol6gica es de observarse que el tipo en cuesti6n 

es autónomo e independiente siendo de apreciarse también que 

resulta complementado el supuesto a que se contrae el inciso e) 

en relación al inciso b), de la fracción 11 del articulo 91 de la 

Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, por 

advertirse que son complementados aqu~llos delito~ que presuponen 

la aplicación del tipo b&sico que se incorpora 11 .(75) 

En torno y alcance del sentido de la tutela penal 1 el 

73.- Jir.inez 1tr:rta Kvian::>, La Tipicid.:rl, 11>· 95 y ss. 

?•.- Ibidcrn; p. 100. 

75.- Ibidcrn; p. 101. 
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delito en cuestión presenta en cuanto al tipo hipótesis de daño y 

supuestos de peligro pues en relación al quebranto patrimonial 

existe afectación de este en las descripciones legislativas a que 

se contrae la parte genérica de la fracción II del artículo 91, 

como igualmente las hipótesis a que se refiere el inciso e} de la 

fracción II del numeral en cita de la Ley Reglamentaria del 

Servicio Público de Banca y Crédito¡ siendo de agregarse que por 

!:) que :"E:specta los demás supuestos trata de tipos de 

peligro efectivo dado que en esas hipótesis auténticamente se 

produce un quebranto patrimonial por afectarse casi el patrimonio 

no sólo de la institución bancaria sino nacional, a través del 

atentado del activo de la fé y seguridad en el depositada por la 

sociedad y por el Estado. 

En torno al alcance y sentido de la tutela penal, es de 

reiterarse que dada la pluralidad de bienes tutelados nos 

encontramos en el multicitado cardinal 91 ante un tipo complejo, 

pues como ya lo expresamos, en la comisi6n de este delito se 

atenta además de la af'ectación del patrimonio especif'ico de la 

institución bancaria y del patrimonio nacional, contra la fé y 

seguridad del ahorro inversión, y de la confianza de los 

µarticulares en las instituciones nacionales de crédito. 

A las anteriores clasif'icaciones que extraemos de 

Jiménez Huerta, podríamos agregar el criterio de composici6n que 

clasifica a los tipos en normales y anormales, y que tiene como 

una de sus fuentes Jiménez de Asúa (76), siendo los primeros los 

que sólo contienen una descripción objetiva como resultan en el 

caso las ilícitos a que se refieren las fracciones l y 11 e 

inciso d) de la Ley Reglamentaria del Servicia Público de Banca y 

Crédito e incisos a), b), c) y e), además de la fracción III, CO!!, 

76.- Jinincz de ASJa Luis, la Ley y el tclito¡ W· 253 y ss. 
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tienen elementos subjetiVO$ y por ende se tra7.~ :!e: hipótesis 

legislativas anormales, ya que en ellas se contiene el elemento 

''a sabiendas" conocimiento d~ insolvencia, estados 

subjetivos del activo que indica el conocimiento cierto que el 

acto es contrario a la ley o los estatutos y que de el puede 

derivar algún perjuicio; todo esto sin perder de vista que por su 

composición son tipos anormales, pues son estos, "los que adená~ 

de lactares objetivos contienen elementos ::>ubjetivos o normati-

vos".(77). 

De la consulta a Castellanos Tena, procedemos la 

clasificación del tipo por su formulación, criterio bajo el cual 

se clasifican los tipos en casuisticos y amplios. Los casuísticos 

prcveén varias hipótesis. A veces el tipo se j ntegra con una de 

ellas (alternativos) por ejemplo el adulterio; otros con la 

conjunción de todos (acumulativos) ejemplo vagancia y 

malvivencia. Los tipos ar.'lplios por su forrnulaci6n cambio, 

describen una hipótesis única (robo), que puede ejecutarse por 

cualquier medio comisivo. 

Es evidente que bajo este criterio trata en la 

especie d~ un delito que por su f'ormulación es casuístico, 

alternativo y que put::de dar l"J.t;ar 3. so::-r acm"ulativo en los casos 

a que se contraen los incisos a), b), e), d), y e) en rE:lación a 

la fracción II y adem5s en relación a :as fracciones ! y III. 

e) Delitos de resultado cortado o anticipado~- (78} 

Fuera de clasificación deben destacarse este tipo de delitos que 

llamó Binding "delitos con resultado cortado" -cnseñél Jimér1t.:Z de 

Asúa- y que el autor alemán indica como aquellos a los que "la 

impaciencia del legislador hace que la consuoación se anticipe''. 

71.- Castellan:zs Ta-a F~, Lineanicnt.os Elercntales de Derecho fuial; w. 173 y 174. 

78.- Ví.:ase JimSnez de ,'\sÚ:l tuis, Trata±> de~ Penal, Taro III; P. 923. 
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Jiméne;!' de Asúa los lla:na de "resultado anticipado" por estimar 

que es más propio este título, des':acándo de estos ilícitos que 

se trata de 1'un caso de los delitos de tendencia interna 

trasce.ndente, más brever.icnte dicho delitos de intención o de 

designio". 

Encontramos delitos de resultado anticipado en el 

artículo 91 materia de nuestro trabajo en las hipótesis 

constitutivas de ilícito formal y no de resultado material que el 

propio precepto establece por estimarse en función del bien 

jurídico tutelado 1 que producen un quebranto patrimonial de la 

institución bGncaria independientemente de que éste efectivamente 

se produzca; tal como acontece por presunción legal manifestada 

en el segundo párrafo de la fracción 11 del precitado articulo 91 

e11 cuanto previene que en los supuestos a que se ref'ieren los 

incisos de la propia fracción Il a). b), c), d} y e) con la f'rasc 

"se consideran no comprendidos dentro de lo clispuesto en el 

párrafo anterior y consecuentemente, sujetos a iguales sancio-

ncs .•. " 

Estimamos que no queda comprendida en esta hipótesis le 

fracción III del propio articulo 91 constitutiva de un ilícito de 

nnturaleza formal en cuanto al resultado, tampoco 1 os 

supuestos que por su resultado son de índole material descritos 

en las fracciones ¡ y II ~ri~cr p~rrafo del precepto en cuestión 

de ln ~ey Reglnmentaria del Servicio P~blico de Banca y Crfidito. 

d) Atipicidad.- La atipicidad es el aspecto negativo de 

la tipicidad. La atipicidad puede presentarse en forma general o 

de manera especial. Se presenta en forma general cuando media 

ausencia de tipo. Hay atipicidad especial por au~c:ncia de un1' e 

varios requisitos que el mis~o tipo exig~. 
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En el capítulo anterior quedó precisada la conducta 

típica manifestada ahora en delitos formales o bien en hechos con 

necesaria exigencia de resultado material. 

Asimismo en el capítulo precedente quedó pr-ecisada ln 

necesaria autoría del sujeto activo por tratarse de un tipo 

especial por cuanto al sujeto, 

participación de otros personas, 

lo que no descarta la 

empleados o funcionarios 

bancarios que resuelve en coautoría, complicidad 

encubrimiento en armonía con los artículo 13 y 400 de nuestro 

Código Penal. 

Por cuanto al s'..ljeto pasivo, entendiendo por él al 

titular del bien jurídico. Es de precisarse que por no exigir el 

tipo una condición determinada en d!cho pasivo nos encontramos 

ante un delito impersonal pero, recayendo directa.mente la. acción 

del inf'ractor en institución de crédito determinada y 

resintiendo esta de inmediato, el peligro o daño consistente en 

el quebranto de su patrimonio. 

En cuanto a los medios comisivos del delito, de 

prec!.sarse que dent:-o de los medios comisivos que se utilizan 

para la perpetración de los delitos bancarios, el sujeto 

sujetos activos utilizan toda una gama de formas, dentro de las 

que comprenden el de computadoras con múltiples 

terminales. El uso de computadoras no requiere de un estudio 

comple~o o formtil át: c.iüo::rnéticd u ..:.ornpula~ión, ya que é"S usual 

que el manejo de la denominada ''pantalla'' sea a través de un leve 

conocimiento de la !'láquina de escribir. Es importante 

destacar que las terminales, entendiéndose por éstas el lugar 

donde concentran las máquinas donde se ejerce el dato 

comprobado o por comprobarse, alcanzan a todas las sucursales 

todas la~ casas matrices e inclusive hoy en día se encuentran en 

empresas privadas y cuyo servicio les tia sido concesionado (este 
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servicio se ha dado a llamar el banco en su casa, y si se presta 

o concesiona mediante una cuenta maestra donde el cliente tenga 

un capital efectivo comprobable). Las terminales mencionadas 

cuentan con una casa matriz o cerebro electrónico donde se 

instala el banco de datos y todos y cada uno de los llamados 

''diskettes 11 que contiene todo un c6mulo de información en 

microfilmación, y que inclusive puede ser operado mediante la 

línea directa del teléfono hasta la computadora central; 

cualesquiera o cualquier empleado bancario conociendo las claves 

para la programa e i6n de dicho banco de datos. puede operar dicha 

computadora y el ejemplo clásico se establece cuando un cliente 

solicita se "transfii.:ra un po.go" u otro tipo de operaci6n que 

requiera prontitud, inmediatamente el empleado de caja de 

mostrador o de banca r.iúltiple "previa autorización puede hacer 

dicho movimiento y esto puede dar lugar un sin número de 

conductas delictivas fuero de todo manual de procedimientr ... que 

indican lo contrario, con el consiguiente que~ ranto p.strimonial 

para la institución bancaria ofendida, cualqu~cra que sea el caso 

o situación que se concrete. 

El uso de claves es común también la práctica 

bancaria y se conocen algunas en raz6:1 del manejo que en cambio 

el cliente debe desconocer¡ di ch.; s claves pueden ser de 

autorización, de negativa, de visto bueno. de conocimiento, y 

¿xistc c:i función de cada instituci6r bancaria un sin número de 

éstas; es conocida la clave dcnorninadl 1503 (deudores diversos). 

En los manuales de procedimientos de cada instit.t..1ción bancar!.a, 

describen las claves correspondi&ntes para cada situación 

específica. Existen también claves q\C bajo el nombre de cuentas 

de orden alee tan directamente el balance contable de cada 

institución bancaria, el uso inC.c, ido de dichas cuentas de 

orden afectando el balance contab'.e, 

consiguiente 

bancarias. 

perjuicio patrimonial de 

pueden 

las 

generar el 

instituciones 



CAPITULO VIII 

LA A"TIJURIDICIDAD. Y 

CAUSAS DE JUSTIFICACION 

a) Antijuridicidad .. - En el campo de la objetividad y 

después de proceder a cla~">ificar las leyes en dos grandes 6rde­

nes, físicas y culturales, Don Raul Carranca y Trujillo precisa 

que entendemos por antijuridicidad " la oposici6n a las normas de 

cullut".i. rzcc::.ccidas por el Estado", y enseña el maestro que por 

normas culturales debemos entender, aquellas que "expresan el 

deber ser por fuerza de la necesidad r.'ioral y tan sólo aspiran a 

la permanencia, pues el hombre puede dejar de someterse a su 

inpcr10; inspiran tan sólo t:n una cierta valoración de la 

conducta hur.l.ana; ccn reglas de conducta denominadas normas, para 

diferenciarlas de las leyes fisicas, y Alejado de todo 

to:alitarisrno que advierte en nlgunos autores alemanes 
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italianos, agrega) finalidad espc~ífica es, 

Stammler, "la comunidad de hombres libres", y 

por exigencia de la vida en la sociedad humana''. 

como dice 

obligatorias 

El propio maestro explica, "entendido el delito como 

disvalor jurídico, la conducta humano no significa oposici6n o 

infracción a la ley positiva, ya que esta ni manda ni prohibe. En 

el articulado del Código Penal encontramos preceptos y sanciones; 

ni órdenes ni prohibiciones. En el fondo, o de lado o por encima 

del precepto estñ la norma d~ cultura de que el precepto se nutre 

se vlvific:l. La norma "no matarás" del Dccálogo se hayn 

subsumida en el articulo 302 del Código Penal de 1931 del 

Distrito Federal: Comete el delito de homicidio el que prive de 

la vida a otro". Este precepto ni ordena ni prohibe¡ la conducta 

humana causal de un homicidio no lo in:fringe; lo que infringe o 

viola es la norma de cultura inmersa en el precepto, el no 

matarás. La norma. corno la raíz del árbol, no se ve, pero sin 

ella no existirA el precepto, como sin la raíz el irbol.''{79) 

Don Luis J iméncz de Asúa al prologar la pequeña pero 

grande obra de Ricardo Franco Guzmán "La Subjetividad en la 

ilicitud'' felicita este por propugnar ''la urgencia de 

conf'undir lo antijurídico y lo culpable afirmando la naturaleza 

objetiva de la antijuricidad''.(80) 

Franco Guzmán en dicha obra precisa la contrapartida de 

la tesis objetiva de la antijuridicidad llevada a extremos, 

nuestro juicio inadmisibles, de la teoría finalista en la que 

...,'elztl termina por excluir "del plano de la culpabilidad las 

causas de no exigibilidad {estado de necesidad, la fuerza física 

79.- Vé.Y..c ~y n·ujilb P.111, C\.-~ ?€n3l ~.icrro, ?<::-+-...e Gcre-nl, T. I: p. 211. 

BJ.- Fr<n:x:> G.orán. Ricarcb, La 9..ibjetivid."'\:! en la Ilicitu:J, p. 9. 
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y moral, el mandato de actuación antijurídica), para incrustarlos 

en el cuadro de los motivos de exclusión de la antijuridicidad, 

lo que le reprocha como un retroceso de la dogmática penal 

Maurach, para quien en cambio, verdadero y propio elemento de la 

cuilpabilidad sería la imputabilidad. ¡a tales af'irmacioncs se 

llega con esta teoría!. (81} 

El f'inalismo de la acción pos-cula que la conducta del 

delito ilí~ita no porque ha realizado la situación que 

reprueba el Derecho, sino porque es la actuación reprochable de 

una voluntad dirigida a causar tal situación¡ de este modo, la 

ilicitud de la acción se encuentra prevalentemente en su propio 

desvalor. Y el dolo, considerado como parte integrante de la 

acción, también es calificado como un elemento general subjetivo 

de la antijuridicidad que presenta todos los delitos 

dolosos. De esta manera el dolo es separado de la culpabilidad, 

al que se asignan las más variadas funciones: como factor que 

plasma el aspecto objetivo de la acción, el dolo es, el 

estudio de la realización de la voluntad, EL OBJETO ESCENCIAL DEL 

JUICIO DE ANTIJURIOICIDAD, mientras que en el grado precedente a 

la formación de la voluntad, vuelve objeto del juicio de 

culpabilidad''. En la acci6n culposa ''a pesar de que la acción no 

finalisto., sino causal-ciega, se sostiene que c-1 hecho puede 

ser evitable en fo!'"rna linalista por consiguiente, estos autores 

del finali;:¡o, afirman que en la acción culposa no se está frente 

a una acción causal-ciega, sino frente a una verdadera acción.º 

''Como es notorio, agrega Franco Guzmán, estos conceptos de dolo y 

culpa, adquieren contenido completamente distinto al 

asignarles la pcs~ura rinalista funciones tan diversas de las que 

Comentario este, que desde luego hacemos nuestro por ser acorde 

con las netas de maestros tan prestigiados como Don Raul Carrancá 

81.- Ibidan. 

82.- Frcn:::o G.cán Hica."'Ó:>, ta &DjetivicBd m la Ilicib..d; ¡:p. ffi y m. 



ANTIJURIDICIOAD 102 

y Trujillo, Don Celestino Porte Petit, Pavón Vasconcelos, Jiménez 

Huerta y Castellanos Tena 1 entre otros o, para sólo citar uno de 

ellos extranjero, Don Luis Jirnénez de Asúa. 

Ricardo Franco Guzmán, alumno distinguido de Grispigni 

reconocido también como ilustre penalista mexicano distingue y 

agrupa las teorías en torno a la antijuridicidad de la siguiente 

manera: 

1).- De Van Ferneck, Merkcl, Graf Zu Dohria y 

Petrocelli, entre otros desprende la teoría que los distingue 

como aquéllos que consideran la anti juridicidad íntimamente 

ligada a le culpabilidad y afirman que no hay ilicitud de una 

acción, sino en el caso en que sea contraria al deber de no 

violar las normas. 

2).- De Ernesto Von Beling. Mayer y Goldschmidt • entre 

otros. se sigue la teoría que de rnane~a tajante y radical separa 

antijuridicidad y culpabilidad. 

3) .- De Grispigni. Rocco, Messina. Moro, Valleta y 

Nurullab Kunter s~ concluye la tesis de que es la antijuridicidad 

la i:-sencin del delito, pero que admite "un aspecto o r.;omento 

subjetivo diverso del objetivo en la ilicitud",(83) lo cual 

denomina en singulár tesitura Franco Guzmán 

subjetivos en l~ ilicitud • 

elementos 

..:: .- L:: ?e>sición de la teoría finalista con \i:el:.el y 

Maurach, entre otros, que "disolviendo toda unidad ligando 

irracionalmente los dos conceptos, extrae el dolo de la 

culpabilidad para colocarlo en la acción antijurídica''.{8~} 

83.- Ibió:rn¡ p. A.3. 

Sd.- Ibiden. 
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Es justo señalar todavía, que franco Guzmán al 

inclinarse por el criterio objetivo en la· ilicitud, define su 

posición de la siguiente manera: "Los que sostenemos la 

existencia de una antijuridicidad como elemento del delito, con 

naturaleza objetiva, podemos aceptar que se hable de un aspecto 

objetivo de la ilicitud, que por consiguiente, se considera como 

la nota conceptual más importante del delito. Ya sobre estas 

bases puPde admitirse que la culpabilidad 

subjetivo de la ilicitud''.(85) 

el aspecto 

''Débese a Franz Von Lizt, (enscfla Pavón Vasconcelos) el 

desarrollo de una estructuro. dualista de la antijuridicidad 1 en 

la cual se establece una diferencia esencial entre lo 

antijurídico formal y lo antijurídico natural''· (86) Cuando se 

transgrede al Estado, existe antijuridicidad formal y 

materialmente es antijurídica la acción cuando se contraría a la 

sociedad. Rechaza Pavón Vasconcelos con Jirnénez Huerta, a quien 

cita, semejante concepción dualista porque al transgredirse el 

orden estatal se contradice a la valoración social ''que nutren el 

contenido y la razón del orden jurídico''.(87) 

Háblase también de untijuridicidad general de 

antijuridicidad penal cuestionándose si "solamente en el campo 

jurídico puede hablarse de una antijuridicidad general o bien de 

una penal, civil, o de la correspondiente cualquier otro 

ordenamiento jurídico.'' De la fuente de Petrocelli quien sostiene 

-enseño. Po:- te Pctit-, que "r.o (:S posible hablar de una 

antijuridicidad general, sino sólo de una antijuridicidad 

penal, o civil, o adrainistrativa, (:te.", concluye el autor en 

consulta, que ''en verdad no debe hablarse de una antijuridicidad 

es.- Ibid6n; p. 33. 

86.- Pavé'<l Vaso:o::elos Fnrcisco, fuull de Dcrcch:> Pmal Mexica-o; p. 3Jl. 

ITT.-J~ fiJerta Mo.-iero, La Antijuridicldad, p. 31. 
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general. Solamente existe antijuridicidad cuando hay violación de 

un precepto legal, o sea, a partir de ese momento se tiñe o 

colora la antijuridicidad de una materia determinada .•. 11 (88) 

La antljuridicidad en el delito previsto en el articulo 

91 de· la ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca 

Crédito, como en los demás ilícitos en la misma ley previstos, 

carece en su contexto de expresiones que hdbrían de ubicarlos 

como elementos de antijuridicidad especial tipificada sea 

aquellos elementos que resulta necesario incrustar en el tipo 

para determinar la ilicitud de la conducta, exponiendo como 

ejemplos del Código Penal, el maestro Porte Petit las locuciones 

entre otras, que encontrnmos en los artículos 140, 162 fracción 

IV 1 197 fracción II, 178 de dicho ordenamiento del Distrito 

Federal y que son "ilícitamente, sin un fin lícito, ilegalmente, 

sin causa legítima, a las que se añaden: sin causa justa, sin 

motivo justificado, o fuera de los casos en que la ley lo 

permite, entre otros.(89) 

Podrínmos encontrar en cambio elementos subjetivos de 

ilicitud en los locuciones del delito comento, dada la 

tenti~1ncia subjetiva del sujeto en las locuciones: "a sabiendas", 

"con el propósito de", "si resulta previsible al realizar la 

operación •.. 11 y ..... para ocultar la verdadera naturaleza de las 

operaciones". 

Procede precisar que el bien jurídico tutelado tll el 

delito a estudio consiste en preservar la fe y la se~uridad tanto 

del depósito en ahorro como otras inversiones de los 

particulares en las instituciones nacionales de crédito y la 

confianza de éstas motivo de la fe y seguridad que en ellas 

OO.- Pcrt.e Petit Cclc:stiro, Apuit.mrientcs de ln Parte c.eneral. de DerectP Ptrlal¡ W• 3EP y 381. 

89.- Ibiclan; ~· 382 y 333. 
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depositan los particulares, preservándose asimismo el patrimonio 

especifico de la institución bancaria afectada, y además, 

protegiéndose el patrimonio nacional en cuanto las instituciones 

de crédito son nacionales. 

b) Causas de justificación o de licitud.- "Son causas 

de justi:ficación -expresa Jir.;énez de Asúa-, las que excluyen la 

antijuridicidad dl; una conducta que puede sµbsumirse en un tipo 

legal." ( 90) 

Esto es, dichas causas conforman el elmento r1egativo de 

la juridicidad impidiendo con ello la integración del delito. 

Es unánimC' que el interés preponderante ante la 

existencia de otro interés de menor rango y alcance y el 

consentimiento del interesado fundamentar. las causas de 

justificación. 

El Código Penal contiene como causas de justificación 

la legítima defensa, el estado de necesidad, el cumplimiento de 

deber, el ejercicio de un derecho consignado en la lay y el 

impedimento legítimo. 

Carrara al abordar la legítir.1a defensa (a la que en 

nuestro Código Penal pnra el Distrito Federal refiere la 

lracción 11! del artículo 15), enseña que "la defensa individual 

adquiere todo su imperio cuando ia p~Lli~a csti !~;~sibilit~ctn dP 

actuar". E.s e:;~cnc ..... ~. qui! la función de castigar cesa en la 

Sociedad "cuando ln defensa privada puede ser eficaz y la pública 

irapotente''. Ello es así porque el Estado impotente, debe 

admitir la defensa particular corno "una def"ensa pública 

OO.- Jir.inez de AsJa. Luis, L."l Ley y el Mito; i'· ~. 
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subsidiaria'',(91) 

El Derecho Penal moderno -enseña Pavón Vasconcelos­

reconoce la impunidad de quien obra en legitima defensa de bienes 

juridicos, pues a pesar del daño causado su proceder se justifica 

en atención a la existencia de la agresión injusta, con lo cual 

se impide la integración de la antijuridicidad del hecho. Frente 

al interés particular del injusto agresor, tiene mayor 

preponderancia ante la ley, el interés de quien defiende la 

conservación del orden y la primacía del derecho tutelado.''(92) 

En cuanto al estado de necesidad legislado en la 

fracción IV del articulo 15 del Código Penal del Distrito 

Federal, el propio Pavón Vasconcelos resumiendo la teoría alemana 

de su justificación expresa, que los juristas germanos "han 

acudido al principio de la valuación de los bienes juridicos, 

con.o razón de la exclusi6n de la antijuridicidad en el estado de 

necesidad, precisando el ámbito de éste, como causa justificante, 

cuando el bien juridico lesionado es de menor valor al 

salvado".(93) 

El cumplimiento de deber está previsto en la 

fracción V del articulo 15 del Código Penal para o\ Distrito 

Federal. En la ley encuentra la raíz. y explicaci¡Son del 

cumplimiento de un deber. Don Raúl Carrancá y Trujillo se encarga 

de prescribirnos ''no dCt~~ ~~~ijurídicamente el que por razón de 

su situ:lci6n C"Jficial o del servicio está obligado o f'acultado 

para actuar en la forma en que lo hace, pero el limite de la 

ilicitud de conducta encuentra determinado por la 

qi.- Ca."'t"a.'<l Fhn:isco, Prcgr<r.a de l:'e_""Cd-o Criminal; p. 291. 

92.- ?avén Vasccn::elos Frcrcisco, V'erual de~ Penal :~car.:i; p. :n:i. 

93.- Ibidcrn; p. 33J. 
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obligación o ~acultad ordenada o señalada por la ley".{94) 

Tal afirmación la completa años más tarde Pavón 

Vasconcelos, quien en su Manual termina por precisar sobre la 

excluyente a comento, que "nunque los deberes en común, son 

impuestos por la Ley a quienes ostentan un empleo. autoridad o 

cargo público, también excepcionalmente corresponde al 

pnrticular su cumplimiento: el artículo 400 1 fracción V 

(recientemente reformado), señala la aplicación de tres meses a 

tres años de prisión y de quince a nesenta días de multa, al que 

'no procure. por los medios lici tos que tengan a su alcance y 

sin riesgo pura su persona, impedir la consumación de los 

delitos que sabe van a cometerse o se están cometiendo, salvo 

que tenga la obligación de afr-ontar el riesgo, en cuya caso se 

estaré lo previsto en ~ste artículo o en otras normas 

aplicables' ". {95) 

Por lo demás el cumplimiento de un deber y de 

conf"orrni<lad igualmente con la ley, puede emanar de una orden de 

autoridad {que naturnlr.cnte exig~ licitud en su eJccuci6n). 

En el nismo artículo 15 f"racción V del Código Penal en 

cita, se encuentra previsto como excluyente de responsabilidad. 

pen:JJ Pl eje!'Cicio de un dt:!recho, el cual coma el cumplimiento 

de un debtO!r tiene su i"uent..;:, en lR p!'opia Ley que e::: la que lo 

erigir.a. Pot· ejemplo, el articulo 2069 dL'l Código Civil p:'.l:rrt el 

D.F., autoriza a. los dueños de los establecimicr.tos de hospedaJe 

a ret.encr- en prenda hasta ¿} pilgo respectivo, los equipajes de 

los hu(;spedes. Asimi.sr.:o el derecho de corrección :fundado en los 

artículos 522 y 537, fracción I, del mencionado Código Civil, 

94.- t'arrJcl y Trujillo R.Júl, ~ fUal ~ic..."Vl'.J 1 T. !I; p. 100. 

95.-~ VtlSCCX).'.:ClOS Fron::isco, Cp. Cit.; p. JA2. 
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imponen la obligación de educar las personas sujetas, 

respectivamente a la patria potestad y a la tutela; en tanto los 

artículos 423 y 577 del mismo Código, otorgan relativamente la 

f"acultad de corregir, a quienes ejercen la patria potestad y la 

tutela. Por su parte el artículo 347 del Código Penal excluye de 

penalidad los golpes y violencias "simples" hechas en ejercicio 

del derecho de corrección, que como está señalado sólo tienen 

padres y tutores excluyéndose cualesquiera otros terceros, caso 

éste en el que no tiene aplicación la causa de licitud que se 

comenta, esto es, el ejercicio de un derecho. como tampoco tiene 

lugar la aplicación de esta excluyente tratándose de lesiones 

que traspasen el carácter de "simples", o seo. de levísimas, esto 

es, que tarden sanar más de quince días aún cuando 

requieran de hospitalización, pues entonces tiene aplicación el 

tipo a que se contrae el artículo 295 del Código Penal vigente, 

el cual señala: "al que ejerciendo la patria potestad o la 

tutela infiera lesiones a los menores o pupilos bajo su guarda, 

el Juc~ pod~ú imponerle, ade~ás de la pena correspondiente a las 

lesiones. suspensión o privación en el ejercicio de aquellos 

derechos. Puede agregarse corno ejemplo de licitud, el caso de 

las conductas típicas alternativas que el legislador configuró 

p.1r<:1 los cteli tos cent:-<:? lo. salud en el artículo 197 del Código 

Penal Federal; pues de desplegarse tales acciones sin 

contravenir la Ley {Constitución, Leye~ Federales Tratados 

Intcrnac1on~les} u otras diGposiciones de carácter sanitario, no 

se tipificará ilícito alguno. 

Son de afiadirse a las consideraciones anteriores sobre 

el .;:j.;.!"".:i.:i.c J:c u~ Ce!"ech~ le:: especi:!lez ca!:os, talibién, oie 

honicidio o lesiones que suceden en los deportes, sobre todo en 

aquéllos que no de ¡,¡ane:-a eventual (concurriría en estos el caso 

f'ortuito o rner-o accidente l como en el futbol o beisbol, sino 

corno la lucha el box, tienen como finalidad los 
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practicantes, agredir al adversario, pues dada la autorizaci6n 

del Estado para su práctica se encuentra justificado el 

ejercicio del derecho de lesionar al adversario; o bien los 

casos de lesiones homicidio con motivo de operaciones 

quirúrgicas en las que autorización del Estado, por 

reglamentación de la actividad médica, se utilizan manos 

instrumentos en ejercicio del derecho de sanar enfermos con los 

riesgos y exigencias respectivos. 

El impedimento legítimo, fundado en el artículo 15 

fracción VIII, del Código Penal para el Distrito Federal, que no 

debe confundirse en función del elemento insuperable de hecho 

por provenir este de una fuerza física irresistible constitutiva 

de ausencia de conducta {si bien ambas requieren de conducta 

omisiva), encuentra su fundamento en el interés preponderante, 

ya que la inactividad del sujeto al contravenir lo dispuesto en 

una Ley, da lugar a estimar esta segunda norma de mayor valor o 

de valor preponderante en relación a la ley que en principio 

ordena. Por ejemplo: el matrimonio del raptor que impide la 

persecución del t·esponsable a la autoridad. 

El articulo 15 fracción VII prescribe que es 

e ircunstancia excluyente de responsabilidad penal: "obedecer 

un superior legítimo en el orden jerárquico aún cuando su 

mandato constituya delito, si esta circuns~ancia 

notoria ni se prueba que el acusado la conocín.'' 

Se advierte de dicho articulo que la hip6tesis de 

referencia, en realidad supone el error del agente por ''la falta 

de no"::oricdnd del carácter ilícito de la orcien y la ignorancia 

del sujeto que la cumplimenta''.(96) En tales condiciones se 

96.- !bidan; l'l'· 354 y :R>. 
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trata en la excluyente de referencia de una causa de 

inculpabilidad, aunque de ilicitud, y la que sólo por 

••razones sistem6ticas'' nos referimos en este apartado. 

t..as causas de licitud, como advertimos, que 

constituyen el elemento negativo de la antijuridicidad y que por 

ello impiden la conformación del delito cuando se presentan, 

tienen como fundamento ante una colisión de intereses, la 

conservaci6n del interós preponderante. 

Advertimos también que las causas de justificación no 

se agotan en el a.r'ticulo 15 Uel Código Penal pa:-o. el Distrito 

Federal, pues nos encontramos frente a ellas en otros 

ordenamientos como el Codigo Civil para el D.F., al referirnos 

al hospedaje, tutela y patria potestad. Esto es existen causas 

impeditivas de antijuridicidad consignadas en la Ley ni 

siquiera mencionadas ésta, pero que resuelven con el 

conocimiento de las instituciones que conforman la dogmática del 

Derecho Penal, como sucede en los diversos casos de ausencia de 

delito en los casos de consentimiento del interesado, 

"No habrá, C'n L'fecto, -precisa Jiménez de Asúa- :-abo, 

violación, rapto de fuerza, detención ilegal, etc., si la 

persona robada, raptad~ secuestrada ha consentido". (97) En 

c.stc~ :::i.so:: "l<:?. :ius':'nc-i::i. rl.,,.1 interés del titular hace permitida 

la conducta, por permanecer en el ámbito de lo "no prohibido", 

constit..uyendo en esa virtud una causa de justificaci6n, aspecto 

negativo de la antijuridicidad''.(98) 

e).- La antijuridicidad en el delito materia de este 

97.- Ji.r:"érez de Asln Luis, Trab.b 00 Den;dio Peaal, T. IV¡ p. ~. 

93.- Pavén Vosccn:clcs Francisoo, ?b'ual de Derech:> Penal Me:xicaro; p. 3%. 
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trabajo.- El delito previsto el artículo 91 de la Ley 

Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, como ya 

vimos protege el patrimonio no sólo de los particulares en sus 

operaciones de depósito, ahor1~0 u otras inversiones, sino de la 

Institución Nacional de Crédito y aún de la Nación en la forma 

anteriormente expuesta; es por ello que toda conducta o hecho 

que lesione ese bien jurídico es antijurídica. 

Estimamos, dentro de las causas de justif'icación que 

pueden presentarse en la especia como causas de justificaci6n el 

estado de necesidad y en tanto causa de licitud aun cuando 

extra-legal la obediencia debida, sin que pueda hablarse de la 

existencia de las demás causas de justificaci6n. 

Es así que no podemos hablar de legítima d.e:fensa pues 

no es posible pensar que el funcionario bancario realice la 

conducta típica en repulsu a una agresión actual, violenta 

injusta, que indique un peligro inminente para su persona, honor 

o bienes, o los de un tercero. 

En cuanto al ejercicio de un derecho o cumplimiento de 

un deber la Ley Penal mexicana carece de precepto alguno. que 

faculte autorice obligue un servidor público de 

institución de crédito alguna de alterar los registros para 

ocultar la vcrdadern naturaleza de las operaciones bancarias, o 

a realizar operaciones que resulten en quebranto al patrimonio 

de la institución bancaria en los términos de la :fracción II del 

articulo 91 de la L~y Re&lamenta:-ia del Servicio Público de 

Banca y Crédito, o de los incisos a), b), e), d) y e) del 

numeral citado; o que dicho servidor acipe.rado por las causas de 

licitud en cita, presente datos falsos de solvencia o garantía 

de los deudores a la Conisión Nacional Bancaria y de Seguros 

imposibilitindola para que se realicen los ajustes correspon-
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diente's en los registros de la instituci6n respectiva. 

Consideramos que tampoco podría presentarse en la 

especie el caso de impedimento legitimo, ante la inexisten.cia 

legal de una norma que faculte a un servidor público bancario a 

tipificar con su conducta cualquiera de los supuestos a que se 

contrae el articulo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio 

Público de Banca y Crédito; como tampoco podría 'presentarse el 

caso de ilicitud en el caso, por consentimiento del interesado, 

en la inteligencia de que 1'el consentimiento post f'actum no 

origina la inexistencia de delito, •.• "el consentimiento debe 

otorgarse antes de ejecutarse la conducta o bien simultáneamente 

ella''.(99) La renuncia del derecho de querella otro 

problema que se abordará en otro apartado de índole procesal. 

Como ya anticipamos, estimamos que el estado de 

necesidad si podría presentorse en los diversos supuestos a que 

se refiere el arículo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio 

Público de Banca y Crédito, ante el dilema del sujeto de perder 

l::i vida careciendo el servidor público bancario de recurrir a 

otro medio operante y menos perjudicial. 

Por lo que se refiere a la obediencia debida, como 

causa extra legal, y ate ni endonas sólo a la opinión doctrinal 

del maestro Celestino Porte Pctit, cuando del superior emana una 

orden "ilí.cita, conociendo o no su ilicitud el inferior y con 

obligación de cumplirla, es decir, sin tener poder de 

insp.:;cción. En este caso se trata de una causa de 

justificoción''.{100) 

!)9.- lbi-; p. 359. 

1ro.- 1':rte Petit Cele;ti=, ~de la Parte Ga-.eral de Derectv:> Peial; p. 542. 



CAPXTULO IX 

IWPUTABILIDAO, CULPABILIDAD Y AUSENCIA. 

DE CULPABILIDAD. 

n) Imputabilidad.- La imputabilidad y su correcta 

aplicación, esto es, en tanto presupuesto de la culpabilidad. 

Castellanos Tena define a la 

capacidad de entender de querer en 

Penal''.{101) Conceptualmente -define 

imputabilidad como "la 

el campo del Derecho 

Vela Treviílo-. ''la 

imputabilidad es la capacidad de autodeterminaci6n del hombre 

para actuar conforme con el sentido, teniéndo la facultad, 

reconocida normativamcnte, de comprender la antijuridicidad de su 

conducta". ( 102) 

101.- Castel.lan:::s TEr.a Fern:n:b, Li.neanientos Elarentales de Deredc Pmal ¡ p. 221. 

ice.- Vela Trovifu Sergio, OJJpabilidad e ln:ulpabilida.l; p. lB. 
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Negamos toda identidad de imputabilidad con 

culpabilidad o de entender a la primera como elemento de esta, 

pues para los efectos de la imputabilidad, ésta es capacidad de 

autodeterminaci6n, es libertad para actuar conforme a su 

voluntad, entendiendo por ella, ''la capacidad de autodeter­

minaci6n conforme con el sentido'',(103) incluyendo aquellas 

"acciones u omisiones en que el sujeto ha estado en posibilidad 

de inhibir la expresión física de su cuerpo (actividad o 

inactividad) mediante la propia voluntad, prescindiendo del 

querer conciente". (104) 

Sin embargo Maurach expresa que ''la cnpacidad de 

autodeterminación merece la consideración de presupuesto de la 

imputabilidad y, por tanto, de presupuesto de todo juicio de 

culpabilidad''(l05) y después este autor al ~anifestarse en 

relación las acciones libres en su cauna ''se suma a la 

corriente que incluye la actio libera in causa como una excepción 

aparente al principio de culpabilidad, pues si bien el parágrafo 

51 del Código Penal alemán ubica la imputabilidad en el tiempo de 

la comisión del hecho, debe atenderse a la circunstancia de que 

es el propio autor quien al impulsar como ser capaz de 

conocimiento y determinación la causalidad, se sirve de su 

persona como un mero instrumento por lo que dicha acción provoca 

la inimputabilidad''.(106) 

Con Vela Treviño, Pavón Vasconcclos el criterio 

dominante en relación la ubicación de la impu~abilidad 

afirmamos con Ricardo C. Núñcz, ilust:oe penalista argentino, 

quien asi la define, que la imputabilidad es ''la capacidad de ser 

103.- Ibi-; p. 17. 

lOl.- l'dvón Vos.:co::clcx; Fr:n::isco, 1'puta.'>ilidad e Inirrputabilidad; p. "6. 

105. - Ibi-; p. 87. 

105.- Ibi-; p. 79. 
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culpable penalmente".{107} 

Conforman el desarrollo de este capitulo de la 

culpabilidad entendida como juicio de reproche de acuerdo can la 

escuela normativn, los siguientes temas: a).- la imputabilidad en 

tanto presupuesto; b} .- las formas de culpabi1idad, que 

constituyen la referencia p~iquica entre ln conducta o hecho y su 

nutor; y el.- la ausencia de causas de exclusiOn de la 

culpabilidad. pues de existir una de ellas desaparecería la 

culpabilidad del sujeto. 

Nos inclinamos hacia la corriente doctrinaria que ubica 

la imputabilidad como presupuesto de lu culpabilidad, entendida 

corno el juicio de reproche por el acto concreto que el sujeto 

perpetra. 

Vicenzo Manzini en su tratado (diez tomos), al abordar 

el tema de los presupuestos, distingue de estos los del delito y 

los del hecho, indicando que son éstos fflos elementos jurídicos o 

materiales, anteriores a la reali-zación del hecho, cuya 

existencia se requiere paro que éste, previsto en una norma penal 

integre un delito". En tanto que deben entenderse por 

presupuestos de delito, los ''elementos, positivos o negativos, de 

carácter jurídico, anteriores al hecho, y de los cuales depende 

l~ c~istencia del titulo delictivo de que se trate".(108) 

La razón de señalar lo que por presupuesto deba 

entenderse atiende a que tanto Vela Treviño,{10~) como Pav6n 

Vasconcelos,{110) expresan cuatro posiciones doctrinarias que 

107.- rü'\ez c. rucorro, L> Cl.tlµ>bilictxl en el C5digo P<rol; p. 33. 

100.- ~J. Vicen:t.a, Tra.tati di Diritto 'Paiale, T. I ¡ p. 52L 

100.- V<?la Trevl.ño Sergio, Cl.tlpabllidad e !n:ulpabilídxl; l'l'· 26-34. 

110.- Pa\.00 V=n::cloo Fra"cls:o, 1lr¡:<Jtabilicbd e Ir.in~illdad; ll'• 83-92. 
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consideran la ubicación sistemática de la ir:\putabilidad en la 

tcoria del delito: a).- la que la considera como presupuesto 

general del delito; b} .- la que estima a la imputabilidad como 

presupuesto de la culpabilidad: e}.- la que señala la 

imputabilidad olemcnto de la ct1lpabilidad; y d) .- la que 

sostiene que la imputabilidad es un presupuesto de la 

punibilidad. 

Entre otros -indica Pnvón Vasconcclos-,(111} Marsich y 

Battaglini consideran a la imputabilidad como presupuesto general 

del delito. 

Así, Marsich expresa que "siendo el delito un hecho 

surgido del hombre, no puede tener realidad sin la preexistencia 

de un sujeto imputable, de una norma penal de un bien 

susceptible de lesi6n; como éste a su vez, supone un titular, 

resulta igual:nente presupuesto del delito el derecho subjetivo 

del sujeto pasivo''. Battaglini sefiala presupuesto del 

delito. de carácter general, a la il!lputabilidad, substrayéndola 

del elemento subjetivo al considerarla con el aludido carácter 

por no s~r elemento de la infracción penal. 

tZo concordamos con dicha corriente doctrinaria, pues de 

conformidad con Vela Treviño, pensamos que "la imputabilidad es 

atribu~o necesario ~~\ sujeto autor de la conducta productora del 

resultado y referida al momento en que se manirie~ta e=~ conducta 

en el mundo exterior, por lo mismo, r.o es ar.terior y ajena al 

delito, forma co~o tendria que entenderse si se la considerara en 

general como un presupuesto del delito 11 .(112) 

A Feuerbach se debe la paternidad de la idea de que la 

111.- Ibidn; ¡p. B5 y es. 
112.- Vela~ Sergio, Mpobilidad e ~ilidad; p. ai. 
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imputabilidad es presupuesto de la punibilidad, lo cual también 

considel"'nron Radbruch y Brunch y se dice que también Von Lizt, 

aun cuando c~mo lo precisa Pavón Vasconcclos, (113) Jiménez de 

Asúa puso de manifiesto que "Van Llzt jamás desconoció la 

significación de la imputabilidad como presupuesto de la 

culpabilidad 11
• (Tratado, T. IV, p. 82}. 

Sostiene esta corriente, que la pena produce efectos 

intimidatorios en r3zón de la "amenaza de la ley"¡ y po!"' ello 

"s6lo es jurídico-penalmente imputable la persona sobre quien la 

ley, de modo general puede producir un e:fecto con su amenaza y, 

en consecuencia, imputabilidad 

pena". (114) 

posibilidad de imponer la 

Vela Treviño al recoger las tesis anteriores, de manera 

por demás sencilla, indica que "es obvio que respecto de un 

sujeto reincidente, la intimidación que produce la amenaza legal 

d~ sufrir una pena no surte efecto legal nlguno. Por esto, si la 

imputabilidad tiene como fundamento la capacidad de intimidación 

de la amenaza legal, llegaríamos al absurdo de tener que 

considerar inimputnbles a los sujetos más peligrosos 

socialmente''.(115) 

Por otra parte, el criterio consistente en considerar a 

la imputabilidad como elemento de la culpabilidad debe desde 

luego desecharse, por mucho que sostengan esta tesis Edmundo 

Mezger, Kaufmann, Braumann y Schmidhauser, pues como razona Pavón 

Vasconcelos, "oportuno resulta recordar que la teorÍa normativa 

de la culpab1lidüd, al ~eual que la psicológica, para establecer 

el concepto de culpabilidad requiere de la existencia de una 

113.- ra-..úl V~oo Fnccisco, InpJtahili<lad e Ininµrt;obilldad; p. 88. 

114.- Vela Treviño Sergio, CUipabilidad e !r;:;ulpabilldOO; p. 33. 

115.- lbiden. 
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conducta o hecho típico antijurídico, pues al decir de \tlelz.el, 

mientras la antijuridicidad es la relación entre la acción y el 

orden jurídico, que establece divergencia objetiva entre una y 

otra, la culpabilidad hace al autor el reproche por no haber 

omitido la acción injusta no obstante haber podido hacerlo".{116) 

Es de precisarse de antemano, que en tanto la culpabilidad es un 

juicio de reproche 11 la imputabilidad es la capacidad de conocer y 

valorar el deber de respetar la norma y determinarse 

espontAneamentc''.(117) 

Desechadas las tres destacadas teorías en orden a la 

ubicación de la imputabilidad en la dogmática teoría del 

delito, queda por analizar la que la considera e.amo presupuesto 

de ln culpabilidad, y a la cual nos adherimos. 

Jiméncz de Asúa sostiene la. tesis de que la imputa­

bilidad es presupuesto de la culpabilidad, lo cual también hace 

Pavón Vasconcelos 1 por sostener el tratadista hispano, que "la 

imputabilidad corno presupuesto psicológico de la culpabilidad es 

la capacidad para conocer y valorar el deber de respetar la norma 

y de determinarse espontAneamente''· 

En ello habla Vela Trevino de doblt:: cv.p3cfclad, 

genérica y específica. Dicha capacidad genérica requiere del 

sujeto desarrollo suficiente de las facult:=:i.des intelictivas en 

razón del entendimiento de la calidad de la conducta (mayoría de 

edad}'· amén de salud mental. para una correcta valoración de lo 

jurídico o antijuridico (con lo cual no cuentan ni los enf'crmos 

mentales. ni los sordomudos). Pero además se requiere capacidad 

especif'ica, -sigue ex.poniendo Vela Treviño cuyas ideas 

resumimos-, esto es, que producido el hecho típico haya contado 

U6.- F1M'n Vascxn:elcs Fr<n::isal, ~Ui<»d e !rúnp.rt;ahiliOOd; p. OO. 

117 .- Ji.ná:lez re PdJa. Luis, Tratocb de Deredl:> Pmal., T. V; p. OO. 
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el sujeto con libre albedrío al decidirse para ejecutarlo con la 

respectiva voluntad que le habría llevado a la posibilidad de 

decidirse y obrar de otra manera, amén del conocimiento, por 

parte del mismo sujeto, del carácter injusto del acto que se 

realiza. 

De la propia ley se pueden desprender dichas cualidades 

genérica y específica de capacidad imputabilidad como 

presupuesto de la culpabilidad, toda vez que los artíi:ulos 67 y 

119 del Código Penal para el Distrito Federal, establecen mayoría 

de edad y contar con salud mental (por ejemplo, no padecer 

sordomudez que es especie del segundo requisito) corno condiciones 

mínimas que genéricamente debe reunir el sujeto que tipifique un 

ilícito ademán de las condiciones de imputabilidad especíCica que 

se desprenden a contrario sensu de la rraccion II del artículo 15 

del propio Código Penal y de la que se sigue, que en aquellos 

casos en que el sujeto carezca de la posibilidad de conocer el 

contenido antijurídico de su conducta al producirse el resultado 

típico, no cumpliría con el presupuesto de imputabilidad para 

rincar el juicio de reproche, y por ello, se estará ante la 

prescencia de un ini~putabl~. 

El propio Vela Trevifio advierte que ''como es de verse, 

la imputabilidad no puede considerarse como anterior o ajena al 

delito, sino Cormando parte del propio concepto de delito y 

contemporáneo con él''.(118) 

La Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, en tesis 

relativa al amparo directo d929/196B, resuelto el 19 de Febrero 

de 1969, por unanimidad de cuatro votos, bajo la ponencia del 

Ministro Ezequiel Burguete Farrera, y bajo el rubro "MENORES, NO 

DEBEN SER CONSIDERADOS COMO REINCIDENTES'' ha sostenido que ''no es 

118.- Vela lreviño Se?-gio, Mpoblliclad e In:ulpablliclad; p. 33. 



CULPABILIDAD 120 

factible considerar reincidente a un menor que comete un nuevo 

delito cuando se encontraba cumpliendo una medida correccional. 

ya que con respecto al delito que dió lugar ella no es 

culpable, pues la culpabilidad, o· sea el conjunto de presupuestos 

que fundamentan la reprochabilidad penal de la conducta 

antijurídica, supone COi.10 presupuesto la imputabilidad, o sea la 

capacidad de entender y de querer, y un menor obviamente no está 

en la aptitud intelectual y volitiva constitutiva del presupuesto 

necesario de la culpabilidad y en consecuencia no puede incurrir 

en hechoa antijurídicos en cuya consurnaci6n su conducta se adecúa 

las hpótesis por la ley Penal, pero su actividad es 

constitutiva del delito, porque, como dijo, no existe 

culpabilidad''. (Tesis publicada el Informe del nñs alto 

Tribunal de la República, correspondiente al año de 1969). 

b).- Causas de ini•putabilidad.- La inirnputabilidad es 

la ausencia de la capacidad del sujeto para conocer el carácter 

ilícito del hecho y para autodetcrminarse. 

Son los criterios biológico y psicológico, y mixto (que 

se sigue en México por conjunción de ambos), los que por 

minoría de edad, en el primer caso, o por perturbación de la 

conciencia (que impide el conocimiento de la ilicitud de la 

acción) pueden determinar las causas de inimputabilidad.(119) 

En diversa forrna y como ya vimos, las causas de 

inirnputabilidad se distinguen: 

a).- Como causas de inimputabilidad genérica nor~ativa 

(por determinarla la ley), y es la minoría de edad, a la que 

específicamente se refiere el artículo 119 del Código Penal para 

el Distrito Federal (aplicándose las medidas de seguridad a que 

119.- v.éese: P<rJá1 Vas:xrcelos Fr.:n:.isco, Inµ.rt:abilicBi e Ini.r.p.rtabilicbd¡ rl'· 95 y ss. 
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se refiere el artículo 120 siguiente de dicho C6digo, y que 

pueden consistir en apercibimiento, o sea conminación que el Juez 

hace una persona para hacer dejar de hncer algo, 

internamiento en los términos del dictado que al efecto dispongan 

los Consejos Tutelares para Menores), En relación a los 

sordomudos, es el articulo 67 del Ordenamiento en cita, del que 

se desprende para ellos reclusión en establecimientos 

especiales con la finalidad de ser educados instruidos 

teniéndose en cuenta estado de ~ordomudez. 

b).- Por ausencia de imputabilidad específica, las tres 

hipótesis que se desprenden de la fracción Il del articulo 15 del 

Código Penal del Distrito Federal, que son traotorno mental o 

desarrollo mental retrasado conducirse de acuerdo con tal 

comprensión. 

Asimismo la hipótesis de miedo grave que se desprende 

de la fracción VI del artículo 15 del Código Penal citado; y 

e}.- Por inimputabilidad absoluta, o sea la de los 

enfermos mentales por deficiente desarrollo (oligofrénicos} y a 

los que en general enrermos mentales y que tales casos 

contemplan los artículos 67 y 68 del Código Punitivo para el 

D.F., asi como la propia fracción II del articulo 15 del mismo 

Ordenamiento. 

En todos estos casos no hay responsabilidad ante la 

inexistencia de delito, por lo qu~ para asegurar el lnter~s de la 

sociedad en el restablecimiento del orden jurídico alterado amén 

de las medidas de seguridad que se impongan, los artículos 1911 y 

1919 a 1922 del Código Civil para el D.F., así como 32 del C6digo 

Penal para el D.F., dan lugar a responsabilizar a quienes tienen 

representación legal de los inimputables. 
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Quedan aparte aquellas conductas o ''actos que habiendo 

sido queridos mientras el autor era imputable -y por tanto libres 

en el momento causal-. se verifican cuando el agente no está ·ya 

en estado de imputabilidad'',(120) pues es tas conductas 

denominados en forma unánime por la doctrina ''libres en su 

causaº, se integrun de; a) una conducta, b) de una configuración 

típica, e) del nexo causal, cuando se trata de delitos materiales 

de resultado, y d) de dos diferentes momentos que son, el de la 

puesta de la causa y el de la producción del resultado. 

En estos casos la imputación del delito "se retrotrae 

al estado anterior"(121) ya que en él el sujeto satisface todos 

los requisitos necesarios para ser considerado un imputable. 

Así por ejemplo, el que en estado de ebriedad o 

drogado, por ingestión voluntaria respectivamente de alcohol o 

consumo de psicotrópicos o estupe:facientes, comete un ilícito, 

como cualesquiera de los supuestos típicos a que se refiere la 

Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, debe 

responder de la comisión del delito (artículo 15, fracción 11 del 

Código Penal, in fine). 

Debe subrayarse en cuanto al miedo grave, que es causo. 

de inimputabilidad porque produce la afectación o pérdida de las 

:facultades intelectivas y de la actuación conforme a una 

valoración moral. Miedo, proviene del término latino "metus", 

significa inquietud o ansiedad. "El miedo difiere del temor 

-enGcña Don Raúl Carrancá Trujillo, haciéndo re:ferencia a 

Octavio Véjar V~zquez-, en cuanto se engendra con causa interna y 

el temor obedece a causa externa. El miedo va de dentro para 

]2.).- ~ere Giuseppe, Dere..:ilJ Pernl, T. I, p. 9'.)5. 

12J..- Soler Sebast:iá1, iJor<dlo P«n1 Argentiro, T. ll, p. "6. 
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afuero y el temor de afuera para adentro". (122} El miedo es 

alteración de psique que requiere para su eficacia -dice Vela 

Treviño con acierto-, como causa de inexistencia de delito dos 

elementos, ser grave y ser contemporáneo a la producción del 

resultado típico.(123) En cambio, el temor f'undndo, que también 

se encuentra contemplado como causa excluyente de responsabilidad 

en la Iracción IV del articulo 15 del Código Penal del D.F., da 

lugar la inexistencia del delito pero no por ausencia se 

imputabilidad, sino por ausencia de culpabilidad, ya que el temor 

fundado es una lorma de le ºvis compulsivaº y f'inca su 

procedencia precisamente en la coacción moral que se ejerce sobre 

la persona mediur.tc la amenaza de un peligro real, inminente y 

grave, que la obliga actuar en forma tal que produce un 

resultado típico y antijurídico, no obstante lo cual el delito no 

se integra por faltar la posibilidad de formular el juicio de 

reproche, puesto que no es exigible racionalmente una conducta a 

la realizada. 

El miedo, cabe añadir, puede originarse por una causa 

real, "fundada", si bien Carrancá y Trujillo concibe el temor 

''que acusa transitoriedad (en tanto el miedo cierta permanencia), 

porque deriva de una amenaza concreta, real o .!.!!!!-:.&l!!!!.!!!.i que es 

su causa directa". {124) Se aprecia que para el maestro Don Raúl 

Carrancá la causa real del temor puede fundarse también en un 

acontecer imaginario. Si el miedo grave, por último, nulifica la 

capacidad de entendimiento la libre expresión de voluntad, 

con~titt1yf' cnusa de inimputabilidad. 

Es para Pavón Vasconcelos el miedo grave una hip6tesis 

de trastorna mental transitoria, ''por suponer una grave perturba-

122.- QJrnrcá y 'lhljlllo Ra'.il, ~ Pmal Mexicano; p. 293. 

123.- Vela 'Ireviño Sergio, ~id:rl e InoulproilicB:l; p. !ll. 

124.- Véase: Camn::á y Trajillo fall, ~ Pmal Mexi<:a'X>; p. <93. 



CULPABILIDAD 123 

afuera y el temor de afuera para adentroº. (122) El miedo es 

alteraci6n de psique que requiere para su eficacia -dice Vela 

Treviño con acierto-, como causa de inexistencia de delito dos 

elementos, ser grave y ser contemporáneo a la producción del 

resultado típico. (123) En carn.bio, el temor :fundado, que también 

se encuentra contemplado como causa excluyente de responsabilidad 

en la fracción IV del articulo 15 del Código Penal del D.F., da 

lugar la inexistencia del delito pero no por ausencia se 

imputabilidad, sino por ausencia de culpabilidad, ya que el temor 

fundado es una forma de lo ''vis compulsiva•• y finca su 

procedencia precisamente en la coacción moral que se ejerce sobre 

la persona mediante la amenaza de un peligro real, inminente y 

grave, que la obliga actuar en forma tal que produce un 

resultado típico y antijurídico, no obstante lo cual el delito no 

se integra por faltar ta posibilidad de rormular el juicio de 

reproche, puesto que no es exigible racionalmente una conducta a 

la realizada. 

El miedo, cabe afiadir, puede originarse por una causa 

real, "fundadaº, si bien Carrancá y Trujillo concibe el temor 

''que acusa transitoriedad (en tanto el miedo cierta permanencia), 

porque deriva de una amenaza concreta, real o !~ea!~~~!~· que es 

su causa directa". ( 124) Se aprecia que para el maestro Don Raúl 

Carrancá la causa real del temor puede rundarse también en un 

acontecer imaginario. Si el miedo grave, por último, nulifica la 

capacidad de entendimiento y la libre ex.presión de voluntad, 

constituye causa de inimputabilidad. 

Es par~ Pavón Vasconcelos el miedo grave una hip6tesis 

de trastorno mental transitorio, ''por suponer una grave perturba-

122.- Csrrnncá y 'fiujillo !Oü., Del"edio Penal 1'bdcaro; p. 293. 

123.- Vela 1'revii'o Sergio, CU!pabili<W e Inculpahili<W; p. llJ 

124.- Véase: Cmnn:á y Tn.ljillo Paúl, te-ech'.> Pmal Jo'exiccn>¡ P• 293. 
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ción angustiosa en el ánimo del sujeto". (125) Idea con la que 

estamos de acuerdo porque el miedo requiere de cierta 

permanencia, siendo el temor transitorio. 

La :fracción II al final, del artículo 15 del Código 

Penal para el Distrito Federal, prescribe como excluyente de 

responsabilidad penal casos en que el propio sujeto activo haya 

provocado esa incapacidad intencional o imprudencialmente. 

Es interesante señalar que por estado de inconciencia 

entendemos "las situaciones en las que el sujeto se encuentra 

privado de la conciencia a virtud de las cauzas sefialadas en la 

ley, lo cual no le impide realizar movimientos corporales en los 

que está ausente la voluntad."(126) En este estado de 

inconciencia se puede ubicar a quien sufre trastorno mental a que 

se refiere la pri;nera parte del artículo 15 fracción II, del 

Código Penal. 

Dichos estados de inconciencia pueden ser entre otros, 

fisiológicos y patológicos, siendo éstos últimos que los 

primeros, causantes de inimputabilidad. 

Son estados de inconciencia risiológica el a&otamicnto, 

el sueño, el sonambulismo, el estado hipnótico, y et.ros como el 

tic nervioso, que constituyen corno virnos el capítulo 

respectivo, ausencia de conducta por faltar el coeficiente 

psiqu1co identificado con la voluntad. 

Es de señalarse que el estado pasional 1 como los celos, 

puede impulsar al sujeto realizar hechos delictivos y ''el 

proble~a radica en establecer si su imputabilidad ha sufrido me-

125.- ?avén V=-celcs Frar.isoo, ~- e Ininp.J-ilic!OO; p. 1(6. 

l.a3.-~ a ?avá1 Vaso:::n::::eloo, Loe. cit. 
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noscabo o sea disminución de su capacidad de comprensión del 

hecho y de su carácter ilícito, así como de la libre 

determinación para su cometimiento". Se trata· indudablemente, de 

sujetos imputables quienes bajo estado pasional suf'ren 

"trastornos de la mente" sino, como indica el autor en consulta, 

"trastornos de la actividad mental del sujeto", que podrían dar 

lugar a una "perturbación de la conciencia", pues quien actúa 

"bojo el impulso de la pasión no percibe en forma normal las 

circunstancias exteriores bajo las cuales actúa'', como el 

enamorado. 

Sin embargo tomándose en cuenta que los estados 

mentales en que se encuentran los sujetos al realizar actos 

típicos y antijurídicos relevantes, orden la 

inimputabilidad, cuando son de orden patol6gico, "o sea que se 

tiene en consideración 

consccuencia'',(127) 

inimputabilidad. 

los celos 

causa no solamente 

constituyen causa 

la 

de 

Así lo ha establecido el Supremo Tribunal de la Nación 

~n la sig11iente ejecutoria: 

''TRASTORNO MENTAL COMO EXCLUYENTE. CELOS.- ... lo 

expuesto por el acusado en sus declaraciones 

pone de manifiesto, de inmediato, la ausencia de 

un trastorno de carácter patológico, pues tal no 

pued~ serlo el estado pasional en que se 

encontraba por celos retrospectivos que sentía 

respecto de un sujeto contr3 quien tenia la. 

verdadera tendenc1 a nor:11c.J..Oa subconsciente, 

estado eníMiro que no pudo su~ernr a la voluntad 

del quejoso en tal forr.1a que lo hiciera incapaz 

de autodeterminarse.dcl quejoso en tal forma qu~ 

lo hiciera incapaz de 3utodeterminarse. 

Í.r.'lparo Directo 2419/59. Gab:.-iel Soto Romero.-

lZ7 .- Velcl Trevil'"':o Sergio, M~.31üli.:h:l e In....IJlpaLilicitd¡ p. 73. 
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Febrero de 1960.- Unanimidad de 4 votos. 

Ponente: Mtro. Angel Gonz6lez de la Vega.- Sexta 

Epoca, Vol XXXII, Segunda Parte. Pág. 106. 
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Son est3.dos de inconciencia patológicos los que 

originan trastornos mentoles transitorios; los causados por 

ingestión involuntaria de substoncias tóxicas embriagantes 

estupefacientes (a psicotrópicos), así corno las toxinfecciones 

graves. 

Se han colocado entre los llamados trastornos mentales 

transitorios de origen patológico, los ocurridos con motivo de la 

gestación, aunqtic recientes investiE;aciones han concluido, que 

los infanticidios ocurridos con motivo del parto sucedieron por 

ser sus autoras "sujetos anormales: en cierta forma imbéciles o 

psic6patas''· También se han colocado en esta especie, los estados 

crepusculares, o sea "aquellos en donde existe en el sujeto 

estado letárgico de intensidad más o menos acreditada que 

acompaña de sensaciones diferentes y alucinatorias, de 

pseudo-percepciones, o bien como estados agudos con alteración de 

la concienci.a, según se advierte en los epiléptl.cos, o en casos 

de lesiones cerebrn::..es o de graves intoxicaciones". 

índole 

Asimismo concurren trastornos psíquicos de muy diversa 

los que pueden presentarse en la percepción, en la 

nernoria, en el recuerdo, en el pensamiento, en la afectividad, en 

el instinto, etc., siendo la psicopatologia forense la encargada 

de dictaminar la ini~~ut3bi!!d~d, i~putabilidad disminuida 

imputabilidad penal del sujeto en cada caso concreto, en orden a 

la gravedad del trastorno, ausencia de este y origen del mismo. 

En cuanto a los estados de inconciencia determinados 

por la ingestión de substancias tóxicas. embriagantes o 

estupefacientes por toxinfecciones graves, deben ser los 

trastornos mentales transitorios ocasionados en forma accidental 

e involuntaria pues de lo contrario se caería en acciones libres 

en su causa, como la psicósis de intoxicación bajo la ~Ual delin-
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que con absoluta carencia de faculta.des tanto intelectivas como 

volitivas el eb:--io que culposa, voluntaria o prcordenado.m.ente y 

en forma ocasional, o por hábito, se halle colocado delinquiendo 

el sujeto incrirninable. 

el Iaputabilidad disminuida-- "La introducción de la 

capacidad de culpabilidad disminuida en el ri.r=.o de 1933, vino a 

responder una antígua exigen<: in do importantes 

psiquiatras", (128} expresa Jeschek en su tratado. "no se trata., 

de una obscura categoria intermedia de semi-inimputabilidad 

introducida entre la responsnbilidad jurídico-penal y la 

incapacidad de culpabilidad. La capacidad de culpabilidad 

disminuida constituye, por el contrar-io, una cla$e de capacidad 

de culpabilidad y se presenta por ello únicamente como una causa 

de atenuación .facultativa de la pena rior disminuci.ón de la 

culpabilidad. 

No parece justo que sujetos cuya capacidad de 

comprensión 

perturbaciones 

sanos".(129) 

d~ acción resulta fuertemente menoscnbada por 

psiquicas sean trat<idos corno plenamente 

En la imputabilidad disminuida indica Mourach~ se trata 

de una situación en ln que el autor es imputable, "pero para 

alcnn=ar el grado de conocimiento y dirección de un sujeto 

animicamente normal, debe esforzar lo más de su voluntad''.{130) 

E~ Mbxico reculan la imputabil1d~J jis~inuida los 

Códigos de Guanajuato, Jalisco y Verac.:-u:z:, Ordenamiento éste 

el que se otorga al Juez en estos casos la facultad de aplicar al 

lZ:S.- .. 1esche:k tbns Heirridi., Tr-.;:1t.Jlb ~~Peral, Parte General, T. !; ¡:p .. «rl y a:e. 
129.- Ibi-. 
13'.).- Scgú-1 cita O. PaWl V=loo f,..,...,!sco, (\>. Cit.; p. U9. 
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autor del hecho " .•• hasta la mitad de ln sanción que corresponda 

al delito cometido o una medida de seguridad''. 

Salvo los casos de trastorno mental transitorio 

ocurridos con motivo de la gestación y los casos de sordomudez y 

menoría de edad (por estimar que semejantes estados son 

detectados desde el momento de aolicitar empleo las 

instituciones bancarias); los demás casos de inimputabilidad 

mencionados pueden presentarse 

bancarios. 

la comisión de los delitos 

d) La Culpabilidad; dolo y cu1pa.- Previo al estudio de 

dolo o culpa (que son las formas que asume el contenido de la 

culpabilidad en orden a la distinta vinculacón subjetiva que se 

da entre un sujeto y un hecho o sea, a la dif'erentc re'fercncia 

anímica o conducta psicológica que guarda el sujeto al cometer su 

acción), debe aunque sea someramente, hacerse una nueva 

referencia histórica en torno a la culpabilidad. 

El Der·~cho Penal punitivo fué eminentemente objetivo. 

suJct3ndose la pt:na al auto!" en función del resultado de su 

C•.'nducta prescindiéndos(' de su conciencia y voluntad. El 

principio "no hay pena sin culpa" substituta por el de 

''responsabilidad por el resultado" despersonificándose la 

voluntad y reconociéndose inclusive a los animales. 

J:s h.::.<:>t.a el Dc:1·er.;bo ñuma.no qut: se t1ene la noción del 

dolo y de la culpa pero sin que se hubiese elaborado una doctrina 

general acerca de estos conceptos. "Gradualr.iente • expresa Van 

Lizt, la idea de la infracción va tomándo en si misma la 

característica de la culpabilidad, y por su perfeccionamiento. se 

mide el progreso del Derecho Penal''.(131) Ya no directamente sino 

131.- Ven J..J..zt F'ro:'"2:, Tratado~ Oera::h:i i\nal, T. II; p. 378. 
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que, de Pavón Vasconcelos extraernos ahora otra cita al mismo 

autor en cuanto precisa que ''en todo delito se requiere una mala 

intención, dolo. En la culpa existe un quasi crimen que sólo 

puede ser castigado con penas arbitrarias. Esto ocurría en Prusia 

en 1620, e igualmente en Davaria aun en 1813. Así fué elevada la 

culpa a una de las formas generales de la culpabilidad, pero sin 

llegarse a delimitar su conccpto".(132) 

Es recientemente, ya con la teoría clásica de la 

doemática jurídico-penal que surgen las doctrinas de lo 

culpabilidad bajo las cuales se puede comprender su naturaleza y 

contenido. Tales. doctrinas son la psicológica, cuyos principales 

expositores ~on Van Hippel, Sebastián Soler y Ricardo C. Núñez¡ y 

con mucha mayor fuerza lógico-jurídica, a lo que se añade su 

vigencia a la fecha, la doctrina normativa de cuyos expositores 

destacan Franck, Beling, Goldschmidt, Freudenthal, Lizt, Hcglcr, 

Mezger y Jiménez de Asúa. 

Welzel, expositor del finalismo {escuela a la que 

referimos en el capítulo anterior), y Reinhart Maurach, autor del 

concepto de "atribuibilidad para la cstruct:uración de la 

culpabilidad", no son capaces a nuestro juicio, de superar la 

doctrina normativa. 

consiste 

En síntesis, la culpabilidad para los psicologistas, 

el reconocimiento de la relación psicológica 

existen~c entre el hecho concreto an~ijuridico y su au:or. 

En cambio, para los normativistas la culpabilidad es la 

desvalorización que le resulta al sujeto en un juicio de reproche 

que tiene como base precisamente ese contenido o nexo 

psicológico. 
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Soler, enseña Fcrnández Doblado en su obra Culpabilidad 

Error9(133) expresa sintesis, que el contenido de la 

culpabilidad está formado por los elementos siguientes: lº.- un 

elemento normativo que consiste en la vinculación del sujeto a 

orden jurídico; y 2°.- un elemento psicológico que resulta de la 

vinculación del sujeto a su hecho. Indica el autor argentino que 

''ambos elementos son de carácter psicológico pero en tanto que en 

el segundo se atiende a una relación entre sujeto y hecho 

despojada de toda valoración, en el primero examina 

fundamentalmente 

responsabilidad, 

la posición del 

frente al orden 

sujeto una instancia de 

ju1·idico del que forma parte 

como elemento capaz. Dentro de este elemento precisa ver si el 

sujeto ha cometido con su cunducta un acto de desvalor como 

negaci6n concreta de aquél. Queda entonces, como elemento 

genérico de la culpabilidad la conciencia en el autor de la 

criminalidad de su acción. En cu~nto a la acción dolosa, el autor 

relaciona intuitivamente el orden moral y buenos costumbres en 

torno al orden jurídico propio. Añade. que en relación a los 

hechos ilícitos, algunos son cometidos por imputables y de éstos 

algunos son culpables''.(134) 

Ricardo C. !lúñe:-., discípulo de Soler, sostiene que la 

característica de la culpabilidad debe encontrarse en el 

principio dominante en razones de política criminal, de la 

autoría moral. En efecto, el delincuente, además de ser autor 

material de la infracción penal, es su autor en lo moral, en 

tanto que fuera de toda valoración y apreciaci6n del valor 

Juridico ;:!e l:i. cC>nd11cta, sólo se exige que el sujeto quiera el 

hecho conociéndolo como tal. Quien obra con culpa inconsciente ne 

tiene conciencia de la criminalidad de su acto. La culpabilidad, 

133.-F~ Lkblaó:> Luis, CJ.lp00ilicb;1 y E.."T'Or'¡ ¡:p. 23 y ss. 

134.- Véase taTbiÉn Soler- Setest:l.án, Dere::::m: ~~tiro, T. ll; Rl• 67 y ss.., ~cita de 

Femfró:!z D:blab Luis, Lec. Cit. 
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asevera el autor en cita, no implica la violación de un deber 

jurídico, puesto que la ley no admite el error de Derecho, sino 

el de hecho. 

Franz Von Lizt fundamenta la culpabilidad -en cambio-, 

en el carácter y conducta antisociales del autor; la culpabilidad 

surge cuando a la desaprobación jurídica del acto, se añade la 

que recae sobre el autor.(135) 

La relación subjetiva entre autor y hecho sólo es 

psicológica, pero en relación 

considerada valorativnmen~e. 

la ordenación jurídica., 

El contenido material de la culpabilidad se deduce de 

la significación sintomática del act;o culpable respecto de la 

naturaleza peculiar del autor •. Le culpabilidad radica en el 

carácter antisocial del autor por el acto cometido. La conducta 

antisocial deriva a su vez de la imperfección del sentimiento del 

deber social necesario para la vida co~ún del Estado.(136) 

Edrnundo Mczger, dcline la culpabilidad como "el 

conjunto de aquellos presupuestos e.le la pena que fundancntan 

frente al sujeto la reprochabilidad personal de la conducta 

antijurídica.''{137) 

Para que alguien pueda ser castigado, sostiene el 

maestro de la Universidad de MUnich, no basta que haya procedido 

135.- Véase tarbifu Ntñcz c. Ricaró:>, ta Q.llpabilichd en el Cédigo Peral: p. 7 y ss., scgú1 cita 

de F~ D::blad:> Luis, loe. cit. 

135.- Véase tarbién Voo. Uzt Franz, Trata:b de Derech::> Penal, T. II¡ P• 9 y ss. ~ cita de 

FeJ:'llfnlez D:bl.acD Luis, loe. cit. 

137.-~ Ed!Lncb, Trata<b de Derecho P<rnl, T. II; p. 9 y ss. se¡;íl cita de fern'irDez D:blado 

Luis, loe. cit. 
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antijurídica y tipicamente, sino que es preciso también que su 

acción pueda serle personalmente reprochada. La situación de 

hecho psicológica que yace en el agente, solamente se convierte 

en culpabilidad como un proceso reprochable al mismo, mediante el 

juicio de culpabilidad, que e::; un juicio de referencia a una 

determinada situación de hecho. 

Es precisamente el reconocimiento de esta valorización 

normativa, lo que se designa con el nombre de concepción 

normativa de la culpabilidad. Pero la culpabilidad opera para 

Mczger como unn propiedad del injusto. Sin la existencia de una 

conducta injusta no hay culpabilidad, pues esta es el límite pero 

no fundamento independiente de la pena, y aparece en relación de 

simple dependencia con lo injusto. 

La norma de deber cor.io norma de determinación que 

dirige la conducta del individuo, deriva de la norma de 

valoración {doble función de la norma jurídica). 

Por considerar la más brillante sobre el normativismo, 

la de Jiménez de Asúa, la exponemos al final de este apartado 

dando paso a la teoría de Rcinhart Maurach, toda vez que al 

referirnos con anterioridad al finalisno de la acción quedó 

comentado 1 aunque a grandes rasgos, el pensamiento de Welzel. 

Maurach; catedrático de Derecho Penal de la Universidad 

de MUnich, empieza por afirmar Mezger, que "no hay 

culpabilidad sin acción típica antijurídica, y la simple mención 

de qui! haya una acció:i {conducta) que va a ser t:l.Otivo de una 

calificación de culpabilidad o no, conduce a saber la existencia 

de otro autor imputable.''(138) 

139.- Seguim.:G en CU'.lrlt.o a este t:rata1i.sta a Vela Trevi.ño Sergio, f:hl+.ebilicbd e In::ulp::i:iilicB:I¡ 

¡:p. 161 y ss. 
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La acción finalista no ha conseguido, afirma Maurach, 

que se convierta en realidad el principio de "culpabilidad es 

reproche personal", (139) pues conforman la culpabilidad para el 

finalismo: l' la imputabilidad; 2• la posibilidad del 

conocimiento del injusto; y 3° lo. cxigibilidad de la conducta 

adecuada n la norma. Pero ello no responde a la esencia de la 

culpabilidad, ya que tratándose de personas quienes no es 

posible considerar culpables por no cumplir los presupuestos de 

culpabilidad y que hayan incurrido en un injusto típico, quedan 

sometidos a la aplicación de medidas de seguridad; resultando 

entonces, estrecho el principio del finalismo de que 11 la 

culpabilidad reprochabilidad'1 atendiendo al contenido que 

según esta teoria corresponde a la culpabilidad. 

El reproche conforme al f"inalismo 1 es pcrsonnl{simo, 

pero existe variación substancial entre la teoría y la realidad 

que ha.ce inoperante el principio de la cxigibilidad como parte 

del juicio de reproche. La exigibilidad, en e!'ecto, tiene como 

fundamento la posibilidad de adecuar la conducta la norma, 

entendida esta pos i bi 1 id ad en forma genérica, puesto que es la 

ley la que establece genéricamente el limite de exigibilidad de 

ciertos co"1portamientos, como ocurre en el llamado exceso en la 

legítima de.Censa: significa esto que no hay proceso 

individualizado para determinar la exigibilidad, y por ende, el 

reproche en funci6n de la exigibilidad no satisfecha, tampoco 

puede ser individual sino que es genérico. 

Tal critica de P\au1·ach lo lleva o J\f:regar el concepto 

de la atribu!bilidad en la culpabilidad a los tres componentes 

citados del finalismo 1 definiendo dicho cuarto elemento como '1 el 

juicio de que el autor. al cometer su acción típica y 

antijurídica, no se ha conducido conforme a las exigencias del 
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Derecho". 

La atribuibilidad además, tiene grados, que se 

determinan, el primero, cuando se precisa que el autor de una 

conducta podría personalmente actuar de un modo diferente, y el 

segundo, cuando el autor de la conducta no responde las 

exigencias que le son impuestas por el Derecho. Sólo, cuando se 

han satisfecho las características de la atribuibilidad, puede 

decirse que el acto concreto y particular puede ser atribuido a 

una persona y considerarlo como propio de ella, para entonces, 

pasar a la forma cómo debe ser atribuido el neto a la persona 

particular, que es ya, propiamente, la determinación del reproche 

en orden a la culpabilidad. 

Debe entonces entenderse qu~ la atribuibilidad es 

"relación juridicamente desaprobada por el autor con su acto 

típico y antijurídico, que ofrece la base de las distintas 

posibilidades d~ reacción del Juez penal.(140) 

En esencia, la atribuibilidad es una relación entre un 

hombre y su conducta típica y antijurídica, que proporciona al 

Juez diferentes posibilidades de reacción, cuando el 

comportamiento resulta, también, culpable. Es bajo esta 

concepción que pueden aplicarse penas al imputable y medidas de 

seguridad al ini.mputable, siendo estas formas de reacción del 

Juez, a las que Maurach se refiere. 

Los dos grados de ::?.t!"ibuihilidad que M.aurach se 

refiere vienen a ser, la responsabilidad por el hccho 1 que 

corresponde únicamente a la po5ibilidad de considerar como propio 

de alguien, cierto acontecimiento típico y antijurídico, sin que 

se hable aun de reproche, y, en un segundo término, la formula-

l4J.- IbiÓ3'1'1; p. 34, seg.'.':"\ cita 00 Vela Treviñ:i SeJ:'gio, lec. cit. 
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formulación del reproche que toma como base la responsabilidad 

por el hecho, 

La responsabilidad por el hecho opera como juicio de 

disvalor, o sea, que se vincula un hecho con una persona y se 

desaprueba la forma en que el comportamiento se realizó, tomando 

como punto comparativo lo que otro podia hacer en similares 

condiciones. La desaprobación se basa "en que otro ha actuado 

peor a como los demis hubieran actuado'',(141) o sea, que el autor 

de la conducta no respondió a lo que el derecho presume pueda ser 

la respuesta ordinaria del término medio de las personas a las 

que se dirige la exigencia de respuesta. 

En este grado de la atribuibilidad, aún no puede 

reprocharse la conducta del sujeto vinculado al comportamiento 

porque falta que se determine la existencia de la capacidad de 

actuar 1 que ha de manifestarse en la capacidad del autor del 

conocimiento del injusto y de orientación de la conducta en forma 

distinta a como lo hizo o sea, actuar conforme a Derecho en lugar 

de contrariarlo. 

Cuando se ha satisfecho la atribuibilidad sea 

responsabilidad por el hecho, determinándose la capacidad del 

conocimiento de lo injusto Y de orientación de la conducta, puede 

(hasta entonces), reprocharse al sujeto no haber actuado cuando 

podía hacerlo, en forma que no afectara con su conducta los 

intereses jurídicamente protegidos este reproche, es en 

síntesis, la culpabilidad que por ello Maurach define ~xpresando 

que ''culpabilidad es roprochabllidad de 

jurídicamente dcsaprobado''.(142) 

141.- lbi-; p. 35. 

1.42.- IbiÓ!31\; p. 77. 

hacer u omitir 
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En cuanto al contenido del juicio de reproche, requiere 

Maurach la existencia de una acción típica y antijurídica, que es 

materia exclusiva del Derecho Penal. En segunda termino señala 

Maurach que la culpabilidad lo es en razón de un acto aislado, 

con lo cual se limita el contenido del juicio de reproche a la 

responso.bilidad por el hecho, contra la tesis que pretende 

realizar el reproche por la culpabilidad de carácter y por la 

culpabilidad por la conducta de la vida. 

Ahora bien concordamos con Vela Treviño en cuanto no se 

adhiere a la teoría de la culpabilidad de Maurach por su tests 

del contenido del juicio de reproche la atribuibilidad o 

responsabilidad por el hecho en razón del "hecho aislado 1
', toda 

vez que todos los sistemas normativos f'uculta:n para la 

formulación del reproche a ciertos individuos con base en su 

personalidad o carácter y con abstracción del hecho aislado. 

Basta considerar que en muchos casos, "la desaprobacjón o el 

reproche no van encaminados al acto sino, nl a.utor¡ si bien es 

cierto que todo neto conducta corresponde a su autor, la 

culpabilidad no siempre se produce por la realiznci6n de hechos, 

sino por situaciones de carácter o de personalidad''.(ld3) 

Ln necesidad de preservación de bienes jurídica.mente 

tutelados hace que el sistema normativo tenga que prevecr la 

pos1blt0- ~p:!.rición de conductas dañosas para esos bienes y que 

considere culpable al estado del sujeto que hace posible, 

eventualr:i:ente, y con fundamento racional, la causación del acto. 

Así el Derecho Penal tipifica como delitos, la asocíaci6n 

delictuosa, vagancia y malvivencia y en el articulo 256 se 

expresa, que "a los mendigos a quienes se aprehenda con un 

disfraz o con armas, canzóas o cualquier otro instrumento que de 

motivo para sospechar g~~-!~~~!~_E!-~~!~!~-~~-~~!!!~1 se les 

143.- Vela Treviño Sergio, <hl¡:JOOilidJd e ln::ulplbiliOO:l; p. 167. 
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apl(cará una sanción de tres días a sets meses de prisión. 

Por otra parte, no se advierte la existencia de ''hecho 

aislado'' en los casos de tentativa, toda vez que consiste Asta en 

hechos que van directamente encaminados a la r-ealización del 

delito. 

La culoabilidad 1 señala la autorizada pluma de Vela 

Treviño, requerirá para Maurach, la realizaci6n del hecho para, 

posteriormente desvalorarlo en el juicio de reproche, lo que no 

es aceptable si se tiene en cuenta que puede ser desaprobado el 

simple "estado idóneo", para ser causa de una lesión a un bien 

jurídico tutelado por el tipo. La aceptación total a la tesis de 

Maurach equivaldría a con·..-crtir el D<;r-echo Penal "e:-: puramente 

sancionador y represivo, o sea volver a la etapa de la venganza 

pOblica como esencia del Derecho Penal''.(144) 

Don Luis Jiménez de Asúa de comentario en cuanto a él 

más que superfluo por su magna importancia en el pensamiento 

juri:dico penal de hispanoaméricn y, estimamos también que en 

Europa, dedica el Tomo V de su Tratado al es'tudio del elemento 

culpabilidad. 

En esencia, señala Fernández Doblado, el concepto de 

culpabilidad como juicio de reprobación sobre lo conducta del 

autor, ''estA rundado en la culpabilidad del acto concreto lnjusto 

y ~1 :rr.:ltc p.:i.:-:¡ 13 ir:'lpo~ición de penas está en lo incalculable 

{caso fortuito). No tienen la misma referencia anír.:ica el dolo y 

la culpa. La imputabilidad no debe considerarse cornQ elemento de 

la culpabilidad sino como presupuesto de la mismo, siendo 

especies de la culpabilidad el dolo y la culpa. En cuanto a las 

causas de exclusión de la culpabilidad, constituyen elemento ne-

144.- Ibidan; p. 167. 
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negativo. Así coma que el contenido del juicio de culpabilidad es 

el siguiente: l.- se refiere al acto de voluntnd; 2.- se refiere 

a las motivos {parte motivadora); y 3.- se reliere a la acción y 

a la total pcrsonnlídad del actor (parte cur-acterclógica), esto 

es porque el acto debe ser adecuado a la personalidad del que lo 

causa, lo cual se aprecia negativamente en los actos del 

enajenado mental 

to". {1A5} 

en la no exigigibilidnd de otra conduc-

La tesis de Jiméncz de Asúa en cuan to a ln 

culpabilidad, señnla Vela Trcv:iño, se resume en el sentido de 

que. cuando se está en presencie. de un acto injusta concreto 

{antijuridicidnd tipificnda). que corresponde a la conducta o 

forma de comportamiento de un oujeto imputable, debe iniciarse el 

juicio relativo la culpabilidad, tomando como elementos 

fundatorios la obligaci6n de respeto al deber que la norma impone 

y la posibilidad de haber actuado conrorme a la prcscindlbilidad 

{exigibilidad).(146} 

Satisf~cho lo nnterior, se está en posibilidad de 

resolver si existe reproch.'.lbilidad, lo cual se logra sobre la 

de conocinicnto de los elementos motivadores y 

caructcrológicos del agente. En primer lugar, el juicio de 

culpabilidad tiene que referirse al hecho psicológico o como lo 

expresa Jim6nez de As~a ''a la intención o negligencia del 

autor", (147) que está constituido por el acto de voluntad del 

autor, por los ~otivoc qt1e tuvo para su especial comportamiento y 

por su total personalidad. 

145.- ¡·~ lkb1"h Luis, QilpJl>Uickl y Erra-; p. 32. V&,s, taroién JJJrmez de k;{a Wis, la 

Ley y el Delito; l=l>• 445 y ss., clt:a::b p:ll' F~ D:bl.2ó:l Luis. 

1"6.- Vela -rr....;ro Se-gio, Cl.J.\p3billdod e In::ulp31lllictid; p. 175. 

147 .- Véase tmbién Jiná-ez de Asúa Luisy Trota:b de Dere:h:> Penal, T. IV; p. ~ y del mism 

auto:-, El <Ximimlis1a, T. VIIl; p. 71. 
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En relación a dichos elementos: psicológica, parte 

motivadora y elemento personal debe también expresarse: 

En cuanto al elemento psicológico, que es una vincu­

lación entre el sujeto y su comportamiento especírico en relación 

a un acto particular, debe abstraerse la forma material en que el 

acto se manifestó. Bajo tales condiciones, el reproche se formola 

en razón del grado de voluntad del autor en la determinación que 

la voluntad di6 al comportamiento. Debe distinguirse, se subraya, 

lo volitivo del ac~o concreta que se refiere a la culpabilidad, 

de la voluntad que forma parta de la conducta. En la 

culpabilidad, se tiene en consideración la 

intenciónalidad o na, del comportamiento. Ante el resultado de 

una conducta típica y antijurídica, la reprochabilidad y por ende 

la culpabilidad adquieren grados distintos en función del 

contenido psicológico del acto que se vincula su autor. Así 

es como se distingue un delito culposo de un intencional o 

dolo$o. 

En cuanto a la parte motivadora., los motivos de la 

parte psiCDlógica que tiene la persona para guiar su conducta en 

una forma determinada, juegan un papel predominante la 

formulnciOn del reproche. Oe los motivos se obtiene el contenido 

exacto de graduación de la culpabilidad, to.nto en los delitos 

intencionales como en los delitos imprudenciales. 

No se concibt:n actos humanos carentes de conten~.1l.:> 

psicol6gico. Por ello, para efectos de la culpabilidnd, es 

imprescindible el conocimiento de las motivaciones que guiaron 

una conducta concreta en el sentido que se manifiesta ante el 

mundo exterior. Partiendo del principio de que lo pensado no es 

punible hasta en tanto no se exterioriza, es que los motivos de 

la conducta adquieren la importancia que tienen. pues de 

semejante motivaci6n surgen di~crentes grados de rcprochabilidad 
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y de pena 1 sólo para graduar la sane ión el arbitrio 

judicial, sino hasta para aumentnr o disminuir los tipos básicos. 

'Ejemplo, en el homicidio el margen de punibilidad es diverso 

tratándose de la calificante de premeditación que crea el diverso 

tipo complementado, cualificado, agravado que se integra "por 

motivos depravados'' (artículo 315 de nuestro Código Penal) o en 

los casos de disminución de la reprochabilidad por motivaciones 

especiales del aborto ''honoris causa'' 

articulo 332 del mismo Ordenami¿nto. 

que se contrae el 

En los delitos no intencionales, es dif"icil hablar de 

móviles o motivos, siendo por ello que Jiménez de Asúa se refiere 

a una doble forma de operación de los motivos con la que se 

abarca tanto el dolo como la culpa. "Los motivos caracterizan la 

culpabilidad normativa más propiamente definible como 'motivación 

normal' que sirve para determinar la culpabilidad normativa 

difcrcnciandola de ln psicológica y para 'fijar los límites de la 

exigibilitlad"(l48) y, por ello, del reproche. El doble juego de 

los motivos a que se refiere Asúa es la motivación normal y la 

anormal; la primera define la reprochabilidad y la culpabilidad, 

con exclusión de la motivación anormal, que da motivo la 

aparición de las causas de inculpabilidad. Es así como la 

motivación normal abarca tanto el dolo como la culpa. 

En relación al elemento personal es de señalarse la 

importancia que adquiere la personalidad del ·autor en torno al 

juicio de reproche que se le formule por el acto injusto concreto 

que con la motivación relativa haya sido por él pcrpctr~do. 

La culpabilidad -define Jiminez de AsGa-, ''es el 

reproche que se hace al autor de un concreto acto punible, al 

que le liga un nexo psicológico motivado, pretendiendo con su co~ 

li:B.- Vela Trevi.ño Sergio, Qtl¡:abilicbd e In::ulpabllicb1: p. rn. 
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portnmiento un fin, o cuyo alcance le era conocido o conocible, 

siempre que pueda exigirse le un proceder conforme las 

normas". (149) 

En dicha definición el propio Jirnénez de Asúa en el 

párrafo siguiente se encarga de convencernos motivando su 

definición de la siguiente manera: 

"Nos importa ahora en señalar que al decir reproche, 

nos afiliarnos resuel~amente la dirección normativa, cuya 

esencia reside en la exigibilidad que también se incluye de modo 

taxativo en la definici6n que antecede, la frase nexo 

psicológico raotivndo, queda constancia de que darnos el debido 

paso hacia adelante y, dejando atrás la mera atribuibilidad, 

e11tca~o:J de lleno en la esfera de la culpa lato scnsu, que 

demanda imputabilidad; con el enunciado del fin el 

comportamiento de la gente nos reíerimo5 al dolo , y, en car:ibio, 

nos contentamos con la culpa (consciente o incvnsciente) al hacer 

constar que, si el sujeto no procede prosecución de ese íin, 

ha <le conocer al menos el alcance de su comportamiento e hu de 

haber podido conoccrlo''.{150) 

t .. partir del decrete de 30 de Dicicmbrr:: de 1983, 

publicado en el Diorio Oíicial de 13 de Enero de 1984, ~n vigor u 

los 90 dias de su publicación, el artículo 8° del Código Penal, 

que anteriormente sólo ndni:ía las formns dolosa y culposa de 

comisi6n de delitos, prescribe que los delitos pued~n ser 

intencionales, intencionales de imprudencia 

preterintcncionalc::t, siendo estos aq,uto>llo;:; ~uc -::~nforman 11 una 

mixtura de dolo y cul~a''.(151) El aI·ticulo 9° siguien~e del mismo 

l~.- Jinéret. 00 ~ Lms, Trata:b re Oc:"ccho Pa'cl, T. V; p. 92. 

l~.- lbid.n. 

151.- ?ciVÚl V~clCG ~isco, 1-'Dru.ll re Oer'ECh:J Penal Me:<icaD; P• '!i57. 
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Orden.J.miento, se enca!"ga de desarrollar tales formas o grados de 

culpabilidad precisando que ''obra intencionalmente el que. 

conociendo las circunstancias del hecho típico quiera o acepte el 

resulto.do prohibido por la ley.- Obra imprudencialrnente el que 

reali=a el hecho típico incumpliendo un deber de cuidado, que las 

circunstancias y condiciones personales le imponen.- Obra 

preterintencionalmente el que cause un resultado típico mayor al 

que~ido o aceptado, si aquél se produce por i~prudencia''· 

Ahora bien, cuando acudimos a la Ciencia para dcf"inir 

el dolo dogmáticamente, tropezamos con la Psicología cuyos 

tratadistas -indico Jiménez de Asúa-, no se ponen de acuerdo 

sobre las n<'1ciones voluntad y rl"'presentación"(l52), que son, sin 

embargo teorías que inclt1sive conjugadas aportan en el Derecho el 

fu~dJaento del concepto del dolo. 

En efecto, C3rrara y Pessina fundaron el dol0. como ''la 

m~~ grave c3µeciP de la culpabilidad'' en la intcnci6n o voluntad, 

aun cuandt' "Einding ha.ya destacado sagazmente el eleme~to de 

Gor.c1 :encin en la intención que tuvieron del dolo los romanos". 

Posteriormnnte surge lu teoría de la representación iniciada por 

el profesor de 13 Universidad de Berlin, Fran~. Van Lizt, quien 

el conocimiento que acompaña la 

m:::..:~J!'es'e.~ión de la volu:1t:'.ld, de todas las circuns":.:inciüs de 

hect10, ~ue ~~cnpafian ~l hecho previs~o por ln ley'',(153) 

f'::iv6:1 './a~concelos, ~ri tic a a la doctrina de la teoría 

de la volt.:atad c<:.tt:r en el error dE: "defini:- el dolo como la 

intenci6n, cuar:ju el alcance del p.ri::.er término es r.ayor al 

se~und0, co~ 10 cual dejaron fuera del concepto al dolo ~v~nt~~:. 

e~ r 1 ~-: ~~ ~~ibt~ propiamente int~nción.''(15~} Tampoco e~ con-

1'52.-Ji~ ~ As.U Luis, 1.'rat:ad.) ~ ~ Pe-.al, T. V; W· 335 y i3S. 

153.- Vela 'l':"x:\:ifo :5e;y.io. Cp. Cit: p. 214, cµim cita a Ven t.i:.t, 7rat<xb de Derecho Peul, T. 

H;p.$. 
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vincente la doctrina de la representaci6n por ser este ''elemento 

intelectual, con lo que el concepto de la primera cspeé::ie de la 

culpabilidad (afectivo o volitivo), queda no sólo mutilado en uno 

de sus requisitos, sino extendido desmesurada y peligrosamente, 

hasta el punto de que la noción del dolo desaparece''.(155) 

De ambas teorías surge después una tercera doctrina: 

''conjunci6n de voluntad y representación'' que armónicamente 

proporciona los dos elementos fundamentales del dolo por 

"constituir la voluntad conciente que es elemento afectivo p¿or 

excelencia, aunque con ingredientes de cognici6n'1 .{156) 

Al lado de estas teorías se constituyeron: por Ferri la 

teoría positivista sobre el dolo, por Max Ernst Mayer, la teoria 

de la motivación, del consentimiento por Bcling y Van Caejer, 

Welzel en el finalismo de la acción concibe al dolo como 

''finalidad jurídicamente significante''.(157) 

1'Actfia dolosamente -define Edmundo Hczger-, quien 

conoce las circunstancias facticas :¡ la signi:ficaci6n de su 

acción ha admitido en su voluntad el resultado'',(158) 

Castellanos Tena define al dolo como "actuar, 

consciente y voluntario, dirigido a la producción de un resultado 

típico y antijuridico''.(159} 

Eugenio Cuello Cal6n, lo define co~o ''la vnluntad 

consciente dirigidn n la ejecución de un hecho que la ley prevei 

155.- Vela 'l'r"c'.:i.i'lo Sergio, OJ.lpabiliWd e ln:ulpnbilirod; 

156.-J~ 00 km Wis, '1'!'3t.a:;b de Derecro Pa"cl; T. V; p ~. 

t57.- ToiOOn, T. V: p. 357. 

158.- l.\.."2.gel" Ectn.ni, Trat3cb de Dero:::h:J PE.nal, T. II; p. 91. 

193.- C~llarrs Tena Fcmard:), I..ineanimtcs Elmentlles de Derech:> Penal; p. 239. 
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como delito''.(160) 

Luis Jiménez de Asúa al abordar la definición expone: 

''Desde el afio de 1929 hemos intentado nosotros una definición del 

dolo en que se conjuguen la voluntad y la representación, así. 

como el dolo directo y el eventual. Ahora la presentamos, tras de 

meditar la necesidad de que valga en la dog~ática argentina y en 

la española, con esta nueva forma, a fin de abarcar el hacer y el 

no hacer concreto: dolo es la producción de un resultado 

típicamente antijurídico {o la omisión de una acción esperada) 

~on conocimiento de las ci~cunstancias de hecho que se ajustan al 

tipo y del curso esencial de la relación de causalidad existente 

entre la manifestación de voluntad y el cambio en el mundo 

exterior (o de ffiUtaci6n), con conciencia de que se 

quebranta un deber; con volunta? de realizar el acto (u omitir la 

acción debida) con representación del resultado {o de la 

consecuencia del no hacer) que se quiere, o conscientc".(161) 

Figuran ''en la estructura del dolo estos dos elementos: 

el intelectual y el afectivo'',(162) 

El elemento intelectual comprende el conocimiento del 

hecho y de cuantas circunstancias fácticas sean de importancia 

para el tipo legal; el conocimiento en lo que tiene de decisivo, 

del curso de la cadena causal y el conocimiento del significado 

de los hechos. que su vez se puede subdividir en el 

conocimie11t~ de que A\1 conducta se halla tipificada en la ley así 

cerio la conciencia de que se quebranta un deber (que porJ. la 

mayoría de los autores es conciencia de antiju~idic\dad''• 

100.- o...cllo calC:n 'E).¡gen:i.01 DerechJ Ftnll; p • ..:X:S. 

161.- JiJtfu:,z de Asúa Luis, 1Tataó:> de Dero::ho Pcrcl, T. V; p. 417. 

162.- Jbi-; p. =· 
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Es el elemento afectivo o volitivo, la voluntad que ''ha 

de gravitar sobre ~l acto u omisión típicamente considerados". 

e) Clasificación y clases de dolo en relación a los 

delitos bancarios previstos el articulo 91 de la Ley 

Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Créaito.- En su 

Programa de la Part:e General de Derecho Penal, Porte Pe ti t 

clasifica el dolo en bose a diversos criterios que expone en la 

forma siguiente: 

A) En cuanto a su nacimiento: 

n) Dolo inicial o precedente. 

b) Dolo subsiguiente. 

B} En cuanto e;ictcn5i6n: 

C} En 

O} En 

E) En 

F} En 

n) Dolo determinado. 

b) Dolo indeterminado. 

cuanto a las modalidades de 

3) Dolo directo. 

b} Dolo eventual. 

e} Dolo de consecuencia 

cuanto a su intensidad: 

n) Dolo genérica. 

b} Dolo cspccif'ico 

cuanto [\ su duraci.6n: 

a) Dolo de ímpetu. 

h} Dolo simple. 

e} Dolo de propósito .. 

cuanto a su contenido: 

a) Dolo de daño 

la dirección: 

necesaria. 
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b) Dolo de peligro. 

e) Dolo de daño con resultado de peligro. 

d) Dolo de peligro con resultado de daño. 

G) En raz6n de su categoría: 

a) Dolo principal. 

b) Dolo accesorio. 

H) En raz6n de su realizaci6n: 

a) Dolo posible. 

b) Dolo real.(163) 

Tomando en cuenta el criterio de divisi6n en razón de 

su nacimiento, el dolo inicial precedente existe con 

anterioridad a la ejecuci6n del delito, llegindo en algunos casos 

a consumarse en forma inevitable e inclusive con independencia en 

su caso, del desistimiento del autor. Consideramos que esta clase 

de dolo no se actualiza en ninguno de los supuestos típicos del 

delito a que se contrae el articulo 91 de la Ley Reglamentaria 

del Servicio P~blico de Banca y Cridito. 

El dolo subsiguiente que inicia con una acci6n 

licita, que más tarde se convierte en antijurídica, produciéndose 

un hecho delictuoso, podria en cambio presentarse en el delito a 

comento en la hipótesis típica a que se refiere la fracción I de 

la Ley bancaria a comento en su primera parte, pues teniéndose en 

cuenta que los Manuales de Procedimientos Bancarios otorgan a los 

~~rvidores públicos bancarios un lapso para proceder al registro 

de operaciones, po.sando el término legal del caso, el scri;idor 

público omite proceder al registro respectivo se produce el hecho 

delictuoso que en principio constituyó una conducta licita. 

163.- Porte Petit Celesti.ro, Prq¡ram de la Parte General de Del"ecOO Pmal; p. 447, citad> 

tarbién pa~ ~ Vaso:n::clcs Fr:n::isco, ~ 00 Ilerech:> Penal Mex:icro; pp. 195 y :g;). 
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En relación al criterio de extensión que da lugnr a la 

clasificación del dolo en determinado indeterminado, es de 

tenerse en cuenta que existe dolo determinado cuando la intenci6n 

o la voluntad del agente se encalllina con toda precisión a un 

resultado cierto y concreto, en tanto en el dolo indeterminado la 

acción está orientada a producir varios posibles resultados y por 

ello se le denomina igualmente 11 dolo alternativo''. Es ejemplo del 

dolo indeterminado, ''la intención con que actúa el anarquista que 

arroja la bomba en un sitio con.:urrido, ignorándo qué resultados 

provocará (muertes lesiones, dafios, etc.).''(164) Es indudable que 

en todos los supuestos típicos del delito en análisis se presenta 

la especie del dolo determinado en cuanto a su extensión, más no 

la hipótesis de dolo indeterminado. 

En relación a la modalidad de la dirección en el dolo: 

existe dolo directo, cuando se encamina la voluntad para producir 

un resultado típico, el cual debe armonizarse con la intención 

del agente. El delito bancario que analizamos, es esencialmente 

de dolo directo dada la representación y voluntad del agente en 

la consu~aci6n de las diversas hipótesis típicas configuradas en 

dicho ilícito. 

El dolo eventual indirecto, surge cuando en la 

representación del autor se da como posible determinado 

resultado, a pesar de lo cual no se renuncia a la ejecución de la 

conducta, aceptándo las consecuencias de esta.. Por su parte 

existe dolo de consecuencias necesarias cuando no se quiere el 

resultado, pE"ro este va necesariamente ligado con la intenci6n 

del sujeto. Estimamos que en el delito que se considera, sólo se 

actualiza el dolo directv. 
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En relación al criterio de clasificación del dolo en 

cuanto a su intensidad, tlurge el dolo genérico cuando el agente 

dirige su voluntad hacia la comisión de un delito¡ especie esta 

que se da en el delito en mención, no presentandose a nuestro 

juicio el dolo espec-ifico que ~6lo nace cuando la voluntad del 

sujeto tiene la dirección específica que la Ley requiere para la 

configuración del delito, ya que estos ilícitos se identifican 

con las causas del delito y no se dan en abstracto como los 

delitos de dolo genérico. Es ejemplo del dolo e.spccífico el tipo 

agravado, complementado y cualificado de parricidio, en relaci6n 

este al tipo básico, toda vez que mientras un delito se agota con 

matar (homicidio). el otro se consuma con el hecho de privar de 

la vida precisamente al ascendiente, sin que por lo demás se 

aprecie en el artículo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio 

Público de Banca y Crédito por ejemplo, el quebranto patrimonial 

a una institución de crédito determinada o que en relaci6n a 

cualesquiera de las hip6tesis típicas de dicho ilícito, existan 

otros tipos cualiricados agravados o privilegiados. 

En relación al criterio de duración se expresa que hay 

dolo de impetu cuando la intención va seguida de la ejecución del 

d~lito sin mediar lapso 0.lguno, caso este que se presenta en los 

delitos de tipo pasional por excelencia y que estimamos no se 

actualiza en el ilícito materia de este trabajo. 

El dolo normal es el que da en casi todos los 

delitos. Sin embargo estimamos que el delito materia de esta 

tesis es de los de propósito porque el servidor público bancario 

al actualizar cualesquiera de las hipótesis típicas que 

refiere el rr.ulticitado artícul 91 realiza y prepara todos los 

medios indispensables para consumar su conducta con amplitud 

señalada en capítulo precedente. 
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En cuanto al criterio de clasificación del dolo por su 

contenido que divide a los delitos de daño, de peligro, de daño 

con resultado de peligro y de dolo de peligro con resultado de 

daño, consideramos que en la mayoría de las hipótesis a que se 

refiere el artículo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio 

Público de Banca y Crédito, se actualiza la hipótesis de daño sin 

que se pierda de vista que en las fracciones primera, segunda 

incisos a), e) 1 d), y fracción tet'cera, no es necesario que se 

produzca el quebranto patrimonial, pues basta que surta el 

resultado de peligro, como ya se analizó en el elemento resultado 

de la conducta siendo precisamente este resultado el que rige la 

naturaleza de esta clasificación. Siendo de subrayarse que en el 

peligro a que se hizo referencia. aun cuando no se haya producido 

quebranto patrimonial se surte un resultado de riesgo al 

patrimonio de la Sociedad Nacional Ue Crédito. 

En torno al criterio de clasif'ieaeión en razón de la 

categoria; el dolo en los delitos c:;tudio, lejos de ser 

accesorio. es principal, por existir la voluntad en el agente de 

hacer algo directamente contrario a Derecho. por infringirse en 

primer término las obligaciones y deberes a que están sujetos los 

servidore5 públicos bancarios desde el momento en que empiezan a 

prestar sus servicios en las instituciones de crédito. 

En cuanto al criterio de realización que clasifica el 

dolo ~n posible y real, y que se establece co~o posible en cuanto 

basta pora su existencia, que el ag~ntc cuente con inteligencia y 

libertad para actuar dolosat'lente. siendo real por lo Ó!"."r.'\áS en 

cuanto se descubra por parte del inf"ractor una especial voiunto.d 

en la eJecución; se advierte que el delito en análisis en función 

de este criterio de realización, es posible y real por lo que al 

dolo respecta. Lo ~nterior sin que se pierda de visto. que el dolo 

es forma de culpabilidad y que es juicio de reproche en tanto la 
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imputabilidad es capacidad de delinquir. 

Es de precisarse, por último y de total acuerdo con 

Pavón Vasconcelos, que el artículo 9ª de 1 Código Penal, recoge 

las f'ormas del dolo directo, dolo eventual 01 e inclusive al 

llamado dolo de consecuencias nccesarias.''(165) 

f') La culpa.- La culpa, define Vela Treviño, "es la 

manif'estación de la culpabilidad medien te una conducta 

causalmente productiva de un resultado típico que ere previsible 

y evitable por la simple imposición a la propia conducta del 

sentido necesario para cumplir el deber de atención y cuidado 

exigible al autor, atendiendo las circunstancias personales y 

temporales concurrentes con el acontecimiento''.(166) 

El propio Vela Treviño al desglosar dicho concepto, 

precisa tres elementos: ,.a).- una conducta causalmente típica, 

b).- una Violación del deber exigible al autor; y c).- un 

resultado previsible y evitable''.(167) 

Pavón Vasconcelos por su parte. define la culpa como 

"aquel resultado típico y antijurídico, no querido ni aceptado, 

previsto previsible, derivado de una acción omisión 

voluntarias y evitable si hubieran observado los deberes 

impuestos por el Ordenamiento jurídico y aconsejables por los 

usos y costumbres'',(168) El propio autor sefiala como elementos de 

la culpa: a).- una conducta voluntaria, b) .- un resultado típico 

y antijurídico, c) .- causal entre la conducta y el 

resultado, d).-naturaleza previsible y evitable del evento, e} a~ 

165.- IbiOOn; p. ~-

lf.6.- Vela Tre-.iño Ser-¡;i.o. Q.tlpabilidad e In::ulpebilichl; p. 245. 

167.- Ibi<En. 

1€8.- Pavá1 Vasccn::elos Fran::isco, 1'tnJal de~ Penal Me:dcwo; ¡;p. 411 y ss. 
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sencia de voluntad del resultado; y f).- violación de los deberes 

de cuidado. 

El autor en consulta, a quien seguimos en este tema, 

enseña que la culpa se clasifica en consciente, llamada también 

con representación previsión inconsciente, dcnomin.ndu 

igualmente sin representación o sin previsió11. 

Exlste culpa consciente cuando el sujeto ha 

representado la posibilidad de causación de las consecuencias 

dañosas, a virtud de su acción o de su omisión, pero ha tenido la 

esperanza de que las mismas no sobrevengan. 

Se está en presencia de la culpa inconsciente (sin 

representación}, cuando el sujeto no previó el resultado por 

falta de cuidado, teniendo "dbligación de prevecrlo por ser de 

nuturaleza previsible y evitable. 

No debe confundirse el dolo eventual con la culpa 

consciente, pues sin ir más lt:"jos, el propio Povón Vasconcelos 

indica que "establecido el punto común consistente en lo 

representación del evento, la diferencia es sencilla de precisar, 

tomándo en cuenta la proyección de la voluntad. En el dolo 

eventual, hay aceptación del resultado previsto como posible 

probable, 0 5ea voluntad, aunque no querer directo, en tanto en 

la culpa consc1ent.e 11c. i • .:i:,.· • ... ol'J~t:'ld respecto al resultado que no 

se quicrP ni se agota a pcsnr de haber sido represcntado''.(169) 

En el pJrrafo segundo del artículo 9° del Código Penal, 

se precisa actualmente la imprudencia en función de 1 

incumplimiento del deber de cuidado pero al no determinarse ~i en 

la conducta del ilícito se actuó sin previsi6n o ccn ~lla (culpa 

100.- Ibidml; p. 415. 
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inconsciente o consciente), lamentablemente se incurrió una 

laguna, crítica esta con la cual estamos de acuerdo el 

maestro Pavón Vasconcelos.(170) 

Es de señalarse que la única posibilidad de considerar 

imprudcncial el delito sujeto a análisis, se encuentra en la 

primera parte del párrafo primero del artículo 91 de la Ley 

Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Cr~dito, pues es la 

omisión de registro de operaciones eCectuadati por la institución 

de crédito de que se trate, es indudablemente un incumplimiento 

del deber de cuidado que supone la inobservancia a los Manuales 

de Procedimientos Bancarios por parte del servidor público, amén 

de que se trat3 de espcci~ de culpa incon~ciente de 

previsión porque indudablemente el sujeto no procede a realizar 

la conducta exigible de acuerdo a la medida de dirección ideal, 

de lo cual ~ra capa=, para inpedir le rcalizacién de los efectos 

nocivos a la institución que se traducen e 1 quebranto 

p3trinonial, sino en el peligro al patrimonio de la institución, 

que por falta de anotaciones contables producen un vicio en la 

contabi~idad correspondiente. 

g) · Inculpabilidad.- La inculpabilidad constituye el 

~spcctc negativo de la culp~hi!idad. 

Son causas de la inculpabilidad el errar y la no 

cxigibilidad de otra conducta. 

l. El Tan~o la ignorancia como el error, 

e>·.nresn Pavón V;:.s:concelos, a quien seguimos en esta parte, "son 

actitudes psíquicas del sujeto en el mundo d~ relación, aunque 

con características diversas. La ignorancia es el desconocimiento 

total de un hecho, la carencia de toda noción sobre una cosa¡ en 

170.- !bitl;ri; p. 416. 
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tanto el error coOsiste en una idea falsa o errónea respecto n un 

objeto, e-osa o situación, constituyendo un estado positivo. para 

los efectos del Derecho, sin embargo, los conceptos se 

identifican, pues tanto vale ignorar como conocer 

folsamente''.(171) 

Castellanos tena, define nl error como ''un vicio 

psicológico que consiste en la falta de con.formídad entre el 

sujeto cognoscente y el objeto conocido tal como éste es en la 

realidad".(172} 

Quedaron atrás laa corrientes jurídicas que 

distinguieron entre error de hecho y error de Derecho ' 1 por la 

notoria dificultad de establecer una clara frontera entre amUos 

errores imponiendose la teoría alemana que precisa los conceptos 

de error de tipo y error de prohibici6n''.(173) 

El error de Derecho. regido por el principio de que "la 

ignorancia de las leyes a nadie beneficia". quedó abandonado 

constituyendo ahora una excepción al e~ror de hecho que comprende 

el error de tipo y el error de permisión. 

Es preciso sin embargo, tener en cuenta que el erro¡ de 

hecho tiene efectos eximentes, pero para que ello suceda, 

menester que sea invencible. Existen dos clases de error de 

hecho: el error esencial y el error occidental. El error esencial 

recae sobre un elemento esencial del delito impidiendo al agente 

conocer exactamen~e el hecho realizado. St ~urt~ ~l error 

accidental, cua~do rec3e sobre conceptos secundarios. 

171..- ?avétl Va:::o.:rcelos Fnn:.í.a::io, M:n..al cE ~ ~ !ilexic:n:i; W• 443 y ss. 

172.- casteUBnos Tera Fern;nt>, J.ir<Br~entai El"""1tales óe Dere:h:> Perol; p. 264. 

173.- Pavfu Vasa::n:-elcs Frarcisco, ?9"ull de Derech::. Pa1al l"ex::i.C3'D; p. cit. 
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El error esencial de hecho, puede recaer sobre el tipo 

o sobre una causa eximente de responsabilidad. 

El error accidental de hecho, puede recaer en un 

resultado no querido pero a él equivalente. o sobre una persona, 

o sobre la comisión de un delito uc no se deseaba ocasionar. Este 

tipo de errores son mejor conocidos como aberratio ictus o error 

en el golpe cuando existe desviación en el golpe, con causaci6n 

de un daño equivalente menor o mayor al propuesto por el sujeto; 

(ejemplo: el robo de una cartera con una suma determinada que 

resultara tener mayor cantidad de la que se creía); abcrratio in 

personam en la que el error no se origina en el acto sino recae 

sobre la persona debido a una errónea representación¡ y aberratio 

delicti que da lugar a considerar falsamente la comisi6n de un 

delito que no se pensaba cometer, realizándose otro ilícito. f:l 

error accidental no surte sus efectos como eximente, dando lugar 

a la plena culpabilidad. 

En el error esencial de hecho, sobre los elementos del 

tipo, el agente realiza una conducta que no es punible por falta 

de ~ipicidad. El error esta especie para que adquiera 

t 0 !2-lo·1ancia jurídica ha de recaer sobre un elemento esencial del 

hecho, debiéndose entender por tal, aquél sin cuya concurrencia 

no se integra el delito. (Ejemplo -enseñaba el maestro Porte 

Petit en clase-, el cazador de venados que priva de la vida a un 

estúpido disl~a~ado de Venado en una llanura). 

El error cuando recae sobre ~1 car5ct~r legitimo en el 

orden jerárquico, o.un cuan:io constituya un delito. si esta 

circunstnncia no es notoria ignorándolo el acusado da lugar a la 

eximente por error esencial de hecho a que se refiere la fracción 

V!l del articulo 15 del Código Penal. 

El error esencial de hecho, cuando recae sobre una cau-
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sa de justificación da l.ugar a las llamadas eximentes putativas, 

sucediendo esto cuando el agente ''se cree amparado por una causa 

de justificaci6n, por una causa de inculpnbilidnd o inclus.o por 

una excusa n.bsolutorin.".{174) Es así como si el sujeto o.ctún por 

error sobre una caus~ de justificación, da lusar a las siguientes 

eximentes: 

a) Legiti•a dcrcnsa putativa. 

b) Obediencia jerárquica putntivn. 

e) Ejercicio de un derecho putativo. 

d) Cumpli•iento de un deber putativo. 

e) Iopedí~ento legitimo putativo. 

r) Estado de necesidad putativo. 

g) Consentimiento del orendido putativo. 

"El. error por convicción se presenta cuando el sujeto 

delinque por e~timar justificadü su c.::>nducta por ncrr.ias 

superiores en valor a la norma jurídica". 1.a derognda fraccí6n 

!II del articulo ge del Código Penal. descartaba la eximencia a 

tal error al expresar que la pr~sunción de intencionalidad no se 

Je::;truye aun cuando el .).~ente hubiere creído ''que la ley C'-:--a 

injusta o moralmente licito violarla''.(175) 

Ln reforma al artículo 15 fracción XI y la a.dic:i6n en 

·.;.!.:-Tud de t(l.l reforma del o.rtículo 59 bis al Código Penal, ambas 

del 30 de r:.::.~i~~bre de 1983. ~u!"tlicadas en el Diario OfiGi31 de 

13 de Enero de .:..9SJ, !'n vigor a los 90 días de su ¡.n .. .'t.!!::0ri6n, 

son como sigue: 

''Artículo 15.- Son excluyentes d~ responsabilidad pe-

174.- Jimét= do k5fu l..uis, Trotado oo ~ Pe-al, T. VI; p. 684. 

175.- Fem'indez D:tila<h Luis, Culpabili<bd y Error, """1"' oo Jur~. Mi!x. 1962. 
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nal: 

••• XI.- Realizar la a~ci6n y omisión bajo el error 

invencible respecto de alguno de los elementos esenciales que 

integran la descripci6n legal o que por el mismo error estime el 

sujeto activo que no es ilícita su conducta.- No se excluye la 

responsabilidad si el error es vencible.'' 

Por otra parte el vigente artículo 59 bis prescribe que 

ºcua.ndo el hecho se realice por error o igr\oranci.'.l invencible 

sobre la existencia de la Ley Penal o del alc:J.nce de ésta, en 

virtud del extremo atraso cultural y el aislamiento social del 

sujeto, se le p()dr.á imponer hasta la cuarta parte de la pena 

correspondiente al delito de que GC tr3tc 

libcrtnd scgfin la naturaleza del caso'', 

tratamiento en 

De conformidad con dichas r~for~as y otenicndonos a la 

moderna tc~ninolog[a surgida de la teoria ale~anat procede 

distinguir entre error de tipo error de prohibici6n; el 

primero, ~iendo invencible, recae sobre los elementos 

con~;·.'..tutiv?s del ~ipo per1nl. en tanto el segundo, se da cuando 

el su.iC't.o pot" error insuperable, considera que el hecho típico 

t"J2-~·:;t.atlo no est5 p:-ohi.Oido, :¡a por no conocer la Ley no 

conocer t>l nlcnnce de esta. ::1 c:.-ro; de prohibición se estirna 

indire.:to los ca.::; os de suposición errónea sobre la 

concúrrencia con la ncc:ión ejecutada, de una causa de 

justificación (error sobre el tipo del permiso error de 

prohibicién). Excluyéndose la culpabilidad aunque pudiera 

concurrir la culpa si ese error fuere vencible ~ evitable seg6n 

el exá~-2:i part1cu.iar ...i.t:l !'-.~::~e-. F:n consecuencia, si aco¡;ieramos 

la J.l~nana • las putativas estimadas 

tradicicnalrncnte corno errores oe hecho, caerinn dentro del 

lla~ado errer de prohibici6n indirecto, pues el mismo recae sobre 

la. antijuridicidad del hecho, dad.o que teniendo plena conciencia 

d~ que su actuar y la consecuencia causal del mismo es ttpica, el 
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sujeto cree por error insuperable que le esti permitido ... 11 (176) 

De conformidad con la reforma de los artículos 

insertos, se estiman como casos de error de derecho o de 

prohibición, los siguientes: 

a).- Error invencible, por estirnarse que el hecho 

tí.pico ejecutado no está prohibido (artículo 59 bis, error de 

prohibición directo aunque limitado constituyendo una excepción 

al llamado error de l1echo). 

b) .. - Error invencible por estimarse que el hecho, 

siendo en general prohibido, en el caso particular se encuentra 

justiricado a virtud <le una circunstancia que realidüd no 

tiene esa eficacia (artículo 15 fracción XI del Código Penal); y 

e).- Error invencible al considerarse que el hecho, si 

bien está prohibido en general, el caso particular 

encuentra comprendido en una aut6ntic3 causa de justificación que 

en la realidad no concurre (artículo i:i Iracción XI del citado 

Ordenamiento). 

Para la mejor comprensión sobre la "teoría del error 

reseñada. que cuando se refiere al error invencible opera el 

delit"o a estudio. 

transcribe: 

incluye el cuadro que a continuación de 

176.- N:Jta ru ?avál Vaso:n::eloo, cp. Cit., nm:ntárrl:ee al Progrmo de Derech:> Penal Ce c.cl.e:.tiro 

A:rte Petit 
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n) Rocae odre la cxrdcta o he-­

ero t!pil"icalo. 

b) - odre el d>jclD. 

Roc:ne sctrc e) Rocae odre el atjeto pmiw. 

los el<mn- d) - sctrc el canlctzr ~-

- escn:lf! tillO de la ~ o hocln. 

les del tipo: e) !lnle odre el can!<:t= legí-

tillO de la <rderl (OOcdienc:la 

legítine). 

I lt>on'ntio ictlB (erra- .... el gol¡>e). 

l Ab<rtatio in in=n (CITIX" al la l""""%B o .., el d>jeto). (177) 

2. No cxigibilidad de otra conducta.-La no exigibilidad 

de otra conducta funda en cuanto se considera que se excusa el 

obrar del agente en función de que el Estado no puede exigir del 
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sujeto que actúe conforme a Derecho en razón de las 

circunstancias que mediaron al transgredir o poner en peligro un 

bien jurídico. 

Afirma Mezger que ''no act6o culpablemente la persona a 

quien no puede exigida una conducta distinta la 

renliznda". (178) Porte Pctit al rererirse a la causa de 

inculpabilidad que nos ocupa. ha aicho que "lo que no se puede 

negar, es que la no exigibilidad de otra conducta cobra un campo 

insospechado con una doble finalidad justicicra''.(179) 

Debe precisarse como caso de no exigibilidad de otra 

conducta el estado de necesidad cuando los bienes en conflicto 

son de igual valor. lo que debe de diferenciarse del Estado de 

necesidad cuando los bienes conflicto son de dintinta 

categoría, pues en el primer caso estamos en presccncia de una 

causa de inculpabilidad por no cxigibilidad de otra conducta y en 

el segundo estaremos en presencia de una causa de justificación. 

El único CRSo de no exigibilidnd en los delitos a 

estudio lo cncontromos en la especie de temor rundado a que 

refiere el ar'tículo 15 fr•acción I\' del Código Penal, ya que el 

funcionario ante el mal real, grave inminente sobre su 

persona,. procede con su conducta, a la reali .. zaci6n de supuestos 

divet·sos a que se rerieren las tres fracciones del articulo 91 de 

la Ley Reglamentaria del Servicio ~óblico de Banca y Cr~dito. 

::ciiala. l::i. L!!y ':"n 'for"lfl 1 irr1itadísima como casos de no 

~xip,ibilidad de otra conducta los sieuientes: 

178.- !>'\.~ F.dru"rl, SCCÚ1 cita de Porte Petit Celestino, Prc:grarn 00 la Parte~ de Derech:> 

Penal; p. 5...-:'.'.6. 

1'79.- Porté Pctit C.Clestiro, Inportar.i.a de la O::l:)rática Juridica Pcnll; p. $. 
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a}.- El estado de ncc~sidad, cuando el bien sacrificado 

es de igual valor al salvado, comprendido en la amplia fórmula de 

la fracción IV del artículo 15 del Código Penal en la cual se 

o.lude en forma genérica al "obrar por la necesidad de 

snlvaguardar un bien jurídico propio o ajeno, de un peligro real, 

actual o inoinentc ..• 

b}.- La coacción o violencia mor::\l (vis cor.ipulsiva) 

denomianda ''temor fundado e irresistible'', (Fracción VI). 

e).- El encubrimiento en los términos a que se refiere 

el .:irtículo -!00 fracciones 11! (en lo relativo al ocultamiento 

del infractor) y IV tratándose: a') de parentesco, b') cónyuge, 

concubin.1tc; y e') l..)~ qu~ cstan ligados con el delincuentl? por 

amor, respeto, gratitud o estrechü amistad derivados de motivos 

nobles. 

d) Aborto honoris causa. sancionado con peno atenuada; 

e) Aborto con s~ntirnentales 1 sancionado con 

remi¡;ión de pen3 {artículos 332 y 333 l.O f1ne).(l80l 



CAPITULO X 

CORDICIORES OBJETIVAS DE 

PURIBILIDAD Y SU AUSENCIA. 

(LA QUERELLA Eft LOS 

DELITOS BANCARIOS). 

Castellanos Tena al tocar el tema de las condicione~ 

objetivas de penalidad precisa que no son elementos esenciales 

del delito, ya que si las contiene la descripción legal se 

tratará de caracteres o partes integrantes del tipo; si faltan en 

é1, serán "meros requisitos ocasionales, y por ende, accesorios 

fortuitos''. Agrega que ''no esti delimitada con claridad su 

noturnleza y que se les conlunde con los requisitos de 

proccdibilidad. Afirma que son definidas 11 com.:> aquéllas 

exigencias ocasionalmente establecidas por el legislador para que 

la pena tenga aplicación'', y cita como ejemplo la calificación de 
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la quiebra fraudulenta. Añade: ''nótese cómo este requisito en 

nada afecta la naturaleza misma del dclito".(181) 

No estnmon de acuerdo, independientemente del respeto 

que nos merece, con el criterio ya expuesto, pues partiendo del 

criterio que la quiebra puede ser ~ulp~ble. fortuita o fraudulen­

ta, cicrtnmente notamos que este requisito en México a la fecha. 

en nada nlecta la naturaleza del delito, perc a,ct·egamos, sucede 

lo contrario cuando el ilícito haya sido nativo de calificación 

por el Juez civil como se estableció en el articalo 901 del 

Código de Comercio mexicano y como hoy lo establece la legisla­

ción espnñola, pRra la existencia del delito de quiebra en los 

articules 520 y 5~1 del C0digo Penal Español.(182} 

En este ar~u~en~o no obsta que como resultado del 

principio de oepar·aci6n entre la jurisdicción pcnnl y civil, el 

ur-tículo 113 de la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos vigente 

haya dt.·rogadc el ap;:i,rtado relativo .:i tales juicios universales 

del C6digo de Comer~io. 

E~ 3poyo ,!e estos razonamientos. Córdoba Roda al 

COJ"i!::!1t<J..r Mnuruci1, pre e is~ como condición objetiva do 

punibilidad la impuesta ''para la existencia del delito de 

~uiebra".(183) 

Deling cr. su esquema de Derecho Penal expresa que "hay 

liguras que, aparte de la ejecución culpable del t.ipo, requieren 

~un ciertas circunstancias obJet!vas, que no es r1ecesario sean 

181.- ~tcllL:n::is Tcrn !'"e:n'rl±>, ~. Cit.; ¡:p. ZTl y Z:'B. 

ls:!.- l\!"tío..ilo 5....'"ú.- El q..L~ Q.l'-' :f\Jcro. declaracb en irc.olveo:ia frau.:Llmta, ccn arreglo al 

c.éd-4,~ de Ccr..c:cic.(a."'tículo 524}. ser5 castig¡:rió ccr1 la pera de prt.."'Sidio rra¡yor. 
kticulo 521..- El q~ q...e fUere dccl.anld::i m irsllvEn:-ia culpnble m a.1gµoa 00 las 

c:a...GJ.S cq;µ."'M'r.:.il .. i.~ u> d ürtlcu..!.o 5=s d::l Cédi¡;:; ~ C'ae"Cio, i...""CUn"'irá ffi psna de presidio 

183.- Cit.¿¡, de .Iim2nez de A::úa l.J.J.is, 1?-e:tOO:i de Oerecin Pt:ra.l, Taro VII, p. 26, 
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abarcadas por la culpabilidad, y pcr eso no son cnracterísticas 

del delito-tipo sino elementos puramente objetivos de la 

liguro.".{184} 

Mezger define a las condiciones objetivas de puni­

bilidad como "las circunstancias exteriores especialmente previs­

tas por la Ley, que con!'orme a su naturaleza propia yacen fuera 

de la culpabilidad del agente''.{185} 

Zarcaroni textualmente expresa en síntesis ''creemos que 

algunaS de las llamadas condiciones objetivas de punibilidad son 

elementos del tipo objetivo que, como tales, deben ser abarcados 

por el conocimiento {dolo) o por la pos.ibilidad de conocimiento 

(culpa)¡ en tanto que otras son requisitos de perseguibilidad, es 

decir, condiciones procesales de operatividad de coerción 

penal".(18G} 

Battagl ini, por su parte, termina por concluir, de la 

S"iguiente 'forro.a: "'en suma, tales condiciones están fuera. de la 

causalidad material, esto es, de la conducta del agente y del 

resultado causado, y están fuera también de la causalidad moral, 

esto es, de le culpabilidad, y por eso no pueden formar parte de 

los elementos del delito••. Por otra parte que "la condición de 

punibilidad surge después de la comisión del delito, se deduce 

claramente del artículo 4A que, al denominarla condición de 

punibilidad del delito, reconoce que éste existe antes de la 

verifica.ci6n de aquella, de otra manera la habría denominado 

condición de punibilidad del hecho''.(187) 

154.- BelirG Emcst Ven, f.s:µna de Dere::to Perol; p. 94. 

lll5.-~ Ednn:b, Tratt<h de°"""""' Peral; T. l; p.353. 

l.815.- Zaffarcni f.>.J&<nio ibll, - de Dere:m fulal. Pare C°ela"al, p. ero. 
187.- Porte Petit Cclc:;tiro, ~de la Parte Ge;enU del Derecro Peral; p. 553. 
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Sin e~bargo Luis Jiménez de Asúa no está de acuerdo con 

tales condiciones por considerar que ''las condiciones ohjetivae y 

extrínsecas de culpabilidad que mencionan los autores, no son 

propiamente tales, sino elementos valorativos, y, más comúnmente 

modalidades del tipo. En caso de ausencia funcionarán como rormas 

atipicas que destruyen la tipicidad''.(188) 

Notoriamente estamos de acuerdo en este único 

aspecto con el egregio jurista porque resultan indemnes las 

conSideraciones de Bataglini. Sí, en cambio, concordamos con el. 

pensamiento de JimEnez de Asúa en cuanto expresa ''a nuestro 

entender, las más genuinas condiciones objetivas son los 

presupuestos procesales que a menudo se subordina 1a 

persecución de ciertas figuras de delito, como la calificación de 

la quiebra''.(189) 

Se ha considerado en México como ejemplo de condición 

objetiva de punibilidad el requisito d~ los sesenta días a que se 

refiere la fracción II del artículo 303 del Código Penal en el 

delito de homicidio. No estamos de acuerdo con ello. 

Encontramos en cambio, una auténtica condición objetiva 

de punibilidad en el artículo 92 de la Ley Reglamentaria del 

Servicio Público de Banca y Crédito que previene para los casos 

previstos en los artículos 89 a 91 de la mencionada ley. se 

procederá a petición de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Públicc.., la que escuchará la opinión de la Comisión Nacional 

Dancaria y de Seguros, condición gene~al ésta sujeta a derogaci6n 

en el propio precepto bajo el principio lex especi.alis derogat 

lex genera1ls, pur.:: el pfrrrafo segundo del articulo 92 de la 

Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito se 

lSS.- Jim!nez de k;.j;; Luis. La Ley y el I>olib:>; p. :fil. 

189.- IbiOO'n. 
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precisa que "tratándose de los delitos 

artículos 90 y 91 fracción II, (pero s6lo 

que se refiren los 

estos casos) también 

se podrá proceder a petición de la Sociedad Nacional de Crédito 

de que se trate.'' 

Esto es, se trata de una condición de punibilidad por 

encontrarse fuera de la causalidad material, decir, de la 

conducta del agente y del resultado causado (mismo que también se 

da aun en los delitos formales), y están tuera también de la 

culpabilidad, amén de que surgan después de la consumación del 

delito;· lo que deja en pie el razonamiento de Dattaglini y al que 

como su concepto remite, como ya lo vir:ios el portentoso maestro 

veracruzano en su programa de la Parte General del Derecho Penal. 

Cabe añadir que el hecho de apreciar como condici6n 

objetiva de punibilidad la petición de la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público o en su caso de la Sociedad Nacional de Crédito 

de que se trate, no quita que en el Derecho adjetivo y por tales 

ofendidas se pueda apreciar su querella como requisito de 

procedibilidn.d. 

Es justa la dcr.'landa de Castellanos Tena de que las 

condiciones objetivas de punibilidad sean urgentemente objeto de 

una ••correcta sistematización de ellas para que queden firmes sus 

alcances y naturaleza jurídica''.(190} 

Creernos a la lu·.:. d~ la dcctrin:i extranj'?r-P. y r:i~xic:ana 

inv~cnda~. qu~ el D~recho Penal bajo el cual se rigen los delitos 

especiales con sus particularidades debe recoger el sentido y 

alcance de las condiciones objetivas de punibilidad en los 

términos expuestos. 
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En cuanto a la ausencia de las condiciones objetivas de 

punibilidad, basta precisar ante su inexistencia que no puede 

castigarse al agente sin que de ninguna manera podamos a.firmar 

que medie existencia del delito, lo cual lógicamente ocurre en 

los delitos bancarios, pues de cumplirse los extremos de querella 

a que se contrae el artículo 92 de la Ley Reglamentaria del 

Servicio Público de Banca y Crédito, no podrá perseguirse ninguno 

de los delitos a que el mismo precepto se refiere por ausencia 

del indispensable requisito de procedibilidad de querella 

necesaria. 



CAPITULO XI 

PUNIBILIDAD Y EXCUSAS 

ABSOI.UTORIAS. 

a) f'unibilidad .. - Dentro de la doctrina. uno de los 

as~c~toe de mayor discusión lo ha sido la punibilidad. En efecto, 

ulgunos la consideran como elemento del delito, y otros le 

atribuyen la característica de ser una consecueneia del misma. 

Carr~ra afirmó que '' .•• Al definir al delito como 

inf'rncci6n de la ley sancionada, se llega a admitir que aún una 

acción eminentemente malvada y nociva rueda no ser un delito en 

el E~tado en que ningu!1a ley lo prohiba; y que, en cambio una 

acción inocent(sima se convierte en delito por el capricho de un 

legislador bórbnro al que le vino en gana declararla como 

tal".{191) 
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Ferríf militante de la 1H;cuela positiva, señala que ln 

punibilidad es un elemento del delito definiEndolo como ''la 

acción u omisión mcaiante la que se viola la Ley penal y para la 

que esta conmina una sanción represiva''.(192) 

Manzini ex.plica- que ''el delito y pena son ciertamente 

términos correlativos 1 pero distintos; de manera que la sanción 

no es un elemento del delito, sino por la contrario, un elemento 

extrínseco en el cual se concreta la responsabilidad penal de 

aquel que hu cometido un delito''.(193) 

Mezger na considera la punibilidad corno elemento del 

delito, definiéndolo como corno "la acción tipicamente 

antljuridíca y culpabll?". (194) 

Soler afirma que "para que un acto tenga que ser 

punible es necesario que el delito sea 'una acción tipicamente 

ant.tjurídíca, culpable y üdecuada o una figura legal :::onf"orme a 

las condiciones objetivas de ~sta''.(195) 

Fontán lialcstr.a de plati.o acepta que la pena sea un 

elemento del delito y al efecto señala que "es la pena ln más. 

esencial cat"acterlatica del delito en cuanto lo distingue 

nitidamentede las qemás aeciones antijuridicas y culpables".(196) 

Por su parte Luis G. Cabra! sostiene que "el delitt:> 

como acción ade<.:uatl~ a un tipo p(?nal ~ antijurídica, culpable y 

192.- Fe?Ti. Enrice, ~ Ctirnirnl; p. 534. 

193.- Vanz.ini Vice'Wl., Trata.cb !!e~ Paial, T. U; pp. 4 y 5. 

194.-~ &m.rd, Trota:b de ~ Penal, T. I: p. 155. 

195.- Sol.e!" SdastiÍl'l, ~ Pcníll Argentin::>, T. I; p. ZZJ. 

19$.- lhlestro Fanti'1, !otn.ul oo ~ Peml; p. 2!51. 
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sancionada con una pena, incorporóndo nsí esto Oltima al concepto 

de delito.''(197) 

La punibilidad como sanción fijada en la ley presenta 

las características de generalidad y abstracción. en tanto la 

pena como $anci6n aplicada por el juzgador 1 es particular y 

concreta. 

b) Especies de la Pena. - La penas agrupan de 

acuerdo a su na turalcza, enseña el maestro Don Raúl Carranca. y 

Trujillo-, en cinco grupos diferentes, que pueden se:-: a) contra 

ln vida; b) cor?oralcs; e) contra la libertad; d) pecuniarias; y 

e) contra ciertos derechos.{198) 

En el delito a coriento sólo se dan penas en contra de 

la libertad del delincuente y en contra de sus b.1.cncs: .:.á.rccl y 

multa respectivamente. 

e) Penas privativas de 1ibertad.- En el artic11lo 91 de 

la 1.ey Rcgl.arr.cntarii'.l del Servicio Público de Banca Crédito 

vigente, se establece una pena de dos a diez años de prisión para 

el delincuente que se coloque en cualquiera de les casos 

previstos por l.as fracciones 

artículo. 

Ill sigui~ntr.s del miumo 

Por lo que respectn a quien incurra en lo previsto por 

ln 'fracci6n tr del mismo articulo 91, se nplicnrán las penas que 

establece ~l a:-:f~11lo 90 de esa Ley Bancaria: que establece dos 

supuestos a saber: 

a) .. - Cuando el monto del quebranto patrimonial ne exceda del 

~quivalcnte a quinientas veces el salario mínimo general d¡arlo 

197.- CEbra1 Luis G. 1 Cmpm::li~ de~ Pa:al. 1 Parte G6'Eral; p. 243. 

1$ .. - CarTancá y Trujillo Ha.il., lJero:.j'X) Pe-al Mexican:::>; p. 
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en el Distrito Federal 1 se impondrá prisión de tres meses .n tres 

años. 

b) .- Cuando exceda de dicho monto, es decir de quinientas veces 

el referido snlario, se aplicará prisión de dos a diez años. 

En todos los casos se deja al arbitrio del juzgador la 

individualización de la pena, misma que deberá ser en términos de 

los articulas 51 y $2 del Código Penal vigente, de conformidad 

con lan candicioneg objetivas ctel ilícito y subjetivas del 

dclinC"uentc. 

d) Penas pecuniarias.- Precisa el artículo 91 de ln Ley 

t>Pt;lar>1e-~~tarin del Servicio Público de Banca y Crédito ln 

it:ipvsición de unn r.rnlta ademii::; de l'l privativa de libertad. La 

"nUlta es la prir.cipal peno diri.¡ ... id<i en contra del patrimonio del 

delincuente. El condenado a una pena de multa, debe pagar en el 

térnino que la sentencio f'ije en cuanto a la privación de la 

libe:·t3d y la !"alta de pago determina un aumento en 1.<i retención 

El artic~ilc ')l e:>tri.blect' la ir,ipcsición de una multa 

hnsta por la canti.:iad equivalente a cinco mil vec::es el salario 

minirao gcn~ral vigente para el Distrito Federal, en el momento de 

comel(·rse el delito en los casos de las fracciones I y Ill 

~lgt1icntcs del mismo precepto. 

Por lo que r.:~~f:'r:-':;ci al delincuente que incurra en 

alguno de le~ ~uru~~tos previstos por la fr~cción 11 ti~ apl~car~n 

lu~ penas previstas pot' el artículo 90 Ue l:i Ley Reglamentaria 

del Servicio Público de Banca Crédito, que establece dos 

supuestos de acuerdo al quebranto patrimonial sufrido por la 

inst!tu~iAn de cr€dito, en los siguientes términos: 
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a).- Multa de treinta a trescientas veces el salario general 

mínimo vigente en el Distrito Federal, en el _momento de cometerse 

el delito, cuando el monto del quebranto no exceda del 

equivalente a quinientas veces e~ referido salario. 

b).- Multa hasta por la cantidad equivalente a cinco mil veces el 

referido salario, si el quebranto patrimonial resulta ser 

excedente al equivalente a quinientas veces el salario mínimo 

general vigente en el Distrito Federal, al momento de cometerse 

el delito. 

Igualmente la pena de multa es fijada por el Juez n su 

arbitrio dentro de los linderos señalados por los artículos 51 y 

52 del Código Penal. 

Nótese que esta modalidnd de cuantificar las sanciones 

económicas previstas por las leyes, en cantidades equivalentes al 

salario mínimo, surgió como respuesta al elevado índice 

infacionario que de 1982 a la fecha ha permanecido en nuestro 

pais. Esa constante inflación económica a la fecho en que se 

implantó esa modalidad en las leyes mexicanas, había ocasionado 

respecto a ese punto, una situación que convertía a tales ponas 

en irrisorias, lo que las constituía cáducas. Razón tenia Da.vid 

Ricardo, quien desde la Edad Media subr3yÓ que existían dos Lipas 

de salario: real y nominal; el salario real, fué considerado como 

aquel que al paso del tiempo rendía lo nismo, es decir alcanzaba 

para comprar los mismos bienes; en tahto que t?l salar-io nominal 

se caracteriza por la pérdida del poder adquisitivo del mismo. El 

!;O.ln!"'i(' r!."'al era facr.ible así cor.'IO un salario en especie, 

tanto el noPinal como un snlario en dinero. 

Por salario se entiende de acuerdo con el articulo 82 

de la Ley Federal del Trabajo, "la retribución que debe pagar el 

patrón nl trabajador por su trabajo'' y ese salario de acuerdo al 
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artículo 85 del Ordenamiento citado "debe ser remunerador, y 

nunca menor al fijado como mínimo''. 

Ahora bien; es el articulo 90 de la Ley laboral el que 

define al salario míni~o como ''la cantidad menor que debe recibir 

en efectivo el trabajador por los servicios prestados en una 

jormnada de trabajo''. El mismo precepto le atribuye como 

características el que ''debcri ser suficiente para satisfacer las 

ncce5idades nor~ales de un jefe de íamilio en el orden material, 

social y cultural, y para proveer la educación obligatoria de los 

hijos''. Ese salario además protegido por órganos de la 

Autoridad competente pues la Ley ''considera de utilidad social el 

estableci~icr.to de instituciones medidas que protejan la 

capacidad adquisitiva del salario y faculten el acceso de los 

trabajadores a la obtención de satisfactores''· 

Como vemos, la medida de preveer asi las multas por la 

Ley, ante> la in.posibilidad del Estado Mexicano de detener los 

índices inflacionarios en la economía del r.iismo que convertían 

las sanciones pecunia.ras irrisorias irrogándole a la ley la 

consecuente ineficacia de su 3catnrniento, resulta adecuada. 

El prir.ier párr3fo del artículo 90 y el mismo del 91, de 

ln Ley Hcglarnentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, 

fueron reformados por decreto publicado en el Diario Of'icial el 

19 de enero de 1988, el propósito de establecer una 

proporcionalidad entre al daño c;i.usado y la pena, ello porque 

antes de la mencionada reforma, la Ley Reglamentaria del Servicio 

P~íh1 ico de Banca y Crédito, establec!a sanciones de dos a diez 

o.ñas y multa de hasta cinco mil veces el salario ninimo general 

vigente en el Distrito Federal por la coml.sl.ón de cualquiera de 

los delitos previstos en ella sin importar el monto del quebranto 

patrimonial en lo conducente. 
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Es obvio que la comisión de delitos bancarios por 

funcionarios o empleados de las Sociedades Nacionales de Crédito 

correspondientes, encucnt!"an otra sanción lógica en la recisión 

de su contrato de trabajo por causas a ellos imputables. 

e) Excusas absolutorias.- Consisten estas en opinión 

del maestro Castellanos Tena en "aquellas causas que dejando 

subsistente el carácter delictivo de la conducta o hecho, impiden 

la aplicaci6n de la pena.''(199) 

Jiméncz de Asúa las identifica como la no aplicación de 

la pena por causas de utilidad pública, aún cuando el del ita 

haya configurado plenamente.(200) 

E:s decir, por salvaguardar un bien o inntitución de 

mayor importancia, el legislador t1a decidido la no aplicación de 

la pena al delito cometido. 

En el delito a estudia, consideramos que no se dan las 

excusas absolto~ias, porque visto el quebranto patrimonial, así 

como que ese daño o puesta en peligro patrimonial lo auf're el 

E:stado indirectamente en su Patrimonio, y en razón de que el 

delito es cometido pvr un empleado o funcionario público, no hay 

ninguna relación medular entre la Sociedad Nacional de Crédito y 

el delincuente dt la que pueda emerger bien, relaci611 o 

institución a proteger bajo la forma de excusa absolutoria. 

La Ley tanto Penal como E:special, no establecen ninguna 

199.- Cast.el1ax::s Tma Femn:b, Line:mi.mtos Elmenb.les de~ Peial; p. 276. 

200.- Véase Ji1riinez OC- Asúa Wis, La Ley y el Delito; p. 433. 



CAPITULO XII 

TENTATIVA, PARTICIPACION Y 

CONCURSO DE DELITOS. 

a) Formas de aparición del delito (Iter cri•inis) .- Es 

u!1'1nimc la doctrina al expresar que a las diversas etapas que 

recorren todos los delitos para llegar 

denominan iter criminis. 

su consumación, se 

El iter cr1m1111s s~ encuentra constituido por dos 

etapas: 

a) Interna.- Es aquélla que inicia con la idea del 

sujeto de delinquir termina en el momento anterior la 

exteriorización. Esta fase comprende la ideación, la deliberaci6n 

y la resolución de cometer el delito. La fase interna queda fuera 

de toda acción penal en razón de que nadie puede ser penado por 
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sus pensamientos.; y 

b} Externa.- Es la que se inicia con la manifestación 

del delito y termina con la ejecución del mismo. Las fases que 

comprende son la resolución manifestada, los actos preparatorios, 

y la ejecución, pudiendo devenir esta última en tentativa o 

consumación. Por su importancia procederemos a definir las fases 

de la etapa externa. 

Resolución manifestada.- Es la deliberación interna de 

la idea crir.iinosa, realizada objet.ivamcnte en el mundo externo. 

Lo. idea que residin en el pensamiento aflora al exterior. La 

manifestación no es punible pero podemos encontrar la excepción 

en lo~ d~llto~ de a~·e11a2as e injurias. 

Actos preparatorios.- Son los que no constituyen la 

ejecución del delito. pero se encuentran referidos al mismo 

delito que Be trata de cometer: son los hechos y circunstancias 

n~cesariat: que realiza el delincuente. para la ejecución del 

delito. 

Ejecución.- Esta puede dar lugar a la tentativa o a la 

consumación. 

b) Tentativa.- Conforme al artículo 12 del Código 

Penal, ''existe tentativa punible cuando la resolución de cometer 

delito exterioriza ejecutando la conducta que debería 

produc1rlo u omitiendo l~ que debería evitarlo, si aqu~l 110 Ge 

c.onsu.ma por causas ajenas a la voluntad jel agente. Para imponer 

la pena de la tentativa, los jueces tendrán en cuenta la 

temibilidad del autor y el grado a que se hubiere llegado en la 

ejecuc:.ón del delito. Si el sujeto desiste espontánea.mente de la 

eJecuc1ón o irnpi~c 13 consunaci6n del delito. no se impondri pena 

o medidu de seguridad alguna por lo que a éste se refiere, sin 
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perjuicio de aplicar la que corresponda n actos ejecuto.dos 

omitidos que consatituyan por si mismos delit:os." Es loable la 

reforma a este artículo en cuanto ya no castiga el hecho del 

ar~cpentimiento espontáneo del autcr. 

Con acierto expresa Ramon Palacios Vargas, que "la 

existencia juri.dica Oel delito tentado viene de su particular 

previsión genérica en la ley, y del tipo principal; tiene su 

propia materiGlidad, puesto qwc cbjctivamcrtc diverso el 

ret;ultado -materlul o simplemente jurídico- del tipo principal, 

que la obje1.ividad de la tentativa consiste- en la puesta en 

peligro de aquél bien garantizado por el referido ti¡.:c.; :H 

1Entativa es perf.:.;t:.i, y ahí incriminable, cuando satislace los 

elementos subjetivos y objetivos veces normativos- requeridos 

por norma general y por la norma que tutela el bien 

agredido". ( 201} 

"En la tentativa -enseña Castellanos Tena-. existe yn 

principio de ejecución y, por ende, la penetración en el 

n~cleo del tipo~.(202) 

El mísmo Rumon Palacios Vargas, af'irma que "la 

t~nt~tiva requiere, dentro del sistema entronizado por el Derecho 

prnal liheral, una norma especi!'ica que prevea esa actividad, 

para poder ser incriminada; la norma de la tentativa es 

occesoriJ.; ::.;é!o cobra vida al contacto con la norma pr"incipal de 

la que es un grado menor. Es un tí~ulú de d~lito autónomo 

-tentativa, frustración-, pero jnt:l.ás tiene vida por si. No hay 

pues el delito de tentativa, sino la tentativa de un deli"t.o, por 

ser 'el fruta de la combínacián de dos normas incriminadoras; una 

principal y otra secundaria. las cuales dan vida a un nuevo 

aJl.- Palacíoo Varga-:; J. ~. La Tentativa: p. 27. 

al2.- CJste-11.ancs Ten fern.:rd::I, I....i.nea':Ucntr::e E.lmaitales de Dercctlo Palal; p. 295. 
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título de delito, el delito tentado• como resume Bettiol y acepta 

la doctrina dominante; en nuestro régimen jurídico penal, dados 

los términos en que se encuentran concebidos los artículos 14 Y 

.16 constitucionales, la tentativa, para ser incriminada debe 

recib!r previsión legal. No desmPrece la considcraci6n de que el 

legislador eleva verdaderas tentativas a la categoría de delitos 

pcr se, 

vinculado, 

cuanto que nhi pierde su carácter accesorio, 

ya tentativa de un delito, sino figura 

tipicu".(203) 

La tt:"ntativa puede prescnto.rse corno inacabada, la cual 

existe cuando se interrumpe el proceso del delito por causas 

ajenas a la voluntad del agente habiéndose omitido algún acto 

encaminado .:i la reali!.!ación. Corno acabada conocida también como 

frustración, ocurre cuando completándose el proceso ejecutivo no 

hay consumación, por causas aj e nas al agente aun cuando no hayan 

ejecutado todos los actos para producir la infracción penal sin 

que se haya omitido ninguno. 

Por lo qllC' respecta al 'fundamento de la punibilidad en 

lu t•_•:-:tativa de acucrdn .:i. Carrara, es opinión dominante que "la 

base de la imputabilidad del conato es el peligro corrido por el 

derecho" o como lo traduce en un lenguaje más moderno Luis G. 

Cabra!, "el fundamento del castigo de la tentativa es el peligro 

corrido por el bien juridico que la ley tutela''.(204) 

E~ el delito materia de este trabajo. puede presentarse 

la t:t"'nt.at1va ya sea acabada inacabada; µ~ro ~lle 

hip6t('Osi~ de ilícitos que requieren Ue resultado material como 

sucede en tratándose de los supuestos a que se contraen la 

al.3.- Pala:ics Vargas J. Parál, La Tentntlva; W• .22 y 23. 

CD4 .- Véase Cobra! Luis C. , Ccr.pendio de Dercch:> Pelal, Parte Q:neral ¡ p. A'l3. 
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fracción II incisos 3), b), c), d) e), y la fracción 111 del 

artículo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca 

y Crédito. Por lo que respect3 a la fracción I de dicho numeral, 

por tratarse d~ un ilícito de carácter formal que se tipifica con 

la me1·a conducta omisiva o negligente del activo, no se surte el 

tipo amplificador de la tentativa. En otro orden debe recordarse 

que los delitos formales co~o el de atentados al pudor, no 

admiten la tentativa. 

e) Participaci6n delictuosa (concurso eventual).- En la 

po.rticipación o concurso eventual de sujetos se requiere: "a} 

Unidad en el delito, y b).- pluralidad de personas, acertadamente 

afirma Pav6n Vasconcelos.{205) 

Son delitos unisubjetivos aquellos en los cuales basta 

la intervención de un sólo agente para que ~ean producidos 

mientras que en los plurisubjctivos, es necesaria la intervención 

de dos o más sujetos para integración, virtud de la 

descripción típico., ejemplo de estos es el adulterio, 

presentindosc en este caso coautoria en el concurso necesario; en 

tanto, en los primeros, puede surgir con la participación el caso 

del llamado concurso eventual de personas, le que en puridad 

tampoco se descarta en los llamados delitcs plurisubjetivos como 

en el caso del cómplice en el adulterio. 

El artículo 13 del Código Penal regula l participación 

en los términos siguientes: 

"A-:-tir:•11n 13.- Son responsables del delito: 

1.- Los que acuerden 

realización; 

~repa:"en su 
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II.- Los que lo realicen por sí; 

III.- Los que lo realicen conjunta~ente; 

IV.- Los que lo lleven a cabo sirvién-

dose de otro; 

V.- Los que determinen intencionalmente 

a otrc a cometerlo; 

VI.- Los que in~encionalmente presten 

ayuda o auxilien a otro para su comisión¡ 

VII.- Los que posterioridad a su 

ejecución auxilien al delincuente, en cumpli­

miento a una promesa anterior nl delito, y 

VIII. - Los que intervengan con otros en 

su comisión, aunque no conste quien de ellos 

produjo el resultado. 

Adevertimos de dicho precepto que el legislador 

previene en la actualidad todas las formas de participación en 

los términos siguientes: 

La fracción I, el acuerdo preparación del delito 

también 11 a:nnda par ti e ipac i ón por preordenac ión. ( 206) Es t'l 

fracción sólo opera respecto a la realización del delito y no en 

los actos de ideación, d~libcración y resolución que se dan en la 

mente del sujeto y que no son s~ncionables. 

La fracción Il nlude .sólo a la realización del delito 

por !::Í, o sea los autores. Unicamente comprende el autor 

material, a quien materialmente realiza la conducta típica. 

Luis C. Cabra! precisa que ''autor es el que ejecuta el 

ht.!c.ho de$crltc e:-! c>l tipo penal y coau+ores todos los que toman 

parte -inclusive parcialmente-, 

hecho.(207) 

la ejecución de 

2C6.- Alba M.fuz Javier, Ap.11.tes de Clase, F.scuela Libre de Dcrech::>¡ ~co 1974. 

=·-Cabra! luis C •• ~o de Derech:> Pe"1 Parte G<neral; p. 215. 

ese 
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El mismo Luis 

extiende la punición 

calidad de autores del 

C. Cabral af"irma que "la 

personas que, aunque no 

delito intervienen en él 

participación 

revisten la 

a título de 

instigadores o cómplices",(208) lo cual rige en las siguientes 

fracciones salvo la VII y VIII del artículo 13 del Código Penal a 

comen to. 

La fracción III preveé la coautoría al mencionar la 

realización conjunta de varios sujetos con la finalidad de 

ejecutar" en conjunto un ilícito penal y esta fracción lisa y 

llanamente contempla el caso de coautoria. 

La fracción IV preveé el caso de la autoría inmediata 

en la que queda precisado como responsable de un delito el que 

para llevarlo a cabo se sirve de otro quien sólo tiene el 

carácter de instrumento. Es interesante agregar la observación de 

Pavón Vasconcelos en cuanto al comentar la disposición legal que 

se contiene en el artículo 13 del Código Penal indica que "la 

estimación delictiva del hecho depende de la especial 

culpabilidad del autor material, sino de la apreciación culpable 

tant.o de la parti.cular conducta 

producción del delito''.(209) 

de las convergente~ a la 

La fracción V se refiere al autor intelectual y a quien 

compele o instiga; esto es quien conmina a otro a la ejecuci6n de 

un delito. "La diferencia entre autoria e instigación -enseña 

Cahral-, r.-.·~.ulta clnramente del caráclt:l' ¡::.rinc:.pn1 d~ l;:i; primera 

y del cnráct-er accesorio d'c? la segunda, lo cual se traduce en la 

independencia del castigo de la primera y en la dependencia de la 

segunda ... puede existir autoría punible sin instigaci6n''(210), 

2Cll.- !b!dorn; p. 215. 

2.JJ.- Pavéri V~loo F1-occisco, fth.'"1.Jal de Derec:l"J::!. Penal Mexican:>; p. 499. 

210.- C.ohml luis C., O:r;pcrrlio de Cerccho Penal, Parte General; p. 224. 
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En la fracción VI encontramos la participación consis­

tente en la prestación de ayuda o auxilio a otro para la comisión 

del delito; est~ ayuda auxilio si bien constituye una 

contribución secundaria resulta efecaz en orden a la producción 

del resultado. Cifra Pavón Vasconcelos la complicidad en el 

auxilio prestado a sabiendas para la ejecución del delito, 

pudiendo cons1stir en un acto o un consejo. El elemento que la 

caracteriza es la voluntad en el cómplice de auxiliar para la 

realización del delito. La complicidad puede presentarse en forma 

dolosa o culposa y se manif'iesta por hechos o abstenciones 

(connivencia).(211) 

Ln fracción VII se resuelve en la hipótesis 

técnicamente dcnor.iinada "participación subsequcns" la cual está 

precedida de complicidad negativa o connivencia. Esta f'orr.ta de 

participación debe confundirse con la hipótesis de 

e11cubrimiento ya que en estos casos bien poc favorecimiento real 

(ocultamiento de efectos instrumentos del delito) 

favorecirnicnto personal (ocultamiento de sujetos) el acuerdo 

entre ~utor~s, cont1tores, cómlices es posterior con el 

cncubridcr n ID eje~ución del delito. 

De manera scnci lla diría que la fracción VII del 

~~ticulo 13 del Código Penal se capta como forma de participación 

el auxilio posterior por promesa previa del sujeto. 

Finelm~nte la lracci6n VIII del articulo 13 del Código 

Penal se ocupa de la co;:-;plicidad corrcspcctiva, anteriormente 

sólo aplic<l.ble a los casos de lesione~ y homicidio con la 

última rcf'orrna. a todos los que intervengnn en la comisión de un 

delito cuando 110 conste prccisamen~e quién ejecutó el acto 

generador eficiente de la producci6n del resultado. Por ejemplo 
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cuando varios sujetos lesionan a otro sin que conste quién de 

ellos haya sido PI"'Oductos de la mortal lesión. 

Las dif'er"entes formas de participación captadas en el 

articulo 13 del Código Penal vige1lte pueden ser objeto de 

aplicaci6n en los diversos supuestos a que se refiere el artículo 

91 de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y 

Crédito. 

d) Concurso de delitos en los delitos previstos en el 

artículo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca 

y Crédito.- La pluralidad de delitos con la existencia de 

pluralidad de conductas, da lugar al llamado concurso real o 

material, ya que la unidad de conducta y pluralidad de delitos da 

lugar al llamado concurso ideal o formal; en tanto la pluralidad 

de conductas y unidad de delito conlleva al delito continuado¡ 

todo lo cual debe distinguirse del caso en que s6lo existe unidad 

en la conducta y en el delito. 

La problemática reseñada en el párrafo anterior 

importante en la práctica en torno a la imposición de la pena en 

relación a un justo reproche cor.forme se precisa en el artículo 

64 del Código Penal. 

Existe del'!..to continuado, previene el legislador en el 

artículo 7° fracción III del Código Pt!nal. cuando con unidad de 

propósito delictivo y pluralidad de conductas se viola el mismo 

precept.o leg.:i.:. Ez ~lásic0 el ejemplo del robo continuado del 

empleado en la tienda en que trabaja. 

El llamado concurso ideal o formal surge en la 

concurrencia efectiva de normas compatibles entre sí con unidad 

de conducta, pero a su vez constitutivas de un ilícito cada una 

de ellas. Ejemplo: quien al percutir una pistcla. privo la vida 
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a otra persona, podría ser objeto de responsabilidad penal por 

los delitos de portación de arma de fuego, disparo de arma de 

ruego, lesiones homicidio; sin embargo en función de la 

aplicación de los principios a que se sujeta la institución del 

concurso ideal de delitos, sólo debe castigarse por el delito de 

homicidio. 

Debe distinguirse el concurso ideal homogéneo en el que 

el sujeto con su conducta transgrede varios bienes jurídicos 

iguales y compatibles, del caso que acabamos de exponer en el que 

la conducta se dirige a varias lesiones jurídicas distintas. aún 

cuando compatibles entre !:>i. I.a nota distintiva del concurso 

ideal la encontramos en la compatibilidad por unidad de 

conducta.(212) 

El concurso real aparece cuando varios actos indepen­

dientes entre si producen varios resultados, precisa Jiménez 

Gregg en su tesis recepcional.(213) 

El concurso real existe ''cuando una misma persona 

realiza dos o más conductas independient·Js que importa cada una 

la integración de un delito, cualquiera que sea la n .. t11ralcza de 

éste". ( 214) 

Enseña Jiménez de Asún, que en el concurso reai o ideal 

deben tenerse en cuenta los principios de especialidad, de 

subsidiaridad, de consunción y alternatividad. El principio de 

espccialld11d c0ni:h1r:e a la aplicación de la ley particular que 

debe dejar sin efectos a la ley que prevenga la hipótesis gef1eral 

de su transgresión; o sea en el caso en que una ~isma materia sea 

212.- V&lse Pavé:n Vasccrcelos Frarcisco, Mar~ de Derech::> Penal Mcxicart)¡ pp. ~ y ss. 

213.- J:ifté)ez G:regg José, D::grática de les Deli too. Cmtra la Salud; p. 129. 

21•.- Jiménez de Asl:n Luis, La ley y el t:<ol~to; W• 2"" y 245. 
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regulada por dos leyes o disposiciones, la Ley o la disposición 

especial será la aplicable: "Lex especialis derogat legi 

generali". 

El principio de Subsidiaridad consiste en que, cuando 

una ley o disposición legal tiene carácter subsidiario respecto a 

otra, la aplicabilidad de esta excluye la aplicación de aquélla 

siendo importante anotar que las más importantes disposiciones 

subsidiarias son las referentes a la tentativa, que sólo es 

punible como tal manif'estación del delito, cuando este no se ha 

consumado; y la complicidad, puesto que sólo es punible por este 

título el sujeto que no perpetra actos de autoría. 

El principio de consunción, ejerce su imperio cuando el 

hecho previsto por unn ley o ~isposición sinilar está comprendido 

en el tipo descrito en otras y puesto que esta es de más amplio 

alcance se aplica con exclusión de la primera. 

Por último, el principio de alternatividad se presenta 

cuando dos tipos de delito son iguales, pero si las penas son 

diferentes el juez debe basar 

considere más benigna. 

resolución la que se 

En orden a los supuestos típicos del a~trculo 91 de la 

Ley Regla~cntaria del Servicio Público de Banca y Crédi~o materia 

de este trabajo a que se refieren en idéntica forma los previstos 

en la derogada Ley General de Instituciones de Crédito 

Organizaciones Auxiliares, se presenta el problema en relación 

sobre todo con el dPlito de fraude siendo inte:-es:i.:-.~c ano'.:ar" la 

Tésis bajo el rubro: CONCURSO APAílENTE DE TIPOS, CUANDO NO OPERA 

EL PRINCIPIO DE ESPECIALIOAD APLICABLE EN EL (CONFLICTO DE 

COMPETENCIA). que a la letra dice: 

"Ante un pretendido conf'licto de normas 

concurrentes , una de ellas perteneciente al 
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Código Penal Federal y la otra a una ley penal 

especial, como lo son los artículos 386 del 

Ordenamiento citado en primer término y el 

153-bis 1 de la Ley Genero.l de Instituciones de 

C1·ódito y Organizaciones Auxiliares, es menester 

al juzgado!' precisar, si lns dos normas 

describen hechos similares y si además de los 

elementos fundamentales recogidos en ellas hay 

algún otro que le otorgue amplitud típica mayor. 

A continuación el juzgador deberá establecer, 

tomando en cuenta la pretensión normativa de las 

leyes en conflicto, si el caso particular 

ambos tipos penales pueden aplicarse 

simultaneamente, originando un concurso real o 

ideal. de de 1 i tos, consiguientemente una 

acur.¡ulación de penas, si atendiendo al 

fenómeno de la especialidad, a virtud de la 

naturalidad de ambas leyes, no 

aplicación simultanea por 

posible tal 

manifiesta 

incompatibilidad, en cuyo caso una de ellas 

deberá excluir a la otra.. En el caso particular 

considerando, que ni siquiera pueda estimarse 

existente un auténtico concurso de normas 

incompatibles entre sí, porque el artículo 153 

bis citado, cuya aplicación se pretende, 

comprende en su tipicidad i:.odos los clcmentC'IS 

del fraude genéricc simple, previsto en el 

artículo 386 del Código Penal Federal, al no 

contener las características consistentes en el 

empleo de engaño o el aprovechamiento del error, 

como r.i.cdios comisivos para que causalmente el 

agente pueda hacerse ilicitamente de la cosa o 

alcanzar un lucro indebido, por cuyo motivo, si 

el Ministerio Público ejercitó acción penal 
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únicamente por el delito de rracde, en perjuicio 

de un particular, el conocimiento de los hechos 

compete a la autoridad judicial del fuero común, 

siendo legalmente procedente invocar un 

supuesto conflicto, como lo es la Ley General de 

Instituciones de Crédito y Organizaciones 

Auxiliares, y pretender con ello que el 

conocimiento de los hechos que motivaron el 

ejercicio de la acción penal corresponda a una 

autoridad judicial federal''.- Anparo Directo 

8484/82.- José Luis Galván Ruiz.- 18 de Agosto 

de 1982.- Unanimidad de vo~os.- Ponente: 

Fernando Castellanos Tena. Secretaria: Elvia 

Díaz de I..eón. 
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CONCLUSIONES: 

PRIMERA.- El Derecho Bancario tiene una triple natura­

leza; la que resulta de su carácter privado, público y social por 

cuanto tiene una estrecha relación con el Derecho Económico al 

que se le dn el carácter de Derecho Social. 

SEGUNDA.- Los delitos contenidos en la legislaci6n 

bal")C!lrir>. 1 como los que constituyen la materia de esta tesis, 

(artículo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de 

Banca y Crédito), forman parte del Derecho Penal Especial y no de 

un Derecho P.enal Bancario. 

TERCERA.- Fué positiva la nacionali~ación bancaria 

decretada el primero de Scpticml)re de 1982, porque mediante la 

debida canalización de las operacione!l de banca, México, y no 

unos cuantos, puede aprovechar en su benef'icio los recursos 

financieros que s0 0btengan. 

CUARTA.- La dogmñtica jurídica penal, es la única 

solución para la debida i nterpre tac ión de las normas 

jurídico-penales. Además. con:forma en sí misma en su desarrollo 

histórico una constante evolución que puede cristalizarse en 

mcjur·t& y ra~s justAs r~soluciones jurídicas. 

QUINTA.- Aún tratándose de un delito especial, pueden 

intervenir en la cornisi6n del ilícito previsto en el articulo 91 

de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, 

todo tipo de personas, en términos del artículo 13 del Código 

Penal Federal. 

SEXTA.- En runción de su comisión, el delito tiene el 
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carácter'de monosubjetivo y no de necesaria coautoría. 

SEPTIMA.- En órden a la duración del delito, considera­

mos que el previsto en el articulo 91 de la Ley Reglamentaria del 

Servicio Público de Banca y Crédito es un delito instantáneo con 

efectos permanentes (su consumación se realiza súbitamente pero 

sus consecuencias subsisten), 

excepción en la hipótesis a que 

aun cu~ndo encontramos una 

refiere el inciso d) de la 

fracción 11 del señalado articulo 91 (delito continuado). 

OCTAVA.- En razón de la propia conduct::i. el delito es 

por naturalez.a de 3cción, al;.n cuando constituye excepción la 

fracción I del articulo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio 

Público de Rqnca y Crédito en cuanto se trata de una hipótesis 

delictiva de omisión. Las acciones constitutivas por excelencia 

en el delito comento son: falsificar, alterar, simular 

realizar operaciones bancarias. 

NOVENA.- Por cuanto al resultado en la conducta, puede 

recaer este en el quebranto patrimonial de la institución, o s6lo 

ponerlo en peligro. 

DEClMA.- La única hip6tesis de ausencia de conducta que 

se presenta en los delitos estudio la de vis absoluta 

(fuerza física irresistible), en la que el servidor público 

bancario pod:-ia ser obligado, en contravención a todo manual de 

organi~aci6n y procedimientos en la~ in~títuciones crediticias, a 

realizar operacic~cs irregulares. 

Nos apartamos del cri":erio que considere que el tic 

nervioso da luga~ a la ausencia de conducta en el delito, por~ue 

todas las operaciones bancarias son obje~o de correcciones 

(conciliación). 
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DECIMAPRIMERA,- Siguiendo diversos criterios de 

clasificaci6n en cuanto al tipo, concluimos: 

A) El tipo a que se contrae el delito a comento es 

fundamental o básico, porque la tipi:ficación de la norma no 

implica ni alteración ni agravación de la penalidad. B} Es 

también autónomo o independiente en la mayoría 

pues_ solo resulta complementado en el supuesto 

el inciso e) en relación al inciso b) de la 

de sus hipótesis, 

a que se contrae 

fracción II del 

artículo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de Banca 

y Crédito, porque en este caso el tipo presupone la aplicación 

del tipo básico que se incorpora. C) En torno a la tutela penal y 

dada la pluralid~d de bienes protegidos en el artículo 91 de la 

citada ley, es un tipo complejo. D} Por cuanto a su composición, 

el articulo 91 en la mayoría de las hipótesis es un tipo anormal, 

advirtiéndose que en la fracción I es un tipo normal. E) Por su 

formulación se trata de un tipo alternativo y casuístico. F} Se 

presenta la tipicidad en el delito a estudio en forma general o 

especial. 

DECIMASEGUNDA.- El bien jurídico tutelado en el delito 

que se analiza consiste en preservar la fe y la seguridad tanto 

dul depósito en ahorro como otras inversiones de los particulares 

en las Sociedades Nacionales de Crédito y la confianza de estas 

motivo de la fe y seguridad que ellas depositan los 

particulares, preservándose asimismo el patrimonio específico de 

la institución bancaria afectada y a.demás, protegiéndose el 

Patrimonio Nacional en cuanto las instituciones de crédito son 

del Estado mc~icano. 

DECIMATERCERA.- En el delito en mención se presentan 

como ca.usas de justificación o de licitud el estado de necesidad 

y como causa cxtralegal la obediencia debida, exclusivamente. 

DECIMACUARTA.- Salvo los casos de sordomudez y minoría 
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de edad, por estimar que semejant~s estados son detectados desde 

el momento de solicitar empleo en las instituciones bancarias, 

los demás casos pueden presentarse en la comisión de los delitos 

bancarios; aún el de imputabilidad disminuida. 

DECIMAQUINTA.- El articulo 91 de la Ley Reglamentaria 

del Servicio Público de B~nca y Crédito, prcveé un delito 

eminentemente doloso y puede señalarse que se presenta en él, el 

dolo subsiguiente, el dolo determinado, el dolo diI"'ecto, el dolo 

genérico, el dolo de propósito, el dolo de daño y de peligro, el 

dolo principal, el dolo posible y real. 

DECIMASEXTA.- El delito a estudio no es culposo pe1·0 la 

excepción la podriar.tos encontrar por omisión de cuidado en el 

párrafo primero en la primera parte del articulo 91 de la Ley, 

pudiendo calificar de inconcientc la culpa que ahí se legisla 

(omisión de registro). 

DEC!MASEPTIMA.- Puede presentarse la hipótesis de error 

de prohibición en los casos de error de estado de necesidad y de 

error de obediencia debida, en concordancia con las 6nicas causas 

de licitud que podrían presentarse en la especie que se analiza. 

Se excluye toda posibilidad de error de tipo en el 

delito a comento. 

Procede considerar sin embargo la existencia de la no 

exigibilidnd de otra conducta en el delito. 

DEC!MAOCTAVA.- Es necesario precisar y legislar sobre 

las condiciones objetivas de punibilidad en los delitos en 

general en cuanto requisitos de procedibilidad, de orden proce­

sal. 

DECIMANOVENA.- Estimada procesalmente la condición 

objetiva de punibilidad, encontramos en el artículo 92 la candi-
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ción señalada, en cuanto en los delitos a comento se p:-ocederá a 

petición de la Secretaria de Hacienda y Crédito l'úblico, la que 

debe escuchar la opinión de la Corlisión Nacional Bancaria y de 

Seguros, sin perjuicio de que la institución bancaria ofendida 

actúe denunciando directamente en la especie de la fracción II 

del artículo 91 de la Ley Reglamentaria del Servicio Público de 

Banca y Crédito. 

VIGESIMA. - Dado el bien jurídico tutelado, debe 

aumentarse el margen de penalidad aplicable en los delitos a 

comento. 

VlGES1MAPRIMERA.- Por lo que respecta a la tentativa es 

dable esta en cuanto se presente el resultado material de 

quebranto patrimonial pero se desterra toda posibilidad de 

tentativa en las hipótesis que el pr-opio articulo presenta como 

delito formal. 

VlCESIMASEGUNDA.- En cuanto la participación, 

presentan todas sus f"ormns en el ilícito a estudio 9 n excepción 

de la especie de comlicidad correspectiva a que se refiere la 

última fracción del artículo 13 del Código Penal. 

VIGESIMATE.RCERA.- En lo que se refiere al concurso de 

delitos es posible la coexistencia de diversas hipótesis 

criminosas entre sí del mismo ilí.cito. Es necesario reconocer 

también, la co:icurrencia del delito ::-::iteriA de este trabajo, con 

otros delitos de orden patrimonial, 

Administración fraudulenta. 

el de Fraude y 
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